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Al analizar los factores que han complejizado el avance de la Reforma de Seguridad no podemos dejar de preguntarnos 
“qué parte de la urgencia de avanzar en soluciones efectivas en materia de seguridad no es entendido por las autoridades 
en su conjunto” 

Si bien el llamado a una reforma de consenso resulta valorable, pareciera ser que lo que en un comienzo constituyó una 
prioridad, dió paso a una serie de “conflictos secundarios” muchos de ellos de carácter ideológico que en resumen se 
traducen en que, tras nueve meses de mandato de un nuevo gobierno, la reforma permanece sin mayores avances.

Abordar la reforma de seguridad como una prioridad país resulta fundamental, pues al margen de los cambios propues-
tos, su avance y aprobación representa una potente señal frente a la delincuencia.

Dilatar un pronunciamiento en esta materia, proyecta indefinición frente a un tema en el cual como país no debiesen 
haber mayores diferencias.  Lo contrario implicará replicar lo sucedido con las Reglas de Uso de la fuerza, las cuales tar-
daron más de tres años en ser aprobadas con las consiguientes repercusiones producto de la incertidumbre en los cuer-
pos de seguridad respecto de cómo abordar un procedimiento por temor a posibles repercusiones legales.

Una acción decidida en esta materia, será percibida positivamente por parte de una ciudadanía que clama por mayor 
seguridad, y la cual más allá de los importantes avances en materia de seguridad, sigue manteniendo una alta percepción 
de inseguridad.

Robert Gutter Boim
Director
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El repliegue de La Moneda con respecto a su propuesta original fue visto por los ministros como un triunfo del diálogo pragmático más que como una derrota. 
Tras semanas de entrampamiento en la Comisión de Constitución, el diseño del bloque transversal de senadores ofreció una salida limpia que destrabó la 
agenda contra la delincuencia.

Si bien amplios sectores legislativos han manifes-
tado su entusiasmo por respaldar un texto que 
consideran “un avance sustantivo y moderno”, 
los desafíos persisten. El éxito del proyecto en 
las siguientes semanas dependerá de la precisión 
con la que el Congreso delimite técnicamente qué 
constituye un “peligro grave e inminente”, y de 
cómo el Estado fortalezca en paralelo sus capaci-
dades policiales y de inteligencia para que el nue-
vo marco legal se traduzca en una protección real 
para la ciudadanía.

La nueva reforma constitucional de seguridad en 
Chile nació tras el colapso del proyecto original 
del Ejecutivo, el cual fue retirado ante la falta de 
apoyos y los cuestionamientos transversales en 
el Senado. En su reemplazo, un acuerdo político 
transversal entre senadores de oposición y oficia-
lismo —Pedro Araya (PPD), Andrés Longton (RN), 
Arturo Squella (Republicanos), Iván Flores (DC) y 
Karim Bianchi (Ind.)— dio vida a una moción de 
consenso que cuenta con el respaldo del Gobierno 
y que inició su tramitación legislativa.

A diferencia del proyecto anterior, que buscaba 
instaurar un “Estado de Seguridad Pública”, esta 
propuesta alternativa deja de lado las herramien-

tas punitivas que generaban controversia (como la 
pérdida de beneficios sociales o la interceptación 
telefónica masiva) y articula la estrategia nacional 
en tres ejes fundamentales:

El crimen organizado bajo el estándar del te-
rrorismo

La iniciativa busca modificar el artículo 9° de la 
Constitución para incorporar explícitamente al 
crimen organizado y establecer que, en sus ma-
nifestaciones más graves, es contrario a los dere-
chos humanos, a las bases de la institucionalidad 
y a la democracia.

Al otorgarle un tratamiento equivalente al de los 
delitos terroristas, se activarán severas restric-
ciones que incluyen inhabilidades constitucionales 
para ejercer cargos públicos, la consideración de 
estos ilícitos como delitos comunes (nunca políti-
cos) y la aplicación estricta de las reglas de indul-
to. La futura ley determinará qué figuras delictivas 
se encuadran bajo este estatuto, evaluando fac-
tores estructurales, permanencia y distribución de 
funciones dentro de la banda criminal.

Segregación penitenciaria estricta

Para atacar el problema desde las cárceles, que 
a menudo operan como centros de operaciones 
de bandas criminales, el proyecto eleva a rango 
constitucional la obligatoriedad de una se-
gregación en el sistema carcelario. Los reos conde-
nados o bajo prisión preventiva por delitos rela-
cionados al crimen organizado o terrorismo serán 
separados físicamente y sometidos a regímenes 
especiales diferenciados de la población penal de 
delitos comunes, neutralizando así el reclutamien-
to y la coordinación intramuros.

Un Estado de Emergencia “preventivo”

El cambio más innovador reside en la flexibi-
lización de las facultades presidenciales mediante 
el ajuste del actual Estado de Emergencia (artícu-
lo 42 de la Constitución). La reforma permitirá al 
presidente decretar esta medida de forma excep-
cional y preventiva ante el peligro o la amenaza 
grave e inminente para la seguridad de la Nación, 
basándose en informes de inteligencia, Carabine-
ros, la PDI y el Ministerio Público.

• Duración y control:
Tendrá una vigencia inicial máxima de 30 días (a 
diferencia de los 15 días actuales).

Reforma de seguridad
Una fórmula basada en el consenso



4   Seguridad & Defensa

Crónica

• Rol del Congreso: El Ejecutivo deberá rendir 
informes detallados cada 15 días. Cualquier pró-
rroga requerirá el visto bueno explícito del Parla-
mento, el cual mantendrá además la facultad de 
revocar el estado de excepción en cualquier mo-
mento si considera que las causas que lo justifica-
ron ya desaparecieron.

• Garantías: Los autores enfatizan que esta va-
riante no limitará libertades fundamentales más 
allá de las de locomoción y reunión que ya con-
templa la normativa vigente.

Ventajas de la nueva propuesta

• Viabilidad política y destrabe legislativo: La 
mayor fortaleza radica en su origen transversal 
(firmado por senadores desde Republicanos has-
ta la DC y el PPD). Cuenta con el patrocinio del 
Ejecutivo, lo que garantiza una tramitación ágil al 
dejar atrás el veto mutuo. 

• Mayor control democrático frente al Ejecutivo: 
A diferencia del proyecto original del gobierno 
de José Antonio Kast (que permitía mantener un 
estado de excepción prolongado casi sin super-
visión), este diseño otorga al Congreso la potes-
tad de revocar la medida preventiva en cualquier 
momento por mayoría simple, equilibrando el ba-
lance de poderes.

• Resguardo de los derechos civiles: Al descartar 
las polémicas herramientas del borrador anterior 
—como la interceptación masiva de telecomu-
nicaciones sin control judicial, las listas adminis-
trativas de bandas criminales o la pérdida de be-
neficios sociales—, la propuesta se blinda frente 
a posibles acusaciones de inconstitucionalidad o 
sesgo autoritario. 

• Blindaje judicial para Gendarmería: Al elevar la 
segregación carcelaria a rango constitucional, se 
dota de un marco legal robusto a las autoridades 
de prisiones. Esto busca frenar que los líderes de 
bandas de alta peligrosidad dejen sin efecto el 
régimen de aislamiento interponiendo recursos de 
protección o amparos ante jueces de corte garan-
tista. 

Vacíos y zonas grises

• Ambigüedad en el criterio “preventivo”: La 
reforma faculta al mandatario a decretar el Es-
tado de Emergencia ante un “peligro grave e 
inminente”. Sin embargo, la propuesta no define 
con precisión técnica qué constituye una amenaza 
inminente, abriendo una zona gris que dependerá 
de la interpretación del gobierno de turno y de sus 
informes de inteligencia. 

• Falta de herramientas operativas clave: Al elimi-
nar la creación de un “registro de organizaciones 

criminales” y la interceptación telefónica expedita 
(medidas que contemplaba el proyecto original), 
algunos sectores advierten que la propuesta es 
simbólicamente potente, pero carece de “garras” 
de inteligencia para desarticular financieramente 
a las mafias. 

• Delegación excesiva a las leyes complementa-
rias: El texto consagra que el crimen organizado 
recibirá el tratamiento del terrorismo, pero deja en 
manos de una ley futura la definición de qué de-
litos calificarán en esta categoría. Esto traslada el 
debate de fondo (y el riesgo de entrampamiento) 
a una posterior discusión penal. 

• Falta de presupuesto y viabilidad carcelaria 
inmediata: Aunque se mandate constitucional-
mente la estricta separación física de los reclu-
sos peligrosos, Chile no dispone actualmente de 
la infraestructura carcelaria ni de los penales de 
máxima seguridad necesarios para absorber una 
segregación masiva inmediata. El texto no aclara 
los plazos ni los mecanismos de financiamiento 
específicos para la reconversión de los recintos de 
Gendarmería.

El factor Araya

A pesar del fuerte sismo político que significó su 
salida de la presidencia de la Comisión de Con-
stitución, la remoción del senador Pedro Araya no 
debilita la viabilidad de la reforma de seguridad, 
sino que, paradójicamente, consolida el bloque 
transversal necesario para aprobarla.

La repercusión de este hito político se divide en 
tres aspectos clave:

1. El compromiso intacto de los votos: El impac-
to más inmediato fue la aclaración del propio 
parlamentario. Tras reunirse en el Palacio de La 
Moneda con el biministro del Interior y Segegob, 
Claudio Alvarado, Araya ratificó que mantendrá su 
respaldo pleno y votará a favor del proyecto en la 
sala del Senado. Al tratarse de una reforma con-
stitucional, cada voto cuenta para alcanzar los al-
tos quórums requeridos, y el descuelgue de Araya 
habría sido fatal para el Ejecutivo.

2. Consolidación de un bloque “díscolo” o inde-
pendiente: La salida forzada de Araya —calificada 
por él mismo como una pasada de cuenta del “so-
cialismo autoritario”— operó como un incentivo 
para otros senadores de centro-izquierda e inde-
pendientes.

Parlamentarios que miran con distancia las direc-
tivas tradicionales del Partido Socialista (PS) han 
cerrado filas en torno a la propuesta.

Este grupo transversal (que incluye a senadores 
como Flores o Bianchi) ve en el apoyo a la refor-
ma una forma de priorizar la agenda ciudadana 

contra el crimen organizado por sobre las disputas 
partidarias.

3. Cambio de ritmo en la Comisión de Con-
stitución: La llegada del diputado/senador Vlado 
Mirosevic a la presidencia de la instancia legislati-
va altera la dinámica de la discusión:

Mayor fiscalización: El bloque oficialista tradi-
cional buscará revisar con más lupa los detalles 
técnicos del proyecto (como los límites al Estado 
de Emergencia preventivo y las atribuciones de 
Gendarmería).

Menos espacio a la negociación directa: Las con-
versaciones ya no se darán de forma reservada 
entre La Moneda y Araya, sino que el Gobierno se 
verá obligado a defender la propuesta de mane-
ra abierta ante una oposición que endurecerá su 
postura formal, aunque los votos para la aproba-
ción final sigan estando disponibles en la sala.
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Reglas de Uso de la Fuerza
Chile entra en una nueva etapa para 
fortalecer la seguridad y la actuación policial

Entre el combate a la delincuencia, la protección 
de los ciudadanos y el respaldo a quienes ejercen 
la autoridad, definir reglas precisas para el uso de 
la fuerza se ha convertido en una prioridad para 
el Estado. La eficacia policial y el respeto al Esta-
do de Derecho no son objetivos contrapuestos: 
son condiciones indispensables para recuperar la 
seguridad pública.

La seguridad exige claridad, no improvisación

Chile enfrenta un escenario de seguridad que 
demanda respuestas oportunas, capacidades 
operativas y una institucionalidad preparada para 
enfrentar fenómenos criminales cada vez más 
complejos. La expansión de organizaciones delic-
tivas, el uso de armas de fuego, la violencia contra 
funcionarios policiales y la creciente percepción 
de inseguridad han instalado una pregunta fun-
damental: ¿cuándo, cómo y bajo qué condiciones 
puede el Estado emplear legítimamente la fuerza 
para proteger a la ciudadanía?

La respuesta no puede depender exclusivamente 
del criterio individual de un funcionario enfren-
tado a una situación crítica, ni quedar sujeta a 
interpretaciones contradictorias posteriores a un 
procedimiento. Requiere reglas claras, conocidas, 
coherentes con la legislación y respaldadas por 
protocolos operativos, capacitación permanente y 
mecanismos de control.

Una regla de uso de la fuerza no constituye una 
autorización indiscriminada para ejercer violen-
cia. Es un marco que establece las circunstancias, 
los límites y las responsabilidades bajo los cuales 
los agentes del Estado pueden recurrir a ella, con-
siderando la amenaza existente, la necesidad de 
actuar y la proporcionalidad de la respuesta.

En otras palabras, no se trata solamente de de-
terminar cuándo se puede utilizar la fuerza, sino 
también de establecer cuándo resulta indispen-
sable, qué nivel de intervención corresponde y en 
qué momento debe cesar.

Proteger a la ciudadanía y respaldar a quienes 
la protegen

Uno de los problemas más delicados de la segu-
ridad pública es la incertidumbre que puede en-
frentar un funcionario policial cuando debe tomar 
decisiones en segundos, bajo presión y ante una 
amenaza potencialmente mortal.

En esas circunstancias, la ausencia de criterios 
suficientemente claros o la percepción de que 
cualquier decisión será cuestionada sin considerar 
las condiciones reales del procedimiento pueden 
afectar la confianza y la capacidad de respuesta. 
Sin embargo, el respaldo institucional no debe 
confundirse con impunidad: significa entregar 
formación, instrucciones precisas, equipamiento 
adecuado y garantías de que cada actuación será 
evaluada conforme a la ley y a los antecedentes 
concretos.

Carabineros de Chile y la Policía de Investiga-
ciones necesitan marcos operativos que permitan 

Tras más de tres años de tramitación, Chile dio un paso decisivo en la regulación del uso de la fuerza. El 7 de octubre de 2026, el Congreso despachó a ley el 
proyecto que establece normas generales para el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de las Fuerzas Armadas en determinadas circunstan-
cias. La iniciativa quedó en condiciones de ser promulgada y publicada Con 29 votos a favor, 15 en contra y una abstención, la Sala del Senado entregó su 
respaldo al informe de la Comisión Mixta que zanjó las discrepancias en relación al proyecto que establece normas generales sobre el uso de la fuerza para el 
personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de las Fuerzas Armadas en determinadas circunstancias.
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actuar con decisión frente a amenazas reales, 
proteger la vida de terceros y responder eficaz-
mente ante delitos violentos. Al mismo tiempo, la 
ciudadanía debe tener la certeza de que las fa-
cultades coercitivas del Estado se ejercerán den-
tro de límites definidos y sujetos a fiscalización.

Una regulación bien diseñada contribuye a ambas 
finalidades. Reduce la ambigüedad, facilita la su-
pervisión de los procedimientos, mejora la prepa-
ración de los funcionarios y permite distinguir 
entre una actuación legítima, un error operativo 
y un eventual abuso.

La discusión, por tanto, no debería plantearse 
como una elección entre proteger los derechos 
de las personas o entregar herramientas a las 
policías. La verdadera cuestión es cómo constru-
ir un sistema que permita hacer ambas cosas de 
manera efectiva.

Legalidad, necesidad y proporcionalidad: los 
pilares de la actuación

Una política moderna de uso de la fuerza debe 
partir de principios reconocibles y aplicables en 
el terreno.

La legalidad exige que toda intervención tenga 
fundamento jurídico y se ajuste a las competen-

cias de quien actúa. La necesidad implica recur-
rir a la fuerza únicamente cuando sea requerida 
para alcanzar un objetivo legítimo y en la medida 
indispensable. 

La proporcionalidad obliga a que la intensidad de 
la respuesta guarde relación con la amenaza y las 
circunstancias del procedimiento.

A estos principios se suman la precaución, la 
rendición de cuentas y la protección de la vida. 
Cuando las circunstancias lo permitan, deben 
privilegiarse la comunicación, la advertencia, la 
desescalada y otras alternativas menos lesivas. 
Cuando exista una amenaza grave e inminente, 
en cambio, los protocolos deben ofrecer criterios 
claros para una respuesta eficaz, sin exigir con-
ductas incompatibles con la urgencia o el peligro 
real.

También es esencial precisar las condiciones de 
empleo de armas de fuego, la intervención frente 
a personas armadas, la protección de terceros y 
la asistencia médica posterior a un procedimiento 
cuando corresponda.

Una regla efectiva no puede limitarse a una 
declaración general de principios. Debe traducirse 
en instrucciones comprensibles, escenarios prác-
ticos, entrenamiento recurrente y procedimientos 

de revisión que permitan aprender de los inci-
dentes y corregir deficiencias.

El desafío de legislar con sentido operativo

En Chile, la discusión sobre el uso de la fuerza 
debe considerar tanto el marco legal vigente 
como las iniciativas legislativas destinadas a 
precisarlo o perfeccionarlo. La Ley N.º 21.560, 
conocida como Ley Naín-Retamal, introdujo mo-
dificaciones relevantes en materia de protección y 
actuación de las fuerzas de orden y seguridad pú-
blica. A ello se suman las normas, los reglamen-
tos y los protocolos que regulan las actuaciones 
policiales.

Por eso, cualquier reforma debe partir de una 
revisión rigurosa de las disposiciones existentes, 
identificando qué aspectos requieren mayor pre-
cisión, cuáles presentan dificultades de aplicación 
y dónde persisten vacíos o contradicciones. El 
objetivo no debería ser multiplicar normas, sino 
construir un marco coherente, comprensible y 
aplicable.

La regulación debe entregar seguridad jurídica a 
los funcionarios que actúan legítimamente, pero 
también establecer mecanismos eficaces para 
investigar y sancionar los excesos. La responsa-
bilidad individual, el control institucional y la 
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transparencia son componentes necesarios de una 
fuerza pública profesional.

Del mismo modo, las reglas deben acompañarse 
de recursos para entrenamiento, formación jurí-
dica, equipamiento de protección, tecnologías de 
registro cuando corresponda y sistemas de super-
visión capaces de evaluar la actuación policial con 
información verificable.

Una norma que no se comprende, no se entrena 
o no se aplica de manera consistente difícilmente 
producirá los resultados esperados.

Una discusión que debe superar las trincheras 
políticas

El uso de la fuerza suele convertirse en un tema de 
confrontación política, especialmente después de 
procedimientos de alto impacto. Sin embargo, la 
protección de la vida, el combate a la delincuencia 
y el control del poder estatal deberían constituir 
objetivos compartidos, por encima de las diferen-
cias ideológicas.

La falta de reglas suficientemente claras perjudica 
a todos: puede dejar a los funcionarios expuestos 
a la incertidumbre, dificultar la evaluación de sus 
actuaciones, debilitar la confianza pública y ge-
nerar espacios para interpretaciones incompati-
bles con una política de seguridad coherente. Por 
el contrario, una regulación técnicamente sólida 
permite que las decisiones se adopten sobre cri-
terios previamente definidos y no exclusivamente 
bajo la presión de una contingencia o del debate 
político posterior.

El desafío consiste en construir acuerdos que 
reconozcan la complejidad del trabajo policial, la 
gravedad de las amenazas que enfrentan los fun-
cionarios y el deber irrenunciable del Estado de 
respetar los derechos fundamentales.

La seguridad también depende de la confianza 
institucional

La legitimidad de las policías no se construye úni-
camente mediante resultados operativos. También 
depende de la confianza que la ciudadanía depo-
sita en sus procedimientos y de la certeza de que 
las actuaciones pueden ser explicadas, revisadas y, 
cuando corresponda, corregidas.

Una regla de uso de la fuerza clara, conocida y 
aplicada de manera consistente fortalece esa 
confianza. Permite que el funcionario sepa qué se 
espera de él, que sus superiores puedan evaluar 
su actuación con parámetros objetivos y que la 
ciudadanía comprenda los límites de la inter-
vención estatal.

Pero la confianza no se obtiene únicamente con 

una ley. Requiere liderazgo institucional, capa-
citación, supervisión, transparencia y una cultura 
profesional que reconozca tanto la necesidad de 
actuar frente al delito como la obligación de re-
sponder por las decisiones adoptadas.

Una condición para recuperar la seguridad

Chile necesita policías preparadas para enfrentar 
la violencia, proteger a las personas y actuar con 
eficacia frente a organizaciones criminales. Para 
lograrlo, no basta con aumentar las penas, incor-
porar tecnología o ampliar las capacidades op-
erativas. También es indispensable establecer con 
precisión las condiciones bajo las cuales el Estado 
puede ejercer legítimamente la fuerza.

La regla de uso de la fuerza debe entenderse 
como una herramienta estratégica de seguridad 
pública: entrega criterios para la acción, fortalece 
el respaldo institucional, facilita el control y con-
tribuye a que las intervenciones sean profesio-
nales, justificadas y eficaces.

La autoridad democrática se demuestra tanto en 
su capacidad para enfrentar el delito como en su 
responsabilidad al ejercer el poder. Chile necesita 
reglas que permitan actuar cuando sea necesario, 
detener la intervención cuando deje de serlo y 
exigir responsabilidades cuando se traspasen los 
límites legales.

Porque una política de seguridad eficaz no con-
siste en usar más fuerza, sino en asegurar que la 
fuerza del Estado se emplee de manera legítima, 
oportuna, proporcional y bajo reglas que todos 
puedan comprender.
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¿Cómo surge la idea de realizar la 1 expo de se-
guridad de delitos rurales?

En el marco de nuestro trabajo como Observatorio 
de delitos rurales, advertimos una situación crítica 
respecto al nivel de protección que presentan los 
predios agrícolas, en cuanto a la tecnología que 
estaban usando y a la falta de conocimiento so-
bre las mejores técnicas para prevenir incidentes.  
Además, por la mesa de trabajo que impulsamos 
junto con policías y fiscalía, vemos la necesidad de 
entregar medios probatorios cuando se hacen de 
denuncias, y contar con equipamiento adecuando 
ayudará a agilizar las investigaciones.

¿Qué entidad está organizando este evento?

La Sociedad de Agrícola de Biobío (SOCABIO), en 
colaboración con su Observatorio de Delitos Ru-
rales, perteneciente a la misma entidad.

¿Cuántas empresas participaron de esta primera 
versión de Expo Seguridad de delitos Rurales?

Esta primera versión contó con un total de 
12 empresas de seguridad como expositoras, 
provenientes de la región del Biobío y otras con 
alcance a nivel nacional.

¿Qué podemos comentar con respecto de las 
actividades anexas a la muestra, conversatorios, 
seminarios etc.?

Además de los stands de las empresas presentes 
se realizaron una serie de paneles los cuales con-
tarán con la presencia de autoridades ministe-
riales, Ministerio Público y el equipo del Observa-
torio de Socabio. 

De forma adicional las empresas patrocinadoras 
del evento, realizaron exposiciones respecto a su 
tecnología, servicios, y buenas prácticas de pre-
vención. 

¿Cuál es la variedad y extensión actual en mate-
ria de delitos rurales en Chile?

Los delitos rurales en Chile comprenden una fa-
milia de delitos que se relacionan entre sí, y que 
se caracterizan porque las víctimas son principal-
mente agricultores y ganaderos. 

Dentro de lo que hemos recopilado como Observa-
torio, identificamos 4 incidentes de alto impacto: 
Robo de cobres, robo de insumos agroquímicos, 
robo de maquinaria agrícola y abigeato. Si bien 
nuestra área de competencia es la provincia de 

Biobío, hemos levantado evidencia que demuestra 
que esta problemática se extiende por varias re-
giones del país, desde O’Higgins a La Araucanía.

¿Cómo han evolucionado las bandas criminales 
dedicadas al abigeato en las distintas regiones de 
Chile en los últimos años?

Las bandas que se dedican al abigeato operan de 
forma organizada, ya que tienen horarios específi-
cos para cometer los ilícitos, y rondan los campos 
antes del ataque. Los casos de los que hemos 
tomado conocimiento, tienen en común que solo 
dejan la cabeza e interiores de los animales, e 
ingresan en vehículos motorizados a los predios 
para llevarse la mayor cantidad de carne. Además, 
se repite mucho que quienes son víctimas de 
abigeato no contaban con cámaras de vigilancia, 
las tenían mal ubicadas o inactivas, por lo que 
los delincuentes sabían de antemano que podían 
cometer el delito sin dejar pruebas que los iden-
tificaran.

¿Cuál es la ruta de receptación y reventa de la 
maquinaria agrícola pesada y los agroquímicos 
de alto valor sustraídos en los campos chilenos?

Parte de las gestiones que impulsamos como Ob-

1ª Feria de
 Delitos Rurales
Una iniciativa que permite 
visibilizar una realidad preocupante
La primera feria de delitos rurales constituye una iniciativa pionera, organizada por SOCABIO en la ciudad de Los Ángeles. Este encuentro congregó a empresas 
y autoridades en una jornada en la cual se abordaron los principales requerimientos de nuestro país en materia de seguridad rural. Para conocer los alcances 
de esta importante iniciativa conversamos con Jorge Contreras Blümel, director ejecutivo del Observatorio de Delitos Rurales del BIOBÍO.



servatorio, es reunir evidencia que permita hacer 
seguimiento a la maquinaria y a los agroquímicos 
robados. Estamos trabajando en un proyecto de 
ley con el equipo de una diputada del D21, para 
crear un sistema de trazabilidad nacional de estos 
productos, lo que facilite acceder al historial de 
venta, origen, traslado y composición. 

Sabemos que existe un mercado negro, donde 
incluso a los mismos agricultores se les ofrecen 
estos agroquímicos y maquinarias, a un valor mu-
cho menor que los distribuidores oficiales, por lo 
que hay una ruta desconocida sobre el destino. 
Cuando cuentan con alguna medida de seguri-
dad, por ejemplo, GPS, es más sencillo encontrar 
lo sustraído y es posible recuperarlo por parte de 
los propietarios.

¿De qué manera la delincuencia rural organizada 
está afectando la infraestructura de riego (robo de 
transformadores, cables de cobre y bombas de 
agua)?

Cuando un pequeño o mediano agricultor sufre el 
robo de sus equipos, piezas y maquinarias, se ve 
obligado a detener su cadena de producción. Esto 
le genera un perjuicio importante, ya que, si deja 
de regar sus cultivos por 10 días, atrasa toda la 
cosecha y eso se traduce en pérdidas económicas 
que después no alcanza a recuperar.

¿Qué alianzas público-privadas se necesitan para 
mejorar la seguridad perimetral y el monitoreo en 
zonas con baja conectividad digital o telefónica?

Se necesita promover el buen uso de la tecnología 
en los predios, que los productores sepan lo que 
ofrece hoy el mercado para que estén más pro-
tegidos. En ese sentido, las acciones que pueden 
impulsar gremios como Socabio son fundamen-
tales; por medio de la Mesa de Trabajo que for-
malizamos con Carabineros, PDI y Fiscalía, defini-
mos sectores críticos que tienen mayor ocurrencia 
de incidentes, y así aumentan las fiscalizaciones 
y patrullajes. 

¿Están los planes vigentes del gobierno y los co-
mités de seguridad rural respondiendo con la 
rapidez que el sector privado agrícola exige?

Desde el sector agrícola existe un agotamiento y 
decepción general con el sistema. La cifra negra 
de hechos que no se denuncian se da principal-
mente porque ven denunciar como una pérdi-
da de tiempo, al creer que el trámite no tendrá 
resultados positivos y no lograrán recuperar lo 
robado. Es necesario fomentar con mayor fuerza 
la alianza colaborativa entre gremios, y el refuerzo 
de las comunidades rurales, ya que al actuar de 
forma unificada se genera una presión mayor, y si 
disponen de sistemas de seguridad interconecta-
dos, facilitan mucho la trazabilidad, seguimiento y 
persecución de los delitos en flagrancia. 

¿Qué capacidades técnicas y de despliegue te-
rritorial urgente requieren Carabineros de Chile 
y la PDI para cubrir eficazmente las macrozonas 
rurales?

Lo que necesitan nuestras policías es trabajar de 
forma conjunta; compartirse la información  sobre 
las denuncias es fundamental, para que tomen 
conocimiento sobre dónde, cómo y cuándo están 
ocurriendo los delitos. Junto con eso, tomar ac-
ciones a partir de evidencia territorial debe ser la 
consigna, que la generación de estadística sirva 
de insumo para que no solo se enteren de lo que 
se denuncia, sino de todos los delitos rurales que 
suceden y que muchas veces no llegan a ser de-
nunciados formalmente. 

¿Por qué el Ministerio Público presenta dificulta-
des para lograr condenas altas en delitos rurales 
y cómo se puede mejorar la recolección de evi-
dencia en el sitio del suceso rural?

El Ministerio Público se rige por lo que dictami-
na el código penal. Dentro de lo que se conoce 
como delitos rurales, el único que se encuentra 
tipificado como delito es el abigeato. Los demás 
incidentes no tienen una tipificación única, y para 
efectos de la investigación y de la interposición de 
condenas, se consideran como robo en lugar no 
habitado, o como robo o hurto simple. Dado que 
las penas no son altas, es esencial que los medios 
probatorios sean contundentes para identificar a 
los responsables, para que la investigación arroje 
resultados efectivos. 
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Durante la inauguración de este importante 
evento, Jorge Contreras Blümel, Director 
Ejecutivo del Observatorio de Delitos Rurales 
del BIOBÍO, destacó la relevancia de una 
instancia, pionera en su tipo, la cual permite 
visibilizar  la realidad en materia de delitos 
rurales, junto con plantear propuestas para 
afrontar este foco delictual.
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Principales conclusiones de 1aª Feria de Delitos 
Rurales, organizada por SOCABIO

La 1ª Feria de Delitos Rurales (también deno-
minada Expo de Seguridad Rural), organizada en 
Los Ángeles por la Sociedad Agrícola de Biobío 
(SOCABIO) a través de su Observatorio de Deli-
tos Rurales, concluyó con un fuerte llamado a la 
coordinación interinstitucional y la presentación 
de nuevas estrategias y tecnologías para combatir 
ilícitos como el abigeato (robo de ganado), el robo 
de madera y el hurto de maquinaria agrícola. 

A continuación se detallan las principales conclu-
siones y acuerdos del encuentro:

1. Integración de Información y Plan Piloto

• Propuesta de SOCABIO: El gremio propuso 
formalmente la integración de datos de distintas 
instituciones públicas. El objetivo es diseñar y eje-
cutar un plan piloto en la provincia de Biobío para 
optimizar la prevención, el seguimiento de las de-
nuncias y el éxito de las investigaciones judiciales. 

• Apoyo Ministerial: Se solicitó de manera directa 
apoyo al Ministerio de Seguridad Pública para do-
tar de mayores recursos, herramientas y respaldo 
institucional al combate de la delincuencia en los 
campos. 

2. Reformas y Avances Legislativos

Durante la instancia, que contó con la partici-
pación del ministro de Seguridad Pública, Martín 
Arrau, se destacaron medidas clave que buscan 
robustecer la respuesta policial frente a delitos 
flagrantes: 

• Ampliación del plazo de flagrancia: Se abordó la 
extensión del tiempo de detención por flagrancia 
de 12 a 24 horas para Carabineros y la PDI, faci-
litando capturas efectivas en zonas rezagadas. [1]

• Evidencia inmediata: Se relevó la facultad de 
acceder de forma voluntaria a grabaciones de 
seguridad de los predios sin requerir la instruc-
ción previa de un fiscal, agilizando las primeras 
diligencias. 

• Endurecimiento de penas: Se respaldó el proyec-
to que busca elevar las sanciones penales para los 
delitos de robo, hurto y receptación de insumos, 
productos y maquinaria del sector agrícola.

3. Foco en la Tecnología y Soluciones Prediales

• Acercar soluciones al agricultor: Uno de los 
éxitos prácticos de la feria fue conectar directa-
mente a productores agrícolas y forestales con 
proveedores tecnológicos. Se promovió el uso 
de televigilancia, drones y sistemas avanzados 

de protección perimetral para que los afectados 
puedan resguardar autónomamente sus espacios 
productivos. 

4. Fortalecimiento y Continuidad de la Denun-
cia

• Cultura de la denuncia: SOCABIO enfatizó que 
están trabajando de la mano con los agricultores 
para asegurar que todos los delitos sean reporta-
dos formalmente.

• Trabajo con Fiscalía y Policías: El fiscal regio-
nal del Biobío, Roberto Garrido, y las autoridades 
policiales presentes coincidieron en que levantar 
insumos directamente de las víctimas en estos es-
pacios permite mejorar los focos investigativos y 
otorgar una protección más eficiente en el mundo 
rural.

5. Fiscalización Activa en Terreno

• En el marco de la feria también sesionó la Mesa 
Regional de Seguridad Rural, donde servicios 
como el SAG Biobío expusieron un incremento 
del 18,3% en sus fiscalizaciones de trazabilidad 
y sanidad animal (período 2025-2026), lo que ha 
permitido aumentar en un 47,1% las infracciones 
cursadas, golpeando directamente las cadenas de 
comercialización del abigeato. 

(de izq. a der.) Alcalde de Los Ángeles, José Pérez , Jorge Contreras Blümel, Director del Obsevatorio de 
Delitos , Ministro de Seguridad Pública Martín Arrau Claudia Antinao  Gerente de Proyectos LEADETIK , 

Richard Soto, SEREMI de Seguridad BIOBÍO  y Rocío Burgos, Gerente Observatorio 
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Dada la contingencia en nuestras relaciones exteriores de los últimos meses, creo fundamental, iniciar este ensayo conceptualizando qué es la geopolítica. La 
proyección austral de Chile y Argentina es una de las encrucijadas geopolíticas más importantes del siglo XXI. La geopolítica se fundamenta en las visiones de 
Friedrich Ratzel, quien concibe al Estado como un organismo vivo ligado a su espacio vital (Lebensraum), y de Sir Halford Mackinder, creador de la Teoría del 
Heartland sobre el impacto de la geografía en la hegemonía global. 

El problema de la boca oriental del Estrecho 
de Magallanes frente al decreto 256/2010
Una fricción jurídica, geopolítica y naval en el Cono Sur

A nivel regional, el General Ramón Cañas Mon-
talva aportó la doctrina de la tricontinentalidad 
chilena y la proyección hacia el Pacífico Sur-Antár-
tico.Los pasajes australes -compuestos por el Es-
trecho de Magallanes y el Paso Drake- constituyen 
cuellos de botella (chokepoints) vitales para el 
comercio mundial y rutas interoceánicas alternas 
ante crisis globales. Finalmente, este espacio es-
tratégico representa un escenario de competencia 
entre grandes potencias (Estados Unidos, China y 
Rusia) que disputan el control logístico, la investi-
gación científica y la proyección soberana hacia el 
Continente Blanco.
	

El enlace con el Decreto 256/2010 de Argentina

Aunque el Decreto 256/2010 está motivado por 
el litigio de soberanía con el Reino Unido, su apli-
cación práctica roza con frecuencia las rutas de 
navegación que conectan la boca oriental del Es-
trecho de Magallanes y el Paso Drake. Entendien-
do que, el Estrecho de Magallanes está neutraliza-
do a perpetuidad y abierto a la libre navegación 
de buques de todas las banderas, la aplicación de 
controles o autorizaciones en accesos contiguos 
o aguas de aproximación ha generado histórica-
mente suspicacias diplomáticas relativas al libre 
tránsito hacia y desde puertos chilenos o antár-
ticos.
Buques de investigación o abastecimiento antár-

tico de terceros países (incluyendo potencias 
mundiales y Gran Bretaña) que usan puertos aus-
trales chilenos o navegan por estos canales han 
sido objeto de monitoreo bajo la normativa del 
Decreto 256/10 al cruzar por áreas adyacentes 
a la jurisdicción argentina. Esto tensiona el equi-
librio estratégico local. Mientras Chile defiende la 
tesis geopolítica de Cañas Montalva basada en 
el libre acceso marítimo global y la proyección 
pacífica antártica, Argentina refuerza mecanismos 
normativos de soberanía marítima territorial en el 
Atlántico Sur.

Génesis y arquitectura del Decreto 256/2010: 
La doctrina del cerrojo austral

La promulgación del Decreto 256/2010 por parte 
del Poder Ejecutivo Nacional (PEN) de la Repúbli-
ca Argentina —suscrito el 16 de febrero de 2010 
bajo la administración de Cristina Fernández de 
Kirchner— no constituye un exabrupto normati-
vo ni un mero trámite administrativo coyuntural. 
Representa, en su dimensión más profunda, la 
cristalización jurídica de una matriz geopolítica 
e histórica de largo aliento. Concebido en los 
despachos de la Casa Rosada y moldeado por la 
doctrina de la Armada Argentina, este instrumen-
to se inserta en un diseño estratégico continuado 
que, durante más de seis décadas, ha buscado 
proyectar e imponer un control efectivo sobre los 
pasos interoceánicos del extremo austral del con-
tinente americano.

Para la historiografía y la geopolítica trasandina, 
la noción de la “Argentina bioceánica” no ha sido 
un simple recurso de oratoria patriótica, sino un 
imperativo de destino nacional. Bajo esta cosmo-
visión, el litoral patagónico y las frías latitudes 
donde crujen las aguas de los dos mayores 
océanos del planeta constituyen el pivote de 
su proyección antártica y atlántica. El Decreto 
256/2010 erige una arquitectura de coerción 
y fiscalización administrativa sobre un tríptico 
geográfico vital: el Estrecho de Magallanes, el 
Paso Drake (o Mar de Hoces) y el Canal Beagle.

En su articulado medular, el decreto impone la 
obligación de solicitar una autorización previa 
expedida por la autoridad nacional competente 
(la Prefectura Naval Argentina) a todo buque o 
artefacto naval —de cualquier pabellón— que 
pretenda transitar entre puertos ubicados en el 
territorio continental argentino y puertos situa-
dos en las Islas Malvinas/Falklands, Georgias del 
Sur y Sándwich del Sur, o bien atravesar aguas 
jurisdiccionales argentinas con rumbo a dichos 
archipiélagos.

Esta disposición opera en la práctica como un 
cerrojo logístico unilateral contra la presencia 
británica en el Atlántico Sur, pero proyecta si-
multáneamente sus ondas de choque hacia la 
soberanía y la libertad de navegación de la Repú-
blica de Chile en la Boca Oriental del Estrecho de 
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Magallanes. Para eso tienen que controlar nece-
sariamente tres espacios fundamentales: el Estre-
cho de Magallanes (cuyo dueño y poseedor es al 
100% la República de Chile), el Paso Drake y el 
Canal Beagle. 

Y, en esta estrategia que ha sido desarrollada de 
manera muy eficiente, de controlar estos tres es-
pacios oceánicos, se ha hecho para: primero, pro-
teger su proyección antártica. Segundo; esto le 
daría un poder geopolítico enorme en un contexto 
en el cual las grandes potencias están mirando 
hacia la zona austral por los problemas que hoy 
presenta el Canal de Panamá y “otros cuellos de 
botella” como Ormuz, por mencionar sólo un par. 
Y tercero, porque hay una ambición que al ser 
miembro extra OTAN desde 1998 y desde 2024 se 
ha postulado para ser aliado global de la OTAN, 
lo cual significa mantener una relación de coo-
peración política y práctica estrecha con la alianza 
militar, sin llegar a ser un miembro pleno.

Dimensión geopolítica global: los pasos aus-
trales en la era de los cuellos de botella

El valor estratégico del control de la Boca Oriental 
del Estrecho de Magallanes debe calibrarse en un 
tablero global atravesado por crecientes incerti-
dumbres sistémicas. 

En la concepción estratégica contemporánea, los 
pasos australes americanos han dejado de ser 
confines remotos para retomar su condición de 
arterias críticas de la navegación mundial.

En este contexto, la pretensión argentina de tute-
lar o condicionar el tráfico marítimo en la embo-
cadura atlántica del Estrecho persigue tres obje-
tivos geopolíticos capitales:

1. Blindaje de la proyección antártica: Contro-
lar los accesos marítimos al continente blanco, 
posicionando a los puertos patagónicos (como 
Ushuaia) como nodos logísticos obligados frente 
a las pretensiones de otros actores estatales.

2. Palanca de presión en la disputa de Malvi-
nas/Falklands: Asfixiar las líneas de suministro 
marítimo civil, comercial y pesquero que susten-
tan el desarrollo económico de las islas bajo ad-
ministración británica.

3. Proyección de potencia y estatus internac-
ional: Afianzar un perfil de actor clave en la segu-
ridad marítima del Atlántico Sur. 

Esta aspiración se ha visto reforzada por la 
condición de Aliado Mayor Extra-OTAN que Ar-
gentina ostenta desde 1998, a la que se suma su 
solicitud en 2024 para incorporarse como “Socio 
Global” de la Alianza Atlántica, como se men-
cionó precedentemente.

La colisión de doctrinas jurídicas: soberanía 
territorial versus imperativo unilateral

El antagonismo doctrinal entre Santiago y Buenos 
Aires respecto a la naturaleza jurídica y funcional 
de la Boca Oriental del Estrecho de Magallanes 
no representa una mera disputa técnica sobre 
deslindes cartográficos; encarna una verdadera 
conflagración teórica en el seno del Derecho In-
ternacional Público. 

En este escenario austral, donde las corrientes del 
Atlántico impactan los acantilados magallánicos, 
colisionan dos visiones de Estado diametralmente 
opuestas: por un lado, el paradigma convencio-
nal-territorial chileno, anclado en la intangibilidad 
de los tratados internacionales y el principio su-
premo del pacta sunt servanda; por el otro, la doc-
trina de soberanía funcional y revisionismo nor-
mativo argentino, proyectada desde su derecho 
constitucional e instrumentalizada como un ariete 
de presión geopolítica sobre el espacio marítimo 
circundante a las Islas Malvinas/Falklands.

Esta contienda trasciende el plano normativo 
para adentrarse en la épica de la supervivencia 
jurídica de los Estados. Mientras Chile ha erigido 
su proyección oceánica sobre la base invetera-
da de pactos solemnes firmados a través de un 
siglo y medio de historia diplomática, Argentina 
ha desplegado una arquitectura legal unilateral 
orientada a mitigar las servidumbres interna-
cionales que limitan sus pretensiones de dominio 
sobre el Atlántico Sur y la Antártica.

Exégesis de la arquitectura jurídica en disputa

El pilar chileno: la santidad de los tratados y el 
estatuto de neutralidad perpetua

La posición diplomática e histórica de Chile des-
cansa sobre una cadena ininterrumpida de instru-
mentos bilaterales e internacionales que dotan 
al Estrecho de Magallanes de un estatus legal 
blindado:

1.El Tratado de Límites de 1881 (Artículo V): 
Consagró para la posteridad que el Estrecho de 
Magallanes queda neutralizado a perpetuidad y 
asegurada su libre navegación para las banderas 
de todas las naciones. 

Este precepto erigió un régimen jurídico erga 
omnes (oponible a terceros Estados) que despoja 
a los Estados ribereños de cualquier facultad de 
entorpecer, fiscalizar discrecionalmente o condi-
cionar el paso de naves comerciales o de guerra.

2. El Tratado de Paz y Amistad de 1984 (Artículos 
10 y 14): Tras rozar el abismo de la conflagración 
bélica en 1978, la mediación papal de Juan Pablo 
II culminó en un acuerdo que ratificó explícita-

mente el Tratado de 1881. 

En su artículo 10, la República Argentina asumió 
la obligación solemne y perpetua de mantener, en 
cualquier tiempo y circunstancia, el derecho de 
los buques de todas las banderas a navegar en 
forma expedita y sin obstáculos a través de sus 
aguas jurisdiccionales hacia y desde el Estrecho 
de Magallanes. 

Como acertadamente sostiene el jurista e histo-
riador Mateo Martinic, esta disposición constituye 
una auténtica servidumbre de paso imperturba-
ble, incompatible con cualquier pretensión de 
control aduanero o policial trasandino en la em-
bocadura oriental.

3. La Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar (CONVEMAR): En sus artículos 
34 al 45, la CONVEMAR codifica el régimen de 
paso por estrechos utilizados para la navegación 
internacional, estableciendo que el derecho de 
paso en tránsito no puede ser suspendido ni gra-
vado por exigencias unilaterales de autorización 
previa por parte de los Estados ribereños.

El edificio normativo trasandino: el imperativo 
constitucional y el cerrojo administrativo

Frente a la solemnidad de los tratados de límites, 
Argentina articuló una entramada normativa de 
derecho interno concebida para salvaguardar sus 
derechos soberanos sobre el archipiélago Malvi-
nas/Falklnads y el Atlántico Sur:

1. La disposición transitoria primera de la Con-
stitución Nacional de 1994: Eleva a rango con-
stitucional la recuperación del ejercicio pleno de 
la soberanía sobre las Islas Malvinas/Falklands, 
Georgias del Sur y Sándwich del Sur y los espacios 
marítimos e insulares correspondientes, calificán-
dola como un objetivo permanente e irrenuncia-
ble del pueblo argentino.

2. Leyes N° 23.968 y N° 26.386: Establecen las 
líneas de base y espacios marítimos de la Na-
ción Argentina y tipifican severas sanciones para 
el ejercicio ilegítimo de actividades pesqueras o 
extractivas en la plataforma continental y Zona 
Económica Exclusiva (ZEE) proyectada desde los 
archipiélagos australes.

3. El Decreto Presidencial 256/2010: Operando 
como el brazo ejecutor de esta doctrina, este de-
creto impone la obligatoriedad de tramitar una 
venia previa ante la Prefectura Naval Argentina 
(PNA) para cualquier nave que pretenda conectar 
el continente con las islas en disputa o transitar 
por aguas jurisdiccionales argentinas en esa di-
rección. Al interceptar o notificar naves en la boca 
oriental o en áreas de aproximación atlántica, el 
Estado argentino busca proyectar un control de 
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soberanía funcional que contraviene la fluidez ga-
rantizada por los acuerdos de 1984.

Análisis de pros y contras de las posturas Es-
tatales

República Argentina

Pros estratégicos e internos

1. Herramienta de soberanía fáctica: Proporciona 
un instrumento administrativo de coerción real 
que penaliza el suministro logístico no autoriza-
do a las Islas Malvinas/Falklands, dificultando el 
sostén comercial e industrial del enclave británico.

2. Cohesión política y consumo interno: Mantiene 
el reclamo de soberanía en la cima de la agenda 
del Estado, unificando a las distintas facciones 
políticas bajo la causa nacional de la recuperación 
de las islas.

3. Combate a la pesca ilegal e ilegítima: Ofrece 
un sustento normativo doméstico para sancionar 
a las flotas pesqueras internacionales que operan 
al amparo de licencias concedidas por el gobierno 
de las Falklands/Malvinas.
Contras internacionales y diplomáticos

1. Vulneración de la Convención de Viena: Con-
traviene de manera flagrante el Artículo 27 de 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados, el cual prohíbe taxativamente a los Es-

tados invocar las disposiciones de su derecho 
interno para justificar el incumplimiento de una 
obligación convencional internacional.

2. Erosión de la confianza bilateral con Chile: 
Genera una fricción institucional permanente 
con el Estado chileno, reactivando la suspicacia 
histórica en la oficialidad de las Fuerzas Armadas 
y diplomáticas sobre la vocación expansionista o 
revisionista de Buenos Aires.

3. Aislamiento en foros de navegación internac-
ional: El ejercicio de controles coercitivos o noti-
ficaciones de infracción en alta mar o en canales 
de tránsito internacional posiciona a Argentina al 
margen de los consensos multilaterales sustenta-
dos por la Organización Marítima Internacional 
(OMI) y la CONVEMAR.

República de Chile

Pros estratégicos e internacionales

1. Inexpugnabilidad del respaldo jurídico: La pos-
tura chilena goza de una solidez incontestable 
ante la comunidad internacional, amparada en 
tratados bilaterales perpetuos (1881 y 1984) y en 
la codificación del Derecho del Mar.

2. Liderazgo en la libertad de mares: Al soste-
ner la neutralidad absoluta y el libre tránsito por 
Magallanes, Chile se alinea con las principales po-

tencias marítimas y comerciales del mundo, res-
guardando una ruta crítica global.

3. Preservación del statu quo fronterizo: La de-
fensa irrestricta del principio pacta sunt servanda 
previene que eventuales revisionismos internos 
trasandinos puedan alterar las delimitaciones 
marítimas acordadas solemnemente.

Contras geopolíticos y operacionales

1. Creación de una “zona de penumbra” funcio-
nal: La interceptación de remolcadores y buques 
de apoyo de bandera chilena (como el emblemáti-
co caso del remolcador Beagle) por parte de la 
PNA en aguas del Atlántico Sur fuera de las 200 
millas marinas en aguas internacionales, somete 
al sector privado chileno a una vulnerabilidad 
operativa e incertidumbre jurídica.

2. Exigencia de un costo diplomático permanente: 
Obliga a la Cancillería chilena y a la Armada a 
mantener un monitoreo ininterrumpido sobre 
cada declaración, decreto o patrullaje argentino, 
con el fin de evitar que el silencio chileno sea 
argumentado en el futuro como una forma de 
aquiescencia o asentimiento tácito.
La dialéctica del derecho frente a la fuerza de 
los hechos

	 En última instancia, el choque entre 
el Decreto 256/2010 y el ordenamiento conven-
cional de los Tratados de 1881 y de 1984, evi-
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dencia la histórica paradoja del Derecho Interna-
cional: las normas valen tanto como la voluntad 
política y la capacidad estratégica de los Estados 
para hacerlas respetar. 

Mientras la República Argentina intenta 
reescribir funcionalmente la geografía marítima 
del extremo austral para cercar logísticamente a 
las Islas Malvinas/Falklands, la República de Chile 
sostiene la vigencia inalterable de una frontera ju-
rídica trazada sobre la premisa inviolable de que 
el Estrecho de Magallanes y sus accesos atlánti-
cos pertenecen a la humanidad entera como un 
paso expedito, libre e ininterrumpido.

La jurisprudencia de la fricción: el hito em-
blemático del remolcador “Beagle”

El impacto del Decreto 256/2010 superó los de-
bates jurídicos de gabinete para materializarse en 
las heladas aguas del sur el 14 de abril de 2024. 
Las divergencias normativas e ideológicas final-
mente tocaron la realidad operativa en las aguas 
heladas del canal Beagle.

Este incidente se convirtió en el caso probatorio 
de las tensiones derivadas de la norma. En abril 
de 2024, unidades de la Prefectura Naval Argenti-
na abordaron, interceptaron y notificaron de una 
supuesta “infracción de navegación” al remolca-
dor de bandera chilena “Beagle”, el cual realizaba 
faenas logísticas de apoyo rutinarias en sectores 
contiguos a la boca oriental de la boca de paso. El 
incidente, aunque contenido en el plano operativo 
por la serenidad de la tripulación naviera, actuó 
como un reactivo químico en la política chilena. 

En el Congreso Nacional en Valparaíso estallaron 
críticas transversales denunciando la pasividad 
del Ejecutivo y alertando sobre una política de 
“hechos consumados” (salami tactics) por parte 
de la Argentina. 

Maass explica que la lógica de las tácticas de sa-
lami reside en avanzar “rebanada por rebanada” 
mediante acciones de un alcance lo suficiente-
mente limitado como para no justificar una guerra 
o un conflicto a gran escala, pero que de manera 
acumulativa van desgastando la influencia del ad-
versario. El abordaje puntual a una embarcación 
de apoyo logístico menor (el remolcador “Bea-
gle”) encaja en esta categoría: es una fricción 
controlada en el plano operativo que pone a prue-
ba los límites sin desencadenar una confrontación 
bélica abierta. De acuerdo con el marco teórico 
de Maass, cuando un Estado ejecuta un fait ac-
compli (hecho consumado), desplaza la carga de 
la decisión sobre el rival: ahora es el defensor (en 
este caso, Chile) el que debe sopesar si el costo de 
intentar revertir la acción vale la pena o si debe 
tolerarla para evitar un conflicto mayor. 

Esto se refleja en el texto cuando el Congreso 
chileno discute sobre la supuesta pasividad del 
Ejecutivo frente a una política sostenida de hechos 
consumados, reflejando el dilema estratégico que 
imponen estas tácticas. Maass señala que las tácti-
cas de salami ocurren en el marco de una rivalidad 
prolongada donde cada acción individual es inter-
pretada como parte de un patrón de expansión e 
influencia a expensas del contrincante. 

El incidente del remolcador “Beagle” no es visto 
como un hecho aislado, sino como el punto de 
contacto donde las “divergencias normativas e 
ideológicas” tocan la realidad operativa, encen-
diendo las alarmas en la política chilena ante la 
posibilidad de que se trate de un avance sistemáti-
co y gradual de Argentina.

Para teóricos de la estrategia naval como el almi-
rante Sir Julian Corbett, los incidentes menores 
entre guardacostas o unidades auxiliares no son 
meras fallas procedimentales, sino sondeos sutiles 
de la voluntad política y la capacidad de disuasión 
del Estado rival en sus marcas fronterizas.

Corbett sostenía que en el mar, el control del es-
pacio no siempre se disputa mediante grandes 
batallas decisivas entre flotas de combate, sino a 
través del control del tráfico marítimo y acciones 
de presencia constante. El incidente en comento 
no involucra a buques de guerra ni a la Armada 
Argentina, sino a la Prefectura Naval Argentina (un 
cuerpo de seguridad de fronteras/guardacostas) y 
a un remolcador civil chileno (“Beagle”). De acuer-
do con Corbett, el empleo de unidades auxiliares o 
de guardacostas permite a un Estado probar has-
ta dónde puede presionar sin desencadenar una 
respuesta militar directa o una escalada diplomáti-
ca incontrolable.

Lo ocurrido no fue un error técnico ni una equi-
vocación de patrulla, sino la consecuencia materi-
alización del Decreto 256/2010. El abordaje sirve 
como un sondeo de jurisdicción. Al aplicar una nor-
ma interna sobre un buque extranjero en un área 
bajo disputa o fricción, la Prefectura Naval argen-
tina actúa como el brazo ejecutor de un ensayo de 
soberanía o “jurisprudencia de la fricción”.

Corbett enfatiza que este tipo de fricciones meno-
res miden la firmeza y la capacidad de disuasión 
del Estado afectado en sus zonas fronterizas. 

Como ya mencionamos precedentemente, la reac-
ción chilena no se limitó al hecho operativo en el 
mar, sino que repercutió de inmediato en el Con-
greso Nacional, donde se advirtió sobre la pasivi-
dad del Ejecutivo frente a una política de “hechos 
consumados” (salami tactics).	

La incursión funcionó precisamente como la 
prueba descrita por Corbett: testear si el Estado 

chileno reaccionaría con firmeza para mantener 
su disuasión o si, por el contrario, permitiría que 
la interrupción de sus actividades logísticas coti-
dianas creara un precedente de aceptación tácita. 
El marco teórico de Julian Corbett permite ver el 
caso del remolcador “Beagle” no como un alter-
cado aislado entre marineros, sino como una mi-
cro-operación estratégica de baja intensidad. 

A través de sus guardacostas, la Argentina puso a 
prueba la eficacia práctica de sus normativas y la 
resolución política de Chile para defender el statu 
quo en una zona de soberanía sensible. Demostró 
que Argentina aplica el Decreto 256/2010 no como 
una norma portuaria local, sino como un estatuto 
de fiscalización marítima de alcance regional en el 
Atlántico Sur. Puso de manifiesto que en el cruce 
entre la salida del Estrecho de Magallanes y las 
rutas hacia las islas disputadas, la libertad de nave-
gación garantizada por el derecho internacional 
es desafiada por las exigencias de permiso de la 
PNA. Expuso el dilema que enfrentan las empresas 
navieras civiles y de servicio marítimo chilenas, que 
corren el riesgo de multas millonarias, embargos 
o vetos de atraque en puertos argentinos si no se 
someten al trámite de autorización ante Buenos 
Aires.

Escalada y fricción en el Mar Austral: de la Me-
diación Papal al contencioso soberano (1984–
2026)

La ilusoria solidez del Tratado de Paz y Amistad 
(1984)

El 29 de noviembre de 1984, tras el precipicio 
prebélico de 1978 y bajo la minuciosa diploma-
cia vaticana encabezada por el Cardenal Antonio 
Samoré y el impulso político de Juan Pablo II, Chile 
y Argentina firmaron el Tratado de Paz y Amistad. 
El documento buscaba extirpar de raíz la ancestral 
disputatio fronterizo en el confín austral. 

La arquitectura jurídica del tratado fijó de forma 
inamovible la frontera marítima y consagró un 
principio bioceánico tamizado: la delimitación de 
la boca oriental del Estrecho de Magallanes quedó 
bajo soberanía exclusiva de Chile, mientras que 
Argentina asumió la obligación irrestricta de no in-
terferir ni obstaculizar la navegación desde o hacia 
dicho paso interoceánico (Artículos 10 y 14).

Sin embargo, como argumenta el geopolítico y 
diplomático chileno Guillermo Lagos Carmona, los 
tratados de límites en el Atlántico Sur y la Antárti-
ca operan bajo una doble naturaleza: son a la vez 
estipulaciones jurídicas normativas e instrumentos 
expuestos a las oscilaciones de la política domésti-
ca y las doctrinas de proyección marítima de am-
bos Estados. 

Lo que en 1984 parecía un cerrojo diplomático 



definitivo, encerraba asimetrías de interpretación 
estratégica que aflorarían con vigor décadas más 
tarde.

La escalada normativa: el Decreto 256/2010 y 
la Doctrina del Mare Clausum

El equilibrio alcanzado a fines del siglo XX comen-
zó a erosionarse en la década de 2010. Bajo la 
administración de Cristina Fernández de Kirchner, 
el Poder Ejecutivo argentino promulgó el Decreto 
N° 256/2010. La norma estableció la exigencia 
de una “autorización previa” dictada por la Pre-
fectura Naval Argentina para todo buque que pre-
tendiera navegar entre los puertos del continente 
argentino y las Islas Malvinas, Georgias del Sur y 
Sándwich del Sur, o que transitara por aguas ju-
risdiccionales argentinas con tal destino. Desde la 
perspectiva jurídica porteña, la medida constituía 
un pilar de la “Doctrina de Afirmación Soberana” 
frente a Gran Bretaña. 

No obstante, en la praxis táctica y logística del 
Cono Sur, la norma generó una zona gris que 
afectó de modo colateral, tanto al cabotaje como 
al tránsito comercial chileno con proyección a la 
Región de Magallanes y la Antártica. El histo-
riador militar británico Sir Michael Howard re-
cordaba que en los espacios insulares y maríti-
mos, “la frontera normativa es tan real como una 
trinchera: el mero intento de fiscalización admi-
nistrativa altera el status quo del poder naval”.  
Argentina proyectaba, vía decreto, una suerte de 
mare clausum de baja intensidad que ponía a 
prueba la elasticidad del Tratado de Paz y Amistad 
de 1984.

La reelaboración doctrinaria: la Directiva de 
Defensa de 2021

El viraje normativo adquirió estatura doctrina-
ria e institucional en agosto de 2021. Mediante 
el Decreto N° 457/2021, el Gobierno argentino 
aprobó la Directiva de Política de Defensa Nacio-
nal (DPDN). El texto introdujo conceptos explíci-
tos sobre la necesidad de ejercer una “explo-
ración, vigilancia y control conjunto” sobre el Es-
trecho de Magallanes y el Paso Drake, definiendo 
el extremo austral como un espacio geopolítico 
indivisible donde la proyección antártica argenti-
na requería de una presencia militar coordinada y 
omnipresente.

La reacción del Palacio de la Moneda fue 
categórica. El Ministerio de Relaciones Exteriores 
de Chile despachó la Nota Formal de Protesta 
N° 7285, denunciando que las pretensiones de 
co-administración u operatividad conjunta en el 
Estrecho colisionaban frontalmente con la sobe-
ranía perpetua e indivisible de Chile sobre ambas 
riberas del paso interoceánico, consagrada desde 

el Tratado de 1881 y ratificada en 1984. 

Tal como apunta el historiador diplomático Mario 
Barros van Buren, la neutralidad y libertad de 
navegación del Estrecho de Magallanes jamás 
han sido en la doctrina chilena un régimen de 
condominio, sino una concesión de libre paso so-
bre aguas interiores bajo jurisdicción exclusiva del 
Estado chileno.

El pronunciamiento histórico de los Almirantes 
y la notificación diplomática (Agosto–Septiem-
bre de 2026)

Tras una serie de declaraciones públicas de altos 
mandos de las Fuerzas Armadas argentinas en las 
que se aludía al espacio magallánico como un 
“corredor de interés estratégico compartido”, la 
Cancillería chilena elevó nuevamente una severa 
nota de protesta diplomática. La respuesta de la 
sociedad civil y el estamento militar no se hizo 
esperar. 

El 2 de septiembre de 2026, en un gesto de iné-
dita gravedad institucional en la historia 
diplomática reciente del Cono Sur, a través de un 
manifiesto público difundido en el diario El Mer-
curio, seis ex Comandantes en Jefe de la Armada 
de Chile (Almirantes en retiro Miguel Ángel Verga-
ra, Rodolfo Codina, Edmundo González, Enrique 

Larrañaga, Julio Leiva y Juan Andrés De la Maza) 
fijaron una posición doctrinal tajante frente a la 
política austral argentina. En el documento, los 
altos oficiales en retiro cuestionaron con dureza 
la vigencia y aplicación del Decreto argentino 
256/2010, exigiendo al Estado chileno una pos-
tura firme, sin ambigüedades ni concesiones en la 
defensa de los tratados limítrofes vigentes.

Los almirantes enfatizaron que el Decreto 
256/2010 vulnera el espíritu y la letra de los 
instrumentos bilaterales vigentes, en particular la 
servidumbre de paso consagrada en el Tratado de 
1984.  Advirtieron que no es posible construir una 
verdadera relación de confianza mutua ni man-
tener indefinidamente esquemas de cooperación 
operacional —como la Patrulla Antártica Naval 
Combinada (PANC)— mientras se mantengan 
vigentes normas de derecho interno argentino 
que pretendan lesionar o condicionar la libertad 
de navegación en la puerta de entrada al Océano 
Pacífico y el territorio antártico chileno.

La misiva cerraba con un axioma de profun-
do arraigo en la tradición de la historiografía 
geopolítica de Chile: “La paz y el bienestar no 
pueden alcanzarse a costa de la soberanía o de 
la independencia nacional...” Este pronunciami-
ento puso de relieve la vigencia del pensamiento 
del analista y militar chileno Ramón Cañas Mon-
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talva, pionero en conceptualizar la “conciencia 
geográfica e insular de Chile”.  El manifiesto de los 
almirantes dejó en evidencia que, más allá de la 
diplomacia formal, en el estamento naval chileno 
subyace la convicción de que la estabilidad políti-
ca regional no depende de la condescendencia 
táctica, sino de la preservación inquebrantable de 
los límites trazados por el derecho internacional.

Perspectivas del conflicto en el Atlántico Sur

La controversia en torno a la Boca Oriental del 
Estrecho de Magallanes y el Decreto 256/2010 
sintetiza las complejidades del Cono Sur en el 
siglo XXI. No se trata únicamente de un litigio in-
terpretativo de textos jurídicos, sino de la colisión 
entre dos aproximaciones históricas al espacio 
marítimo. Por un lado, la visión chilena, fundada 
en el principio de intangibilidad de los tratados in-
ternacionales, la libertad de navegación universal 
y la soberanía indiscutida e integral sobre el curso 
del Estrecho de Magallanes.

Por otro lado, la doctrina geopolítica argentina, 
orientada a la consolidación de un espacio de con-
trol insular, atlántico y antártico que instrumenta   
derecho interno para presionar diplomática y op-
erativamente en la causa de las Islas Malvinas/

Falklands contra Reino Unido. Mientras subsista 
esta incompatibilidad normativa, la Boca Orien-
tal del Estrecho continuará siendo una zona de 
fricción latente. La preservación de la estabilidad 
en el extremo austral exigirá no sólo prudencia y 
diálogo por parte de las cancillerías, sino también 
una postura firme por parte del Estado chileno en 
la defensa incondicional de los tratados limítrofes 
que garantizan el libre tránsito de las naciones 
por este histórico paso interoceánico.

“La paz y el bienestar no pueden 
alcanzarse a costa de la soberanía
o de la independencia nacional...



El crecimiento de Grupo Safeteck marca una nueva etapa de desarrollo, donde la expansión operacional va acompañada de un desafío fundamental: fortalecer 
nuestros equipos, optimizar los procesos y continuar elevando la calidad del servicio que entregamos a nuestros clientes. 

Grupo Safeteck
Crecer nos desafía a ser mejores
En Grupo Safeteck estamos viviendo una etapa de 
crecimiento que refleja la confianza que distintas 
organizaciones han depositado en nuestra expe-
riencia y capacidad de respuesta. La incorporación 
de nuevas instalaciones, clientes y colaboradores 
representa un avance importante para nuestra 
compañía, pero también nos invita a mirar hacia 
el interior de nuestra organización y evaluar cómo 
seguir evolucionando. Entendemos que crecer no 
significa únicamente aumentar nuestra presencia 
en el mercado. Implica asumir nuevas responsa-
bilidades, fortalecer la coordinación entre áreas y 
desarrollar una estructura organizacional capaz 
de responder a operaciones cada vez más diver-
sas y exigentes. 

Por ello, estamos impulsando una evolución inter-
na orientada a mejorar nuestros procedimientos, 
incorporar nuevas capacidades profesionales y 
fortalecer los mecanismos de planificación, super-
visión y control. Nuestro propósito es que cada 
nueva operación cuente con el respaldo necesario 
para mantener los estándares de calidad, con-
tinuidad y seguridad que buscamos entregar. 

Crecimiento con propósito 

Cada nueva instalación representa una oportuni-
dad para consolidar nuestra experiencia, pero 
también un desafío que requiere preparación y 
trabajo colaborativo. El crecimiento de nuestras 
operaciones demanda una mayor articulación 
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entre los equipos de Recursos Humanos, Reclu-
tamiento y Selección, Operaciones, Prevención de 
Riesgos y Tecnología. Cada área cumple un papel 
fundamental para asegurar una incorporación or-
denada de nuevos servicios, una adecuada prepa-
ración de nuestros colaboradores y una respuesta 
oportuna a las necesidades de cada cliente. En 
este proceso, las personas siguen siendo el prin-
cipal motor de nuestro desarrollo. La experiencia 
de nuestros guardias de seguridad, supervisores 
y equipos administrativos, junto con la incorpo-
ración de nuevos talentos, permite construir una 
organización más preparada, cercana y eficiente.

Tres pilares para un crecimiento sostenible 

Nuestra visión de futuro se sostiene en tres pilares 
estratégicos que se complementan y trabajan con 
un mismo propósito: situar al cliente en el centro 
de nuestras decisiones. 

Tecnología e inteligencia artificial. Buscamos 
incorporar herramientas que fortalezcan la pre-
vención, el monitoreo y el análisis de situaciones 
de riesgo. A través de las capacidades tecnológi-
cas de nuestro grupo, avanzamos hacia solu-
ciones que complementen el trabajo de nuestros 



Un compromiso que crece con nosotros La 
incorporación de nuevas instalaciones implica 
asumir mayores responsabilidades. Por eso, bus-
camos acompañar cada apertura con una gestión 
cercana, supervisión permanente y mecanismos 
de mejora continua que nos permitan responder 
oportunamente a los requerimientos de nuestros 
clientes. Nuestro desafío es continuar expandién-
donos sin perder aquello que consideramos es-
encial: la confianza, la calidad del servicio y el 
compromiso de nuestros equipos. Cada nueva 
apertura representa una oportunidad para seguir 
creciendo, fortalecer relaciones de largo plazo y 
demostrar, a través de nuestro trabajo, el com-
promiso que distingue a Argento Seguridad y 
Grupo Safeteck. 

Seguridad Expo 2026: conectando inno-
vación, tecnología y personas 

Grupo Safeteck cerró una destacada partici-
pación como auspiciador oficial de Seguridad 
Expo 2026, consolidando un espacio de en-
cuentro con autoridades, representantes de la 
industria, clientes y profesionales interesados en 
las nuevas soluciones que están transformando 
la seguridad en Chile. Entre el 8 y el 10 de sep-
tiembre, Metropolitan Santiago reunió a los prin-
cipales actores del sector en una nueva edición 
de Seguridad Expo. 

Durante las tres jornadas, nuestro stand B-104 se 
convirtió en un punto de encuentro para compar-
tir experiencias, presentar soluciones tecnológi-
cas y generar conversaciones sobre los desafíos 
actuales de la seguridad pública y privada. La 
gran participación y el interés de quienes nos 
visitaron reafirmaron nuestra convicción de que 
el futuro de la seguridad se construye mediante 
la colaboración, la innovación y la integración de 
nuevas capacidades.
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equipos en terreno y aporten información útil 
para la operación. 

Inteligencia de negocio. La información es funda-
mental para gestionar de manera más eficiente. 
Queremos fortalecer el análisis de indicadores, 
identificar oportunidades de mejora y tomar de-
cisiones respaldadas por datos que permitan an-
ticipar necesidades, optimizar recursos y evaluar 
nuestro desempeño.

Crecimiento con propósito Cada nueva insta-
lación representa una oportunidad para consol-
idar nuestra experiencia, pero también un desafío 
que requiere preparación y trabajo colaborativo. 

El crecimiento de nuestras operaciones deman-
da una mayor articulación entre los equipos de 
Recursos Humanos, Reclutamiento y Selección, 
Operaciones, Prevención de Riesgos y Tecnología. 
Cada área cumple un papel fundamental para 
asegurar una incorporación ordenada de nuevos 
servicios, una adecuada preparación de nuestros 
colaboradores y una respuesta oportuna a las 
necesidades de cada cliente. En este proceso, 
las personas siguen siendo el principal motor de 
nuestro desarrollo. La experiencia de nuestros 
guardias de seguridad, supervisores y equipos 
administrativos, junto con la incorporación de 
nuevos talentos, permite construir una orga-
nización más preparada, cercana y eficiente. 

Modernización de procesos. 

El crecimiento requiere procedimientos claros, 
trazables y capaces de adaptarse a nuevas exi-
gencias. Por ello, impulsamos la revisión y mejora 
continua de nuestros procesos internos, fortale-
ciendo la coordinación entre áreas, la eficiencia 
administrativa y los mecanismos de seguimiento 
de nuestras operaciones. 

Estos tres pilares no representan iniciativas aisla-
das. Constituyen una visión integrada que busca 
transformar el crecimiento de Grupo Safeteck en 
una oportunidad permanente de mejora. 

Nuestro compromiso: crecer manteniendo la 
calidad 

Sabemos que uno de los principales desafíos de 
una empresa en expansión es mantener la cer-
canía con sus clientes y la calidad de su servicio. 
Por eso, nuestro objetivo no es solamente llegar 
a más instalaciones, sino asegurar que cada una 
cuente con equipos preparados, procesos efi-
cientes, supervisión adecuada y el respaldo de 
una organización que continúa evolucionando. 
Porque crecer no es solo llegar a nuevos lugares. 
Es estar cada día mejor preparados para respon-
der a quienes confían en nosotros. 

Nuevas aperturas, nuevos desafíos 

Grupo Safeteck continúa fortaleciendo su pre-
sencia en el mercado de la seguridad privada, 
incorporando nuevas operaciones que reflejan 
la confianza de importantes organizaciones y 
consolidan una nueva etapa de crecimiento para 
Argento Seguridad.

Nuevos clientes, nuevas oportunidades La 
diversidad de instalaciones en las que desarrolla-
mos nuestras funciones nos desafía a comprender 
diferentes realidades operacionales, identificar 
sus riesgos y responder a las exigencias particu-
lares de cada entorno. En este escenario, la prepa
ración de nuestros equipos adquiere especial rele-

vancia. Cada incorporación requiere planificación, 
selección de personal, coordinación operacional 
y una adecuada implementación de los proce-
dimientos de seguridad. Nuestro objetivo es que 
cada servicio comience con una estructura sólida, 
responsabilidades definidas y una comunicación 
permanente entre nuestros equipos y las instala-
ciones donde desarrollamos nuestras funciones.

Las personas detrás de cada apertura El cre-
cimiento de Argento Seguridad también se refleja 
en las oportunidades laborales que generamos 
y en la incorporación de nuevos profesionales 
a nuestra organización. Guardias de seguridad, 
supervisores y equipos de apoyo cumplen un rol 
fundamental en la puesta en marcha de cada 
operación. Su preparación, compromiso y capaci-
dad de respuesta son esenciales para representar 
nuestros estándares de servicio. Por ello, conti-
nuamos fortaleciendo nuestros procesos de re-
clutamiento, selección, inducción y capacitación, 
entendiendo que la calidad de nuestros servicios 
comienza con las personas que forman parte de 
nuestra compañía. 
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Ciudad Segura: tecnología al servicio de las personas

Uno de los principales protagonistas de nuestra participación fue Ciu-
dad Segura, una propuesta orientada a integrar tecnología, monitoreo 
y capacidad de respuesta para contribuir a la protección de las perso-
nas y los espacios públicos.

En este contexto, presentamos nuestro Paradero Seguro, una solución 
que busca transformar los espacios de espera del transporte público 
en puntos de asistencia conectados con una central de monitoreo.

Mediante herramientas de comunicación y alerta, esta propuesta per-
mite que las personas puedan solicitar ayuda y establecer contacto 
conoperadores preparados para evaluar situaciones y activar los pro-
tocolos correspondientes.

La experiencia permitió mostrar cómo la tecnología puede contribuir 
a una seguridad más cercana, preventiva y conectada con las necesi-
dades de la comunidad.

Asimismo, nuestro Cubo de Realidad Virtual acercó a los visitantes a 
nuevas formas de experimentar y comprender la aplicación de solu-
ciones tecnológicas en escenarios vinculados a la seguridad.

Visitas que enriquecieron nuestra participación

Uno de los momentos más significativos de nuestra presencia en Se-
guridad Expo 2026 fue recibir en nuestro stand a destacadas person-
alidades con una amplia trayectoria en la gestión pública, el liderazgo 
institucional y la seguridad de nuestro país.

Tuvimos el honor de contar con la visita de Evelyn Matthei, econo-
mista y reconocida figura de la vida pública nacional, quien ha de-
sarrollado una extensa carrera como diputada, senadora, ministra del 
Trabajo y Previsión Social y alcaldesa de Providencia. Su experiencia 
en el ámbito legislativo, ministerial y municipal ha estado vinculada a 
importantes desafíos de gestión y desarrollo del país.

Asimismo, agradecemos especialmente la visita de Martín Arrau, 
ministro de Seguridad Pública, ingeniero civil industrial que ha ejer-
cido relevantes responsabilidades públicas, entre ellas ser el primer 
intendente de la Región de Ñuble, integrante de la Convención Con-
stitucional y ministro de Obras Públicas. Su trayectoria en la adminis-
tración del Estado y su actual responsabilidad en materia de seguridad 
hicieron especialmente valiosa su presencia en nuestra exposición.

También recibimos con gran satisfacción a Rodrigo Delgado, ex-
ministro del Interior y Seguridad Pública, psicólogo de profesión, 
quien cuenta con una destacada experiencia en gestión municipal 
tras desempeñarse durante tres períodos como alcalde de Esta-
ción Central. Además, presidió la Asociación de Municipalidades 
de Chile, antes de asumir una de las principales responsabilidades 
del Gobierno en materias de seguridad y coordinación institucio-
nal.

Agradecemos sinceramente el tiempo, la cercanía y el interés de cada 
una de estas personalidades, así como de todas las autoridades, cli-
entes, aliados estratégicos y profesionales que nos acompañaron du-
rante las tres jornadas.



¿Qué porcentaje de las labores de emergencia de 
este temporal tuvo que costear Ñuñoa con fondos 
propios y qué impacto real tiene esto en el presu-
puesto municipal?

Este 2026 ya llevamos 150 millones de pesos 
gastados en emergencias. Hemos tenido apoyo 
del Ministerio de Vivienda y Bomberos, que hay 
que reconocer, pero una parte importante de la 
respuesta termina recayendo en el municipio. 
Tuvimos que decretar emergencia comunal para 
hacer gastos extraordinarios y acelerar el retiro del 
agua. El problema es que tenemos que responder 
con nuestro presupuesto, sin contar siempre con 
los equipos necesarios. Coordinar sirve, pero al-
guien tiene que llegar con la máquina y sacar el 
agua.

Usted mencionó que el Serviu solo tenía cuatro 
motobombas para todo Chile. Ante la falta de 
respuesta fiscal, ¿planea Ñuñoa asociarse con 
otros municipios o con el sector privado para 

Sebastián Sichel, 
El emplazamiento de Ñuñoa 
tras las inundaciones

adquirir equipamiento crítico de forma indepen-
diente?

Ya recurrimos a privados y pedimos ayuda a las 
mineras para conseguir motobombas de mayor 
capacidad. Decretamos la emergencia para poder 
comprar o arrendar equipos. Pero conseguir una 
bomba no puede depender de los contactos de 
un alcalde.

Lo acontecido dejó al descubierto lo que usted 
definió como “burocracia operativa para coordi-
nar” en lugar de ejecutar. ¿Dispone su municipio 
de planes para estos eventos y qué trabas impid-
en ponerlos en marcha?

Podemos tener planes y reuniones de coordi-
nación, pero si no tenemos motobombas, no po-
demos sacar el agua. Eso fue lo que nos pasó. Al 
final, la ejecución queda en manos del municipio, 
sin que tengamos los equipos suficientes. Por eso 
usamos el decreto de emergencia para disponer 

de recursos extraordinarios. Los planes, a nivel de 
Estado, tienen que venir con maquinaria, personal 
y financiamiento.

Si pudiera reestructurar el sistema de coordinación 
de emergencias, ¿cuáles serían las medidas que 
cambiaría?

He planteado dos caminos: darle a Senapred ca-
pacidad para responder en terreno o entregarles 
a los municipios los recursos para hacerlo. Hoy se 
coordina desde arriba y abajo tenemos que salir a 
conseguir las máquinas. Cuando un edificio está 
inundado, la alerta no basta.

Usted ha emplazado al Ministerio de Hacienda a 
recortar gastos superfluos para invertir en contin-
gencias ambientales. Si Hacienda no entrega fon-
dos, ¿qué obras urgentes quedarán congeladas 
en Ñuñoa?

No tengo una lista de obras congeladas que anun-

El violento temporal que azotó recientemente a la Región Metropolitana no solo dejó calles anegadas y viviendas dañadas, sino que también desnudó la 
profunda brecha que existe entre la planificación centralizada y las capacidades reales de los gobiernos locales en la gestión de catástrofes. Con un ba-
lance que ya supera los 150 millones de pesos en gastos de emergencia este 2026, la comuna de Ñuñoa se vio obligada a decretar emergencia comunal 
para responder de forma inmediata a sus vecinos, recurriendo incluso al apoyo del sector privado y la minería ante la escasez de infraestructura fiscal. 
En esta entrevista, Sebastián Sichel, alcalde de Ñuñoa analiza con crudeza la “burocracia operativa” que frena las respuestas en terreno, la urgente necesidad 
de que el Ministerio de Hacienda priorice la inversión en obras de mitigación de fondo y los desafíos técnicos que enfrentan tanto la infraestructura pública 
como las nuevas construcciones inmobiliarias ante un cambio climático que ya es una realidad ineludible.
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ciar. Lo que he planteado es que Hacienda debe 
definir prioridades. Necesitamos inversión en con-
tención de quebradas, reforestación y piscinas de-
cantadoras. Son obras que requieren una mirada 
de ciudad y recursos del Estado central. Si segui-
mos respondiendo solamente cuando el agua ya 
entró a las casas, vamos a llegar tarde otra vez.

¿Está Ñuñoa preparada para resistir un evento 
similar en el corto plazo si el Gobierno central no 
modifica su estrategia de financiamiento?

Estamos reforzando la protección de los puntos 
críticos. Compramos cien barreras antiolas, que 
complementan el uso de más de mil sacos de are-
na. También hicimos aperturas en lomos de toro 
que dificultaban el paso del agua y estamos lim-
piando sumideros. Son medidas concretas para re-
ducir el riesgo, pero he sido claro: son soluciones 
rápidas, no definitivas. Vamos a seguir trabajando 
para proteger a los vecinos, mientras insistimos en 
las inversiones de fondo.

¿Dispone su municipio de informes técnicos 
previos que demuestren que las obras de Metro 
agravaron las inundaciones?

Seguridad Municipal
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Pedí esclarecer lo ocurrido en el paso Ñuble, don-
de colapsaron los colectores y había acumulación 
de basura. Cuestioné la mantención y anunciamos 
que exigiríamos explicaciones a Metro. Afirmar 
que sus obras agravaron las inundaciones es otra 
cosa. Para eso se necesita respaldo técnico.

Respecto de las querellas contra inmobiliarias, 
¿cuántas empresas han sido fiscalizadas o san-
cionadas y qué penas o multas busca conseguir 
el municipio?

Vamos a perseguir responsabilidades y presentar 
acciones contra las inmobiliarias que tengan 
responsabilidad en lo ocurrido. Pero no voy a 
adelantar cifras de sanciones ni multas sin los 
antecedentes correspondientes. Denunciamos 
acumulación de basura y el colapso de los colec-
tores; esos hechos hay que esclarecerlos.

Tras las inundaciones en edificios, ¿qué cambios 
deberían evaluarse en las exigencias constructi-
vas, como sistemas de captación de agua, moto-
bombas autónomas o generadores en azoteas?

Lo que vimos fueron edificios con los subterrá-
neos inundados, vehículos bajo el agua y ascen-

sores sin funcionar. Eso obliga a mirar qué pasó 
con el diseño y la capacidad de respuesta de 
esos edificios. Sobre soluciones específicas, como 
la ubicación de generadores o los sistemas de 
bombeo, se necesita una evaluación técnica. Sería 
poco serio anunciar una exigencia sin ese análisis.

¿Cuál es la gran conclusión o reflexión que le deja 
este evento en su calidad de alcalde?

Que tenemos que prepararnos para un clima que 
cambió. No podemos seguir corriendo detrás de 
las emergencias. Los funcionarios municipales 
estuvieron en el agua, trabajando para ayudar a 
los vecinos, y ese esfuerzo necesita equipos e in-
versión que lo respalden. Tenemos que prevenir y 
hacer las obras, además de contar con capacidad 
para responder. La preocupación por el cambio 
climático tiene que verse en el presupuesto y en 
soluciones concretas para las familias.

“No podemos seguir corriendo detrás de las 
emergencias.Tenemos que prevenir y

 hacer las obras, además de contar con 
capacidad para responder.”

Sebastián Sichel, alcalde de Ñuñoa
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Tras tres jornadas de capacitación, finalizó la Escuela de Seguridad Municipal 2026, organizada por la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM) junto 
a la Subsecretaría de Prevención del Delito, instancia que reunió a autoridades, especialistas y equipos municipales para fortalecer herramientas frente a los 
nuevos desafíos de seguridad en los territorios.

La Escuela se realizó en un momento especial-
mente relevante para los municipios. La nueva Ley 
de Seguridad Municipal ya entró en etapa de im-
plementación, mientras su reglamento definitivo 
continúa en revisión. En ese escenario, la ACHM 
y la Subsecretaría de Prevención del Delito han 
trabajado de manera conjunta en los ajustes al 
texto reglamentario, buscando que su aplicación 
considere las distintas capacidades y realidades 
de las comunas del país.

El presidente de la ACHM y alcalde de Zapa-
llar, Gustavo Alessandri, destacó la necesidad 
de profesionalizar a los equipos locales frente a 
fenómenos cada vez más complejos: “Sabemos 
lo complejo que es dirigir una dirección de segu-
ridad pública y enfrentar el narcotráfico, el micro-
tráfico, el sicariato y el crimen organizado. Hoy 
nos estamos profesionalizando para entregar un 
mejor servicio en cada una de las comunas de 
Chile”.

Por su parte, el presidente de la Comisión de Se-
guridad Ciudadana de la ACHM y alcalde de Lo 
Prado, Maximiliano Ríos, puso el énfasis en forta-
lecer la prevención y entregar a los municipios las 
condiciones necesarias para desarrollar esta ta-
rea: “Los municipios no podemos sacar adelante 
nuestra labor de prevención, recuperación de es-

pacios y fiscalización si no hay recursos frescos. 
Si no hay prevención, lo más probable es que no 
haya seguridad”.

La Escuela permitió avanzar en una mirada in-
tegral de la seguridad municipal, combinando 
prevención, apoyo a la persecución penal y re-
inserción social, junto con el fortalecimiento de 
la coordinación institucional y de las capacidades 
de quienes trabajan diariamente en los territorios.

Las principales conclusiones

1. Profesionalizar la seguridad municipal :Los 
municipios necesitan equipos mejor preparados 

para enfrentar delitos cada vez más complejos, 
entre ellos narcotráfico, microtráfico, sicariato 
y crimen organizado. La capacitación debe tra-
ducirse en mayores capacidades operativas y de 
gestión local. 

2. Reforzar la prevención y recuperar los es-
pacios públicos: La prevención debe ocupar un 
lugar central en las políticas comunales. Esto im-
plica intervenir en barrios vulnerables, recuperar 
espacios deteriorados y desarrollar acciones que 
reduzcan las oportunidades para la actividad de-
lictual. La ACHM advirtió que estas tareas requie-
ren recursos adicionales.

Escuela de Seguridad 
Municipal 2026
La importancia de profesionalizar 
a los equipos locales
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3. Fortalecer la coordinación entre institu-
ciones: La seguridad municipal no puede abordarse de 
manera aislada. Se requiere coordinación entre munici-
pios, policías, organismos de prevención, fiscalías y otras 
instituciones estatales, respetando las atribuciones de 
cada una.

4. Implementar adecuadamente la nueva Ley de Se-
guridad Municipal: La aplicación de la nueva normativa 
constituye un desafío institucional. La ACHM y la Subse-
cretaría de Prevención del Delito trabajaban en ajustes a su 
reglamento para considerar las distintas capacidades y rea-
lidades de las comunas. Por tanto, la implemen-
tación debe acompañarse de orientación jurídica y prepa-
ración operativa. 

5. Incorporar la reinserción social a la estrategia de 
seguridad: El combate al delito debe combinar la acción 
contra quienes delinquen con oportunidades de reinser-
ción. Durante la Escuela, este punto fue destacado por el 
alcalde de Coquimbo, Alí Manouchehri, como parte de 
una estrategia integral de seguridad.

6. Fortalecer el tejido social y la gobernanza local: 
La seguridad también depende de la capacidad de los 
municipios para comprender las dinámicas de sus ba-
rrios, prevenir la vulnerabilidad social y articular respues-
tas con la comunidad. El programa incluyó contenidos 
sobre gobernanza local, economías criminales en los ba-
rrios y prevención de la captación de personas por redes 
delictuales. 

La Escuela deja planteada una orientación estratégica: el 
municipio debe consolidarse como un actor fundamental 
de la prevención y la gestión territorial de la seguridad, 
sin sustituir las funciones policiales ni la persecución pe-
nal.

Asimismo, la mirada internacional estuvo marcada por 
la magistral exposición de la vicerrectora de la Universi-
dad Católica de Ávila (UCA) de España, Lourdes Miguel 
Sáez, quien detalló cómo ese país integró con éxito a las 
policías municipales tras casi cuatro décadas de diseño 
institucional. 

Como muestra de este carácter proactivo, el director 
del CEGES de la AChM, Ricardo Yáñez Reveco General 
Director en retiro, selló un acuerdo de voluntades con 
la casa de estudios española para transferir buenas 
prácticas internacionales a nuestra realidad local. 

De igual forma la actividad fue certificada por el Centro 
Integral de Seguridad de Universidad Finis Terrae.
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En el ámbito de la defensa existe la tendencia a preferir la comodidad de la tecnología extranjera “llave en mano” frente al desafío de financiar y validar el 
talento local. En el ámbito de los sistemas de simulación herramientas donde hoy se definen desde los planes de evacuación ante catástrofes civiles hasta 
las tácticas de defensa del Estado, esta dependencia ya no es solo un problema de balanza comercial; es una vulnerabilidad geopolítica. Para abordar este 
interesante y apasionante tema, Revista Seguridad & Defensa, entrevistó Alejandro Cornejo, Jefe de Desarrollo Simuladores de Vuelo de LabMeter.

Para los tomadores de decisiones, tanto en los 
ministerios como en los directorios corporativos, 
la lógica al adquirir sistemas avanzados de simu-
lación en el exterior parece irrebatible. “¿Para qué 
gastar años y millones en desarrollar un simulador 
local  si podemos comprárselo a una transnacion-
al que ya tiene el producto validado?”.

El problema de este razonamiento es que con-
funde la estabilidad con la dependencia. Cuando 
Chile adquiere un sistema de simulación extranje-
ro para el ámbito civil no solo compra tecnología, 
entrega sus datos y su autonomía. 

Los algoritmos que deciden cómo reaccionar ante 
una crisis se programan bajo criterios globales, 
muchas veces desconectados de las realidades lo-
cales, y cualquier modificación sustancial requiere 
autorizaciones externas y costosos contratos de 
mantenimiento.

En términos simples ¿Cuál es el nivel tecnológico 
y profesional disponible en chile para el desarrollo 
y fabricación de plataformas de simulación para 
el ámbito de la seguridad y la defensa?

Chile cuenta con profesionales y capacidades in-
dustriales para desarrollar simuladores de vuelo y 
otras plataformas de entrenamiento. Existen ex-

periencias concretas de integración de software, 
electrónica, cabinas y entornos visuales. El desafío 
es transformar esas capacidades en una actividad 
sostenida, con validación técnica, financiamiento 
y una demanda que permita conservar equipos 
especializados.

¿Cómo surge la idea de fabricar en nuestro país 
un completo simulador de un F16 y cuál fue la 
reacción de los profesionales que accedieron a 
este sistema?

La idea nos tomó sólo un par de segundos, fue 
muy espontánea. Una vez decididos mostrar nues-
tras capacidades en FIDAE 2024, nos pregunta-
mos cuál sería la mejor estrategia. Ya habíamos 
desarrollado varios simuladores de aviación ge-
neral, entonces fuimos al extremo opuesto y el 
mejor exponente en nuestro país es, sin duda, el 
F-16. El concepto detrás de esta idea fue mostrar 
la A a la Z. Demostrar que podemos fabricar si-
muladores básicos y avanzados. De un C-172 a 
un F-16 y por consecuencia, cualquiera que se en-
cuentre entre medio.

Quedamos muy satisfechos por la respuesta del 
público en FIDAE 2024, nuestro stand logró lla-
mar la atención de autoridades, oficiales de las 
distintas ramas de la defensa y público en ge-

neral. Estábamos ansiosos del feedback que pu-
diésemos recibir por parte de la Fuerza Aérea y 
resultó gratificante ver al piloto que realizó la 
demostración aérea, subirse a nuestro simulador 
y ejecutar la misma rutina que presentó minutos 
antes a los asistentes a la feria.

¿Existen en chile fondos públicos actuales (como 
CORFO u otros) financian directamente el desar-
rollo de software complejo como los simuladores, 
y cuáles son sus principales limitantes?

Si existen herramientas públicas para financiar 
desarrollo local. CORFO, FONDEF y la ley de de-
sarrollo I+D apoyan iniciativas, pero, lamentable-
mente para nosotros, los llamados buscan fomen-
tar áreas que cumplan con ciertos criterios país y 
contribuyan en el desarrollo de ciertos objetivos 
en otras áreas como la agricultura, minería y ser-
vicios asociados con foco en tecnologías climáti-
cas de agua, energía, sostenibilidad y descarbo-
nización, donde nuestras propuestas de desarro-
llo no han tenido cabida.

¿Existen incentivos tributarios o subsidios para 
las empresas chilenas que deciden desarrollar 
tecnología local en lugar de importarla?

El costo invisible de la 
dependencia tecnológica
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Desconozco la existencia de este tipo de incen-
tivos, sin embargo y sin temor a equivocarme, 
dudo que existan debido a que nuestro sistema 
está mayormente enfocado en recaudar más que 
en facilitar este tipo de iniciativas.

¿De qué manera las bases de las licitaciones 
públicas chilenas (antigüedad exigida, boletas 
de garantía, certificaciones internacionales) ex-
cluyen de forma indirecta a los desarrolladores 
locales en materia de simulación?

Son un filtro importante de entrada que excluye 
a potenciales desarrolladores, pero, se entiendo 
que deben existir por resguardo de los fondos 
públicos. 

En lo particular, estos aspectos no nos han afec-
tado ni tampoco han impedido nuestra parti-
cipación en diversos llamados a licitación. Sin 
embargo, lo que nos ha dejado un sentimiento 
amargo son los aspectos técnicos y limitación de 
recursos económicos de los mismos. 

Es un sistema rígido, donde la institución solici-
tante indica lo que espera, en cuanto tiempo y el 
dinero que cuenta para ese llamado. Lamentable-
mente no deja espacio para el desarrollo local de 
tecnologías y profundización de los proyectos. Eso 
limita a importar componentes básicos mínimos 
y adquirir softwares existentes sin la posibilidad 
de entregar a nuestros pilotos una propuesta más 
inmersiva y que replique fielmente el material 
que se utiliza en la vida real limitándose a una 
“imitación genérica”.    

Personalmente creo que fuerzas armadas no han 
tomado el real valor de los beneficios que conlle-
va la utilización de estas potentes herramientas, 

cosa que si ocurre en la industria civil, en la cual 
íneas aéreas invierten muchos recursos en el en-
trenamiento de sus pilotos, utilizando modernos 
simuladores de vuelo que deben cumplir un altos 
estándares para su certificación.

¿Se pondera correctamente en las decisiones de 
compra el costo a largo plazo del soporte técni-
co extranjero y la falta de soberanía de los datos 
frente a una solución nacional?

Esa es una respuesta muy difícil de responder. 
Como país contamos con las herramientas y el 
conocimiento para desarrollar este tipo de solu-
ciones y entendemos de los beneficios que con-
lleva mantener una autonomía y control de la 
información sensible, sin embargo, para lograr un 
comportamiento real se debe contar con la data 
del fabricante, tablas específicas de performance 
de la aeronave simulada. Podemos hacer una co-
pia visual exacta, pero, lo más importante es el 
comportamiento de la misma; y esa información 
normalmente el fabricante no la entrega. Por eso, 
es fundamental en una decisión de adquisición 
futura, poder “negociar” desde un principio la 
participación en estas áreas. 

¿Existe un sesgo en la toma de decisiones eje-
cutivas que asume que la tecnología desarrollada 
en Chile es de inferior calidad o menos confiable 
que la norteamericana o europea?

No creo que pase por un sesgo. Pienso que 
es más un tema de inmediatez, comodidad y 
desconocimiento. Estos desarrollos requieren de 
mucho trabajo de investigación, diseño y prue-
bas funcionales. ¿Para que inventar algo que ya 
está hecho?, ¿cómo validamos que el modelo 
representado se comporte de la manera que la 

aeronave real lo hace?, ¿Cómo accedemos a la 
información?

Muchas veces, la adquisición de aeronaves mili-
tares incluye dentro de sus paquetes de entrega, 
unidades de simulación. Eso deja fuera de parti-
cipación a empresas como la nuestra.

¿Falta difusión y asociatividad entre las pocas 
empresas chilenas que sí desarrollan simulación 
avanzada, impidiendo la creación de un “sello de 
calidad” sectorial?

Definitivamente. El mercado local es muy pe-
queño y mantener el éxito de un negocio a través 
del tiempo es muy complejo. Puede que logres 
concretar una venta, pero, y luego qué…

Como las posibilidades son pocas, cada uno trata 
de “sobrevivir” defendiendo su espacio o diver-
sificando sus actividades. Nosotros en LabMeter 
tomamos un camino distinto. Sabemos que pode-
mos ser protagonistas y que nuestros productos 
son un real aporte al crecimiento de la industria 
aeronáutica con un fuerte foco en la seguridad de 
las operaciones. 

No queremos esperar que lleguen a nosotros. 
Queremos entregar una oferta concreta, es por 
eso que el 2020 comenzamos a construir nues-
tros propios simuladores y el año pasado abrimos 
un centro de instrucción teórico/práctica basada 
en simuladores de vuelo.

¿Cómo afecta a la continuidad de operaciones 
críticas (como simulación de emergencias, entre-
namiento militar o control de procesos mineros) el 
depender de actualizaciones, licencias y soporte 
técnico extranjero en un contexto de crisis global?

El año pasado nos tocó precisamente apoyar a 
una institución local en “levantar” uno de sus 
equipos que falló. La solución tomó casi tres me-
ses, cosa que si en su momento se hubiese mane-
jado un programa preventivo con soporte local se 
pudo haber evitado o solucionado en un par de 
días.   

Al comprar soluciones cerradas, ¿cuánto cono-
cimiento y datos estratégicos sobre procesos 
productivos chilenos se están entregando a em-
presas matrices en el exterior?

Comprar una plataforma cerrada no implica nece-
sariamente entregar información al exterior, pero 
obliga a revisar telemetría, respaldos y accesos 
de soporte. Los escenarios, procedimientos y eva-
luaciones pueden revelar conocimiento sensible. 
El mayor peligro son develar estrategias, tipo de 
entrenamiento y resultado de los mismos. Qué 
hacemos, cómo y sus resultados.Simulador de Cessna 172, desarrollado íntegramente sobre una plataforma Glass Cockpit, que integra tec-

nologías de vanguardia como G1000, GN750, GN650, G5 y Autopilot, proporcionando una experiencia de 
vuelo inmersiva, precisa y funcionalmente fiel a la aeronave real.
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La soberanía requiere conocer qué información 
sale, quién puede usarla y con qué finalidad.

Respecto de la necesidad de renovar parte de la 
flota aérea la fuerza aérea se Chile se ha mencio-
nado en más de una oportunidad al F 35. ¿Qué 
tan ventajoso desde el punto de vista económico 
saldría a desarrollar un sistema de simulación ese 
tipo en nuestro país? ¿Cree usted que dentro del 
ámbito de la negociación debiera estimularse de-
sarrollo local mediante una alianza tecnológica?

Así como nosotros como nación debemos prote-
ger nuestra información estratégica, las empresas 
también protegen su información sensible. Sea 
F-35, Eurofighter, Gripen, F-16 block 70 u otro, no 
creo se nos permita participar de este desarrollo, 
lo que si debiese negociarse es la participación en 
el proyecto. Adaptar la plataforma a nuestros re-
querimientos y permitir la administración y soporte 
local.  

Aspectos relevantes a considerar

No  estimular el desarrollo sistemas de simulación 
propios tiene un costo geopolítico silencioso pero 
devastador, que se manifiesta en tres frentes críti-
cos:

• Vulnerabilidad ante crisis globales: En un mundo 
con cadenas de suministro inestables y tensiones 
internacionales en aumento, depender de licencias 
y soporte técnico extranjero es una ruleta rusa. 

Si un proveedor decide revocar una licencia, sus-
pender las actualizaciones por razones políticas 
o priorizar a su propio gobierno en una crisis, los 
sistemas de simulación chilenos quedarían ciegos 
u obsoletos de la noche a la mañana.

• Marginalización en la toma de decisiones: Un 
país que no domina la simulación no puede pre-
decir de forma independiente. Queda supedita-
do a los escenarios de futuro que las potencias 
tecnológicas decidan mostrarle. En la mesa de la 
diplomacia y la disuasión internacional, quien no 
posee sus propios modelos predictivos es un actor 
secundario que solo puede reaccionar a los mapas 
diseñados por otros.

El talento que subsidia al primer mundo

La ironía de esta realidad es que Chile posee el 
capital humano. Las universidades chilenas y las 
nacientes industrias de desarrollo de software y 
videojuegos albergan a ingenieros, matemáticos y 

programadores de clase mundial capaces de mo-
delar la física de fluidos de un aluvión o la balística 
de un sistema de defensa.
Sin embargo, al no existir incentivos estatales 
robustos, bases de licitaciones públicas accesi-
bles para empresas locales o capital de riesgo 
dispuesto a apostar por la soberanía tecnológica, 
el ecosistema se asfixia. La simulación no es un 
videojuego de alta gama; es el laboratorio del fu-
turo de una nación. Romper la inercia de la depen-
dencia tecnológica requiere entender que gastar 
en desarrollo local no es un lujo, sino un acto de 
defensa propia. Mientras Chile siga prefiriendo la 
simulación extranjera, seguirá entrenando a sus 
civiles y militares para proteger un país real usan-
do las llaves de un mundo virtual que le pertenece 
a alguien más.

El desarrollo de una industria chilena de simu-
ladores constituye un aspecto estratégico porque 
garantiza la autonomía operativa, optimiza el gas-
to público y actúa como un motor de innovación 
tecnológica transferible al sector civil.

A diferencia de la compra de sistemas cerrados, 
la simulación es un área donde un país mediano 
puede desarrollar propiedad intelectual clave, 
adaptada exactamente a sus necesidades y de-
safíos. 

Alejandro Cornejo  “Chile cuenta con 
profesionales y capacidades industriales 
para desarrollar simuladores de vuelo y 
otras plataformas de entrenamiento”
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Su importancia se sintetiza en los siguientes pi-
lares:

Ventajas estratégicas

• Soberanía en el entrenamiento: Depender de 
simuladores extranjeros implica que la doctrina 
de entrenamiento, los escenarios tácticos y la ac-
tualización de los sistemas quedan bajo el control 
del fabricante original. Una industria local permite 
modificar el software de manera inmediata para 
simular nuevas amenazas o integrar nuevos sen-
sores.

• Geografía y escenarios realistas: Chile posee 
desafíos geográficos únicos (operaciones en la 
alta cordillera, climas extremos en la Antártica, 
canales australes y desierto de Atacama).  Desa-
rrollar simuladores propios —sean de vuelo, de 
navegación naval o de conducción de blinda-
dos— asegura que los modelos digitales de te-
rreno y las variables meteorológicas repliquen con 
total fidelidad el teatro de operaciones real donde 
operará el personal chileno.

Eficiencia Presupuestaria y Reducción de Cos-
tos

• Sustitución de importaciones tecnológicas: La 
adquisición de simuladores de alta fidelidad en 
el mercado internacional demanda inversiones 
de decenas de millones de dólares, además de 
contratos de soporte técnico anuales en divisas 
extranjeras. Producir e integrar estos sistemas 
localmente retiene ese capital en la economía 
nacional.

• Maximización del ciclo de vida del material 
real: El entrenamiento en simuladores reduce 
drásticamente el desgaste del material de gue-
rra real (combustible, horas de motor, munición 
y neumáticos), permitiendo concentrar el uso de 
los vehículos y aeronaves verdaderos estricta-
mente en operaciones reales o fases avanzadas de 
instrucción.

Desarrollo Tecnológico y Capacidad de Uso 
Dual

• Efecto multiplicador en la industria local: La 
construcción de un simulador moderno requiere la 
convergencia de múltiples disciplinas avanzadas: 
inteligencia artificial, robótica (sistemas de mo-
vimiento), ingeniería de software, óptica, ciberse-
guridad y manufactura avanzada.

• Transferencia al sector civil: Las capacidades 
tecnológicas que se desarrollan para simuladores 
de defensa tienen una aplicación directa e inme-
diata en sectores productivos clave para Chile. Por 
ejemplo:

• Minería: Simuladores para la operación segura 

de camiones autónomos de extracción y maqui-
naria pesada.

• Transporte y Logística: Capacitación de conduc-
tores de trenes, camiones de carga de alta tonela-
je o prácticos de puertos.

• Gestión de Emergencias: Entornos virtuales 
para entrenar a brigadistas en el combate de in-
cendios forestales complejos o la coordinación de 
catástrofes naturales.

Fomento del Ecosistema de Innovación Nacion-
al

Vinculación academia-industria: Este tipo de 
proyectos tecnológicos complejos impulsa con-
sorcios donde participan universidades chilenas, 
centros de investigación, las empresas estratégi-
cas de defensa (como ENAER, ASMAR o FAMAE) 
y empresas privadas del sector tecnológico. Esto 
permite retener el talento científico e ingenieril 
joven dentro del país, evitando la fuga de cerebros 
en áreas de software y alta tecnología.

El apoyo estratégico al desarrollo de una industria 
chilena de simuladores de vuelo es fundamental 
por razones de soberanía tecnológica, seguridad 
nacional y eficiencia económica.

A continuación, se detallan los principales fac-
tores estratégicos que justifican este impulso:

Desarrollo de un Ecosistema de Alta Tecnología 
(I+D+i)

Efecto multiplicador: La industria de simulación 
aérea tracciona otros sectores avanzados como el 
desarrollo de software, la inteligencia artificial, la 
robótica, la manufactura avanzada y la realidad 
virtual.

Capital humano avanzado: Fomenta la retención 
de talento local en ingeniería aeronáutica, elec-
trónica y computación, creando empleos de alto 
valor agregado y alianzas entre universidades, el 
Estado y la empresa privada (como la Empresa 
Nacional de Aeronáutica (ENAER)).

Posicionamiento Hub Regional y Exportación

Liderazgo en LATAM: Chile cuenta con un presti-
gio de solidez institucional y aeronáutica. Conso-
lidar esta industria permite exportar servicios de 
entrenamiento y tecnología de simulación a otros 
países de la región, convirtiendo al país en un 
polo tecnológico aeronáutico en América del Sur.

En el complejo escenario geopolítico actual, redu-
cir la dependencia externa en materia de defensa 
se ha convertido en una prioridad crítica de segu-
ridad estatal y soberanía nacional. La transición 

hacia un orden multipolar, sumada al auge de 
amenazas híbridas y guerras comerciales, obliga 
a los Estados a priorizar la autonomía estratégica.
La importancia de mitigar esta dependencia se 
fundamenta en factores clave que operan tanto a 
nivel global como regional.

Contexto Geopolítico Regional en América Lati-
na

• Carrera por la Renovación de Capacidades: Di-
versos países de la región, como Argentina y Perú, 
han impulsado importantes programas de adqui-
sición y renovación de su equipamiento militar 
(cazas F-16, buques, submarinos). En este con-
texto, mantener un equilibrio estratégico requiere 
de capacidades operativas continuas y confiables 
que no sufran interrupciones por decisiones de 
terceros países. 

• Nuevas Amenazas Transnacionales: Los desafíos 
actuales de seguridad ya no se limitan a la disua-
sión vecinal tradicional, sino que abarcan el ciber-
crimen, el control del espacio marítimo ante flo-
tas pesqueras irregulares y el combate al crimen 
organizado transnacional. Estas dinámicas exigen 
un desarrollo flexible y autónomo de tecnologías 
de vigilancia, inteligencia y comunicaciones 
adaptadas a las realidades locales. 

• Revalorización de Espacios Estratégicos: Zo-
nas como el Estrecho de Magallanes, los mares 
australes y la Antártica han cobrado un inmenso 
valor ante las fricciones en otras rutas globales. El 
control efectivo, patrullaje y conectividad de estas 
áreas estratégicas requieren de una base logísti-
ca y un sostenimiento industrial nacional que 

Mayores informaciones en:
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Cada mañana, alguien llega antes que nosotros. Revisa los ingresos, registra una visita, abre la barrera y permanece atento a lo que sucede. Conocemos su 
saludo y, muchas veces, su nombre. Pero ¿cuánto sabemos del lugar donde pasa su jornada? Dentro de ese puesto hay una persona con responsabilidades, 
preocupaciones y una familia que espera su regreso. Su trabajo contribuye a nuestra seguridad. Su propia protección también merece ocupar un lugar en las 
decisiones.

Proteger a 
quienes nos cuidan
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Desde esa mirada, Blindaje 360 Chile desarrolla 
soluciones para quienes vigilan, reciben y con-
trolan accesos, junto con proyectos destinados a 
proteger instalaciones y puntos críticos.

¿Qué debemos preguntarnos sobre el lugar 
donde trabaja el personal de seguridad?

Primero, si permite realizar bien su trabajo: ob-
servar, comunicarse, verificar antecedentes, regis-
trar movimientos y operar los equipos correspon-
dientes.

Después viene una pregunta fundamental: ¿qué 
protección ofrece frente a las amenazas del 
lugar?

Una caseta puede resguardar del frío o la lluvia y, 
al mismo tiempo, carecer de resistencia balística o 
anti intrusión acreditada. Conocer sus materiales, 
diseño y respaldo técnico permite evaluar qué 
protección ofrece realmente.

¿Qué consecuencias puede tener una protec-
ción insuficiente?

Estamos hablando de riesgos que pueden afectar 
directamente la vida de las personas. Un disparo 
que alcance el puesto, una agresión o un ingreso 
forzado pueden provocar lesiones graves e inclu-
so consecuencias fatales. En un asalto, el perso-

nal también puede ser reducido o maniatado.

La vulneración del puesto puede comprometer, 
además, el control de accesos y la seguridad de 
quienes están dentro de la instalación.

Por eso proponemos evaluar estas condiciones 
con anticipación. La protección física debe inte-
grarse con las personas, los procedimientos y la 
capacidad de respuesta del recinto.

¿Todos los clientes necesitan el mismo tipo 
de blindaje?

Las necesidades son distintas y conviene explicar-
las con claridad.

La protección balística responde a amenazas de 
proyectiles, según una configuración y un respal-
do técnico determinados.

La protección anti intrusión busca dificultar o 
retardar el ingreso forzado. La protección anti-
vandálica aborda determinados daños intencio-
nales, como golpes o impactos.

Algunos proyectos requieren combinar estas 
prestaciones. Otros necesitan reforzar una puer-
ta, una ventana o un muro existente. Compren-
der esa necesidad permite proponer una solución 
proporcional al riesgo.

¿Cómo transforma Blindaje 360 un requerim-
iento en una solución?

Comenzamos escuchando al cliente y compren-
diendo la operación. Revisamos qué se necesita 
proteger, dónde se instalará la solución, quién la 
utilizará y qué tareas realizará.

Integramos ingeniería, diseño y desarrollo técni-
co para estudiar materiales, dimensiones, distri-
bución, uniones, puertas, ventanas, fijaciones y 
montaje. La investigación y el desarrollo permiten 
evaluar alternativas y revisar configuraciones an-
tes de incorporarlas a una propuesta.

Un ejemplo sencillo: una puerta resistente necesi-
ta también un marco, una cerradura y anclajes 
adecuados. Cada componente debe contribuir al 
objetivo de protección del conjunto.

¿Por qué son tan importantes la documentac-
ión y la trazabilidad?

Porque el cliente necesita conocer qué está reci-
biendo y qué respalda la protección ofrecida.

La documentación de origen permite identificar la 
procedencia del material. Los certificados del fa-
bricante pueden informar sus características. Un 
informe de ensayo describe cómo se comportó 
una muestra bajo condiciones determinadas. 

Blindaje 360 Chile integra ingeniería, desarrollo y 
soluciones de protección para personas, accesos e
instalaciones, con alternativas de venta y arriendo.



Cada documento cumple una función.

Contamos con informes de ensayos IDIC para 
configuraciones específicas de nuestros desarro-
llos modulares con placas de acero. Ese respaldo 
debe relacionarse con la configuración a la que 
corresponde.

La trazabilidad conecta los materiales y sus docu-
mentos con los procesos de fabricación y la solu-
ción entregada. Para quien compra, esto permite 
formular preguntas concretas: ¿qué material se 
utilizará?, ¿cómo se identificará?, ¿qué se ensayó 
y qué documentación acompañará la entrega?

¿Qué debe evaluar una empresa al elegir a su 
proveedor?

Además del precio y la apariencia, debe revisar 
las competencias de fabricación, el desarrollo téc-
nico, los materiales identificados, los controles y la 
documentación aplicable.

Una estructura destinada a proteger personas 
exige que sus prestaciones puedan explicarse y 
respaldarse. Por eso es importante precisar el al-
cance de cualquier certificado, ensayo u homolo-
gación que se presente.

El acompañamiento local también aporta valor: 
facilita comprender el lugar, coordinar la insta-
lación y definir el mantenimiento y la atención 
posterior según lo contratado.

¿Cómo se construye la confianza de los 
clientes?

Se construye desde la primera conversación y se 
confirma con el trabajo realizado.
Los clientes nos han confiado sus requerimientos 
y han desarrollado proyectos junto a nosotros. 
Esa confianza exige escuchar, estudiar, explicar 
las alternativas y cumplir el alcance acordado.

Para nosotros, la seriedad se expresa en deci-
siones concretas: una propuesta clara, responsa-
bilidades definidas, respaldo técnico y atención al 
producto final. Cada proyecto es una oportunidad 
de demostrar esa forma de trabajar.

¿Qué soluciones y modalidades ofrece 
Blindaje 360 Chile?

Ofrecemos venta y arriendo de casetas blindadas 
fijas, móviles y en altura, con configuraciones 
según el requerimiento.

Las fijas permiten establecer puestos perma-
nentes de vigilancia y control de accesos.

Las móviles responden a operaciones que necesi-
tan cambiar la ubicación del puesto, consideran-
do las condiciones de traslado e instalación.

Las soluciones en altura permiten estudiar una 
posición elevada de observación, según el entor-
no y el campo visual requerido.
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También desarrollamos puertas, ventanas, vidrios, 
revestimientos y proyectos especiales, tanto para 
nuevas instalaciones como para necesidades de 
refuerzo en espacios existentes.

¿Cómo puede comenzar una empresa?

Con una necesidad y una conversación. Fo-
tografías, medidas aproximadas o un croquis 
pueden ayudar a iniciar la evaluación.

A partir de esos antecedentes estudiamos la solu-
ción, su configuración y la modalidad de contrat-
ación, precisando equipamiento, documentación 
y servicios incluidos.

Quienes cuidan su instalación también necesitan 
protección. Conversemos sobre cómo incorporar-
la a su proyecto.

https://blindaje-chile.cl/contacto/




Terremotos, incendios forestales, deslizamientos, inundaciones. Muchas de las catástrofes que han golpeado al mundo en los últimos meses han sido en 
América Latina. Son retos grandes para los sistemas de gestión de riesgo, especialmente si todavía los equipos humanos y la planeación territorial no están 
preparados para aprovechar lo que la tecnología puede prever. Para lograr que los algoritmos aporten valor real frente a estas emergencias, es indispensable 
integrar el análisis masivo de datos con el conocimiento técnico de cada disciplina. Así lo explica Raúl Reyero Díez, coordinador de la Maestría en Big Data y 
Ciencia de Datos de la Universidad Internacional de Valencia (VIU), perteneciente a la red de educación superior Planeta Formación y Universidades.

¿Cuáles considera que son las principales venta-
jas de la IA en comparación con los métodos 
meteorológicos y geológicos tradicionales de pre-
dicción?

La principal ventaja de la inteligencia artificial es 
su capacidad para analizar conjuntamente una 
cantidad y diversidad de datos que antes resul-
taba más difícil integrar. A las estaciones meteo-
rológicas y los sismógrafos se suman satélites, ra-
dares, cámaras, imágenes térmicas y sensores que 
pueden actualizarse casi en tiempo real. La IA per-
mite relacionar esas observaciones con registros 
históricos y actualizar las estimaciones a medida 
que llega nueva información.

Esto ayuda a reconocer patrones, estimar esce-
narios de riesgo y seguir la evolución de deter-
minados fenómenos. Sin embargo, es importante 
entender que la IA no ofrece las mismas posibi-
lidades en todos los casos. Su utilidad depende 
de las señales que produce cada fenómeno, de la 
cantidad y calidad de los datos disponibles y de 
cuánto conocemos sobre su comportamiento.

¿En qué tipo de catástrofe natural (sismos, hura-
canes, inundaciones, incendios) está demostran-
do la IA la mayor precisión de anticipación actual-
mente?

No todos los fenómenos ofrecen las mismas posi-
bilidades de anticipación. La IA resulta especial-
mente útil en aquellos que dejan señales obser-
vables con cierta antelación y sobre los que 
existen datos abundantes, como las inundaciones, 
los huracanes y los incendios forestales.

En los huracanes, por ejemplo, se han produci-
do avances importantes en la estimación de su 
trayectoria e intensidad. En las inundaciones es 
posible analizar variables como la lluvia, el caudal 
de los ríos y la humedad del suelo para estimar el 
riesgo. En los incendios, las imágenes térmicas y 
los datos meteorológicos permiten detectar focos 
y proyectar su propagación.

Los terremotos representan un desafío diferente, 
porque todavía no disponemos de señales previas 
suficientemente fiables para anticiparlos con pre-
cisión. En estos casos, la IA puede ayudar a detec-
tar rápidamente que un sismo ya ha comenzado y 
emitir una alerta antes de que lleguen sus efectos 
más peligrosos. Por tanto, es importante distinguir 
entre anticipar un fenómeno antes de que ocurra y 
detectarlo tempranamente una vez iniciado.

Si miramos a corto plazo, ¿cómo transformará 
la IA los sistemas de alerta temprana para la po-
blación civil?

Uno de los cambios más importantes es la posi-
bilidad de generar alertas a partir de información 
que llega casi en tiempo real y de combinar dife-
rentes fuentes para reconocer situaciones de ries-
go con mayor rapidez. Esto puede traducirse en 
avisos más oportunos y en una mejor estimación 
de las zonas que podrían verse afectadas.

Un ejemplo es el Sistema de Alertas de Terremo-
tos de Android, que utiliza los acelerómetros de 
teléfonos móviles como una red distribuida de 
pequeños sismógrafos. Cuando numerosos dispo-
sitivos de una misma zona registran movimientos 
similares casi simultáneamente, el sistema puede 
identificar que se está produciendo un terremoto, 
estimar su localización y magnitud, y alertar a las 
personas que podrían verse afectadas.

En estos escenarios, unos segundos pueden mar-
car una diferencia importante. Sin embargo, la 
tecnología por sí sola no basta: las alertas deben 
indicar claramente qué hacer, estar respaldadas 
por protocolos de actuación y llegar también a 
quienes no tienen teléfonos modernos o cone-
xiones estables. El objetivo no es solamente de-
tectar el peligro, sino convertir esa información en 
acciones que ayuden a proteger vidas.
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La IA como instrumento
para la predicción de desastres



Aspectos Técnicos, Datos y Modelado

Los modelos de IA predictiva requieren enormes 
volúmenes de información. ¿Cómo se gestiona e 
integra la fusión de datos multi-fuente (imágenes 
satelitales, sensores de terreno e historial climáti-
co)?

La integración requiere trabajar con información 
de naturaleza muy diferente. Podemos tener 
imágenes satelitales, mediciones de sensores, 
mapas y series temporales, cada uno con carac-
terísticas y frecuencias de actualización particu-
lares. Algunos datos, como la pendiente del te-
rreno o su geología, cambian poco; otros, como la 
humedad del suelo, evolucionan durante horas o 
días, mientras que ciertas mediciones llegan casi 
en tiempo real.

El reto consiste en interpretar correctamente qué 
mide cada fuente, cómo se obtiene la información 
y qué preguntas puede responder. Después, la IA 
permite analizar conjuntamente esas observa-
ciones, compararlas con registros históricos y ac-
tualizar las estimaciones conforme llegan nuevos 
datos.

No se trata únicamente de reunir grandes canti-
dades de información. También es necesario com-
prender el fenómeno que se estudia para que el 
análisis produzca resultados útiles. La ciencia de 
datos aporta herramientas para encontrar rela-
ciones complejas, pero debe complementarse con 
el conocimiento especializado de cada ámbito.

Esta combinación entre ciencia de datos y cono-
cimiento del fenómeno es también la que traba-
jamos en la Maestría en Big Data y Ciencia de 

Datos de VIU: los modelos solo resultan útiles 
cuando se comprende que representan los datos 
y se colabora con los especialistas de cada ámbito.

En fenómenos de evolución rápida como los te-
rremotos o deslizamientos de tierra, ¿cómo logra 
la IA procesar datos en tiempo real para ganar se-
gundos críticos?

En el caso de los terremotos, un ejemplo concreto 
es el uso de los acelerómetros incorporados en los 
teléfonos móviles. Estos dispositivos pueden de-
tectar movimientos compatibles con las primeras 
ondas sísmicas y enviar una señal, junto con una 
ubicación aproximada, a los servidores del sistema 
de alertas.

Una señal aislada no basta para confirmar que 
se está produciendo un terremoto. Sin embargo, 
cuando numerosos teléfonos de una misma zona 
registran movimientos similares casi al mismo 
tiempo, el sistema puede identificar el evento, es-
timar su localización y magnitud, y emitir avisos a 
las zonas potencialmente afectadas.

La clave está en que la información transmitida 
por las redes de telecomunicaciones puede lle-
gar antes que las ondas sísmicas más dañinas. El 
margen de anticipación puede ser muy pequeño, 
especialmente cerca del epicentro, pero esos se-
gundos pueden permitir que una persona se aleje 
de una ventana, se ponga a cubierto o que una 
instalación preparada active sus protocolos au-
tomáticos de emergencia.

Es importante precisar que este sistema no predice 
el terremoto antes de que comience: lo detecta 
rápidamente y aprovecha la diferencia de tiempo 

entre la transmisión de la información y la llegada 
de las ondas más peligrosas.

En los deslizamientos, el funcionamiento es dife-
rente. Se vigilan la lluvia acumulada, la humedad 
del suelo, la deformación de la ladera, los cam-
bios de inclinación o las imágenes de radar. La IA 
puede detectar una combinación anómala o una 
aceleración del movimiento, aunque no todos los 
deslizamientos producen señales suficientes. En 
este fenómeno a veces resulta más realista identi-
ficar zonas y periodos de alto riesgo.

Fiabilidad, Desafíos y Limitaciones

Un error de predicción puede costar vidas o ge-
nerar pánico innecesario. ¿Cómo calibran los sis-
temas para equilibrar el riesgo entre falsos posi-
tivos (alarmas falsas) y falsos negativos (catástro-
fes no detectadas)?

El equilibrio depende de las consecuencias de 
cada error. En una zona muy expuesta, no detectar 
un evento grave suele ser más costoso que emitir 
una alerta que finalmente no se confirma; pero de-
masiadas falsas alarmas desgastan la confianza y 
pueden hacer que la población ignore el siguiente 
aviso.

Para calibrar el sistema no se busca únicamente 
el modelo que más veces acierta. Se analiza qué 
ocurre al modificar el umbral que activa la alerta: 
si se baja, se detectan más episodios peligrosos y 
puede ganarse tiempo, pero aumentan las falsas 
alarmas; si se sube, se reducen esos avisos inne-
cesarios, aunque crece el riesgo de reaccionar tar-
de o dejar escapar un evento. Además, el umbral 
puede variar según la decisión: no exige el mismo 
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nivel de evidencia movilizar preventivamente a un 
equipo que cerrar una carretera u ordenar una 
evacuación.

Un ejemplo fácil de visualizar son las alertas me-
teorológicas por colores. Su nivel no depende solo 
de la probabilidad de que ocurra el fenómeno, 
sino también del impacto que podría causar. Un 
episodio poco probable puede justificar una alerta 
si sus consecuencias potenciales son muy graves, 
mientras que otro muy probable pero de impacto 
menor puede requerir únicamente vigilancia. Por 
eso, los umbrales se comprueban con episodios 
históricos, simulaciones y resultados reales, y se 
revisan a medida que el sistema acumula expe-
riencia.

Los fenómenos climáticos extremos son cada vez 
más inéditos debido al cambio climático. ¿Cómo 
se entrena a una IA para predecir un desastre que 
nunca antes ha ocurrido o del cual no hay regis-
tros históricos?

Cuando no existen ejemplos históricos de un 
fenómeno, un modelo basado únicamente en da-
tos tiene grandes dificultades para aprenderlo y, 
sobre todo, para demostrar que sus predicciones 
son fiables. Sin embargo, aunque no exista un 
precedente idéntico, sí puede haber información 
sobre sus componentes: temperaturas, precipita-
ciones, humedad del suelo, viento o comporta-
miento de los materiales.

Por eso, los registros disponibles se combinan con 
modelos físicos, proyecciones climáticas y esce-
narios generados mediante simulación. También 
pueden emplearse varios modelos para explorar 
distintas evoluciones posibles, en lugar de ofrecer 
una única predicción como si fuera segura.

El objetivo no es adivinar exactamente un de-
sastre nunca observado, sino estimar escenarios 
posibles y cuantificar su incertidumbre. Para eva-
luar un modelo, hay que probarlo con episodios 
raros o territorios diferentes, y analizar hasta qué 
punto mantiene resultados coherentes cuando las 
condiciones se alejan de las habituales.

Implementación y Coordinación Humana

La IA predice, pero los humanos actúan. ¿Cómo 
debe integrarse la IA con los organismos de pro-
tección civil y los tomadores de decisiones políti-
cos?

La IA puede anticipar escenarios, estimar riesgos 
y ofrecer información útil para la toma de deci-
siones, pero corresponde a las personas decidir 
qué hacer con esos resultados. Por eso, estos sis-
temas deben integrarse con protocolos públicos 
claros, mecanismos de coordinación y criterios 
de actuación definidos antes de que ocurra una 
emergencia.

También es fundamental distinguir entre una ad-
vertencia de riesgo y una orden de evacuación. 
Una alerta no debería limitarse a comunicar que 
existe una posible amenaza: debe ofrecer instruc-
ciones concretas que la población pueda com-
prender y seguir. Esto exige que las autoridades 
preparen previamente los procedimientos de 
respuesta y que estos se comuniquen y practiquen 
con la ciudadanía.

Además, los sistemas deben contemplar que no 
todas las personas cuentan con teléfonos moder-
nos, conexión estable o las mismas capacidades 
para reaccionar. Por ello, es necesario disponer 
de canales alternativos y considerar las necesi-
dades de las personas mayores, las personas con 

discapacidad y quienes viven en zonas con poca 
cobertura.

La tecnología nos puede ayudar a ganar segun-
dos o mejorar la anticipación, pero para que se 
traduzca en vidas protegidas se necesitan coordi-
nación institucional, comunicación clara y prepa-
ración previa.

Al cierre de la entrevista: Si pudiera definir el ma-
yor obstáculo actual (financiero, técnico o ético) 
para que la IA prevenga por completo las muertes 
por desastres naturales, ¿cuál sería?

Es difícil quedarse con uno solo. Si tuviera que 
elegir, señalaría la distancia entre disponer de 
información útil y convertirla en una acción opor-
tuna. Esa distancia combina factores financieros, 
técnicos, institucionales y sociales: sensores que 
faltan o no se mantienen, organismos que no 
comparten datos, protocolos que no se han en-
sayado o alertas que no llegan a quienes más las 
necesitan.

También conviene aclarar que prometer que la IA 
evitará por completo las muertes no sería realista. 
Siempre habrá fenómenos con muy poco margen 
de reacción, incertidumbre y personas expuestas. 
El objetivo razonable es aprovechar de la mejor 
manera posible los medios disponibles para redu-
cir el número de víctimas.

Debemos preguntarnos si podemos mejorar 
los datos y los sistemas de observación, esta-
blecer criterios más claros para tomar decisiones, 
construir infraestructuras suficientemente resis-
tentes y preparar a las personas para responder. 
La IA puede ayudar en todo ese proceso, pero no 
sustituye ninguno de esos elementos.
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¿Qué son los radares meteorológicos y cómo 
funcionan?

Los radares meteorológicos son sistemas de ob-
servación atmosférica que utilizan ondas electro-
magnéticas para detectar y analizar fenómenos 
asociados a las precipitaciones. A diferencia de 
una estación meteorológica convencional, que 
mide las condiciones del tiempo en un punto de-
terminado, un radar puede observar una extensa 
superficie y entregar información sobre la distri-
bución, intensidad y desplazamiento de la lluvia y 
otras formas de precipitación.

Su funcionamiento consiste en emitir pulsos de 
energía electromagnética que interactúan con 
gotas de agua, cristales de hielo y partículas pre-
sentes en las nubes. Una parte de esa energía re-
gresa al radar, donde es procesada para estimar 
las características de los sistemas meteorológicos 
observados.

Entre los principales datos que pueden proporcio-
nar se encuentran:

• Intensidad de las precipitaciones: permite esti-
mar dónde llueve y con qué intensidad.

Radares meteorológicos
Tecnología clave para anticipar aluviones, 
inundaciones y fenómenos extremos en Chile

• Distribución espacial de las lluvias: identifica las 
zonas afectadas por un sistema meteorológico.

• Movimiento de las tormentas: ayuda a determi-
nar la dirección y velocidad de desplazamiento de 
las precipitaciones.

• Vientos dentro de las tormentas: determinados 
radares, mediante el efecto Doppler, pueden esti-
mar la velocidad radial del viento y detectar pa-
trones de circulación relevantes.

• Evolución de las células convectivas: facilita el 
seguimiento de tormentas que pueden generar 
lluvias intensas, granizo y, en determinadas condi-
ciones, vientos destructivos.

La combinación de estos datos permite a los es-
pecialistas evaluar la evolución de un fenómeno 
meteorológico y mejorar los pronósticos de muy 
corto plazo.

¿Pueden detectar posibles aluviones e inunda-
ciones?

Una de las aplicaciones más importantes de los ra-
dares meteorológicos es su contribución a la pre-

vención de desastres asociados a precipitaciones 
intensas.

Sin embargo, es fundamental establecer una dis-
tinción: el radar no detecta directamente un alu-
vión futuro, sino que permite identificar y seguir 
algunas de las condiciones meteorológicas que 
pueden desencadenarlo.

Cuando una tormenta descarga grandes canti-
dades de agua en poco tiempo sobre una cuenca, 
el suelo puede perder su capacidad de absorberla 
y aumentar rápidamente la escorrentía. Si el te-
rreno presenta pendientes pronunciadas, material 
suelto o quebradas susceptibles, estas condiciones 
pueden favorecer aluviones, flujos de detritos y re-
mociones en masa.

Mediante la observación continua de las precip-
itaciones, los radares pueden ayudar a identificar:

• Sectores donde se concentran lluvias de alta in-
tensidad.

• Tormentas que avanzan hacia quebradas, valles 
o zonas pobladas.

La necesidad de incorporar radares meteorológicos en Chile es un debate recurrente que se reactiva con fuerza cada vez que el país enfrenta catástrofes 
climáticas repentinas, como el aluvión en San Carlos de Apoquindo (Las Condes) o los tornados y trombas marinas que golpean la zona centro-sur (por ejem-
plo, en Puerto Varas o Biobío).  A nivel continental, Chile se encuentra en una posición de rezago: junto con Bolivia, son los únicos países de Sudamérica que 
no cuentan con una red operativa de radares meteorológicos terrestres, contrastando con los más de 40 de Brasil, 16 de Argentina o 9 de Colombia.  En la 
presente crónica abordamos las principales características y funcionalidades de los radares meteorológicos.
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• Sistemas de precipitación persistentes sobre 
cuencas hidrográficas.

• Cambios rápidos en la intensidad y extensión 
de las lluvias.

• Situaciones que, combinadas con información 
hidrológica y geológica, pueden elevar el riesgo 
de inundaciones o aluviones.

Esta información puede incorporarse a modelos 
de pronóstico, plataformas de monitoreo y proto-
colos de alerta temprana para que las autoridades 
evalúen la necesidad de adoptar medidas preven-
tivas, como informar a la población, restringir ac-
cesos, preparar evacuaciones o movilizar equipos 
de emergencia.

La utilidad del radar aumenta cuando sus ob-
servaciones se integran con pluviómetros, esta-
ciones hidrológicas, sensores de nivel de ríos, in-
formación sobre humedad del suelo y modelos de 
susceptibilidad a remociones en masa.

Un radar puede advertir que una tormenta peli-
grosa se aproxima a una zona vulnerable; la pre-
dicción de un aluvión específico requiere, además, 
conocer las condiciones del terreno y la respuesta 
de la cuenca.

¿Qué otros fenómenos pueden detectar?

 Al detectar lluvias intensas sobre una cuenca, en-
tregan información útil para anticipar posibles au-
mentos de escorrentía y caudales, especialmente 
cuando se combinan con sensores hidrológicos.

En condiciones adecuadas, ciertos patrones ob-
servados por radares pueden ayudar a detec-
tar estructuras de tormentas compatibles con 
fenómenos severos. La confirmación requiere 
análisis especializado y, cuando corresponde, ob-
servaciones complementarias.

Es importante precisar que los radares meteor-
ológicos no detectan directamente terremotos, 
incendios forestales ni deslizamientos de tierra. 
Para esos riesgos se necesitan otros sistemas de 
observación, aunque la información meteorológi-
ca puede ayudar a evaluar las condiciones que 
favorecen algunos de estos eventos.

Chile y la necesidad de fortalecer la vigilancia 
meteorológica

La geografía chilena hace especialmente rele-
vante el desarrollo de capacidades avanzadas 
de observación atmosférica. El país combina una 
extensa costa, la cordillera de los Andes, zonas 
desérticas, valles densamente poblados y territo-
rios donde las precipitaciones pueden desencade-
nar emergencias en períodos muy breves.

En las zonas cordilleranas y precordilleranas, las 
lluvias intensas sobre pendientes pronunciadas 
pueden generar flujos de barro, rocas y otros 
materiales. En las ciudades, las precipitaciones 
concentradas pueden sobrepasar la capacidad 
de los colectores de aguas lluvias, provocar inun-
daciones y afectar caminos, viviendas, hospitales 
y servicios esenciales. SENAPRED identifica las 
lluvias intensas y las características del terreno 
entre los factores relevantes para la ocurrencia de 
aluviones.

La urgencia de mejorar estas capacidades quedó 
de manifiesto con el reciente aluvión ocurrido 
en el sector de San Carlos de Apoquindo, en Las 
Condes, durante octubre de 2026. El episodio 
volvió a poner en el debate público la capacidad 
del país para observar oportunamente las preci-
pitaciones intensas y convertir esa información en 
decisiones preventivas. 

En este contexto, disponer de radares me-
teorológicos con cobertura adecuada permitiría 
complementar los pronósticos y las estaciones de 
medición existentes, especialmente en sectores 
donde las condiciones locales cambian rápida-
mente.

¿Qué beneficios concretos podría obtener el 
país?

Seguir el desplazamiento de una tormenta y 
reconocer núcleos de precipitación intensa puede 
aportar minutos valiosos para activar proce-
dimientos preventivos.

Mejor protección de las ciudades.
La observación de lluvias intensas sobre áreas ur-
banas y cuencas cercanas ayudaría a focalizar el 
monitoreo en sectores vulnerables.

Protección de infraestructura crítica.
Hospitales, carreteras, puentes, aeropuertos, in-
stalaciones mineras y redes de energía y teleco-
municaciones podrían beneficiarse de alertas más 
precisas.
 
Apoyo a la gestión de emergencias.
La información permitiría a los organismos re-
sponsables preparar equipos, coordinar recursos 
y evaluar evacuaciones preventivas cuando corre-
sponda.

Mejora de los pronósticos de corto plazo. 
Los datos del radar pueden incorporarse a mod-
elos meteorológicos para actualizar el análisis de 
las condiciones 

¿Cuánto tiempo antes puede advertir una 
emergencia?

No existe un tiempo de anticipación único. Un 
radar puede actualizar sus observaciones en in-
tervalos de pocos minutos, según el equipo y su 
configuración, pero eso no significa que pueda 
predecir cualquier desastre con igual anticipación.
En determinadas circunstancias, el seguimiento 
de una tormenta puede proporcionar entre varios 
minutos y decenas de minutos de información útil. 
El margen depende de la velocidad del fenómeno, 
la distancia al área amenazada, la topografía, la 
cobertura instrumental y la capacidad de inter-
pretar los datos.
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Por eso, la adquisición de equipos debe acom-
pañarse de una estrategia integral que considere:

• Una red de radares con cobertura territorial y 
redundancia adecuadas.
• Estaciones pluviométricas y sensores de caudal 
y nivel de ríos.
• Modelos hidrológicos y mapas de susceptibili-
dad a aluviones.
• Integración de datos entre la Dirección Mete-
orológica de Chile, SENAPRED, SERNAGEOMIN, 
la Dirección General de Aguas y otros organismos 
competentes.
• Protocolos claros para transformar las observa-
ciones en alertas oportunas y comprensibles para 
la población.

La tecnología, por sí sola, no garantiza que una 
emergencia pueda evitarse. Su valor depende 
de que la información llegue a tiempo a quienes 
deben tomar decisiones y a las comunidades ex-
puestas.

Conclusión; observar antes para proteger me-
jor

Los radares meteorológicos representan una he-
rramienta estratégica para modernizar la gestión 
del riesgo de desastres en Chile. Su capacidad 
para observar la distribución y evolución de las 
precipitaciones permite mejorar el conocimiento 
de fenómenos que pueden derivar en inunda-
ciones, crecidas repentinas y aluviones.

El desafío no consiste únicamente en comprar 
equipos, sino en construir un sistema integrado 
de vigilancia, análisis, alerta y respuesta que fun-
cione de manera coordinada y continua.

En un territorio donde las condiciones mete-
orológicas pueden cambiar con rapidez y las con-
secuencias de una emergencia pueden ser de-
vastadoras, fortalecer la observación atmosféri-
ca significa avanzar desde una gestión centrada 
en reaccionar ante los desastres hacia otra que 
otorgue mayor prioridad a la prevención.

Porque en materia de emergencias, disponer de 
información precisa unos minutos antes puede 
marcar una diferencia decisiva para proteger vi-
das humanas.

San Carlos de Apoquindo: cuando las advert-
encias existen, pero la prevención no llega a 
tiempo

Estudios técnicos, informes de riesgo y proyectos 
de mitigación vuelven a estar bajo escrutinio tras 
el aluvión que afectó a Las Condes. La pregunta 
de fondo es por qué el conocimiento sobre una 
amenaza conocida no siempre se transforma 
oportunamente en protección para las personas.

El aluvión que golpeó San Carlos de Apoquindo 
el 8 de octubre de 2026 no solo dejó daños ma-
teriales y puso en evidencia la fuerza de la natu-
raleza. También abrió una interrogante incómoda 
para la gestión pública chilena: ¿qué sentido tiene 
invertir recursos en estudios de vulnerabilidad si 
sus conclusiones no se traducen a tiempo en me-
didas concretas?

En este caso, la discusión no parte de una sospe-
cha genérica. Según antecedentes publicados por 
distintos medios, antes de la emergencia existían 
advertencias técnicas específicas sobre el riesgo 
aluvional en el sector.

En febrero de 2026, al menos tres informes habían 
sido remitidos a la Municipalidad de Las Condes, 
con antecedentes también en poder del Gobierno 
Regional Metropolitano y SENAPRED. 

Entre las medidas sugeridas figuraban el catastro 
de viviendas expuestas, la información preventiva 
a la población, la señalización, la preparación de 
alertas de evacuación y las obras de mitigación.

A ello se sumó un documento municipal de junio 
de 2026 que advertía sobre el aumento del riesgo 
después de los incendios forestales que afectaron 
la zona cordillerana durante el verano. El informe 
planteaba la instalación de mallas para contener 
rocas y sedimentos. 

Estos antecedentes cambian el sentido del de-
bate. Ya no se trata solamente de determinar si 
era posible anticipar un fenómeno natural, sino de 
examinar qué se hizo con la información disponi-
ble, qué medidas se ejecutaron, cuáles quedaron 
pendientes y por qué.

El conocimiento que no se convierte en prevención
Chile no carece de estudios sobre amenazas natu-
rales, vulnerabilidad territorial y riesgos asociados 
a las remociones en masa. Universidades, organis-
mos técnicos y entidades públicas han elaborado 
diagnósticos, mapas y evaluaciones destinados a 
identificar territorios expuestos a inundaciones, 
aluviones y deslizamientos.

Sin embargo, disponer de un informe no equivale 
a reducir el riesgo. Para que el conocimiento téc-
nico produzca resultados, debe traducirse en deci-
siones administrativas, presupuesto, obras, fiscal-
ización, planificación territorial y mecanismos de 
alerta que funcionen en la práctica.

Una investigación académica de la Universidad 
de Concepción, publicada en 2024, examinó estu-
dios de riesgo asociados a planes reguladores 
comunales en Chile. Entre sus resultados identi-
ficó diferencias metodológicas importantes y una 
incorporación desigual de la susceptibilidad a re-
mociones en masa en los instrumentos analiza-

dos. Se trata de una señal de que el país enfrenta 
desafíos que van más allá de un episodio puntual. 

De los informes a las obras: el eslabón decisivo

Las obras de mitigación constituyen uno de los 
puntos más sensibles de esta discusión. Según 
información publicada se había proyectado la 
instalación de cinco barreras dinámicas para con-
tener material descendente por las quebradas, 
con financiamiento anunciado de $754 millones 
del Ministerio de Obras Públicas. Las estructuras 
todavía no estaban instaladas cuando ocurrió el 
aluvión.

La existencia de un proyecto no permite concluir, 
por sí sola, que su ejecución habría impedido 
completamente la emergencia. La eficacia de es-
tas estructuras depende del diseño, la ubicación, 
las características de la cuenca y la magnitud del 
fenómeno. No obstante, el hecho de que las obras 
estuvieran pendientes obliga a examinar los pla-
zos, las responsabilidades y las medidas transito-
rias que pudieron adoptarse mientras se esperaba 
su implementación.

La prevención tampoco se limita a construir bar-
reras. Incluye mantener despejados los cauces 
cuando corresponda, identificar viviendas expues-
tas, establecer rutas de evacuación, informar a los 
residentes y asegurar que las alertas lleguen a 
quienes necesitan actuar.

En una emergencia, cada una de estas medidas 
puede contribuir a disminuir la exposición y las 
consecuencias del desastre.

La responsabilidad de transformar información 
en decisiones

La gestión del riesgo involucra a diversas in-
stituciones, cada una dentro de sus atribuciones. 
Por eso, el análisis del caso debe determinar quién 
recibió cada advertencia, qué organismo debía 
actuar, qué decisiones se adoptaron y cuáles 
fueron las razones de los eventuales retrasos.

La Ley 21.364, que establece el Sistema Nacional 
de Prevención y Respuesta ante Desastres, con-
templa instrumentos como los mapas de amenaza 
y de riesgo, destinados a respaldar la gestión de 
emergencias y la planificación territorial.

El desafío es que estos instrumentos no se con-
viertan en documentos de consulta ocasional. 
Deben tener consecuencias operativas: orientar 
inversiones, establecer prioridades, influir en la 
planificación urbana y permitir que las autori-
dades actúen antes de que la amenaza se ma-
terialice.
También resulta indispensable garantizar la traz-
abilidad de las recomendaciones técnicas. Si un 
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organismo advierte sobre un riesgo y propone 
medidas, debe existir un mecanismo verificable 
para conocer si la advertencia fue recibida, quién 
asumió su seguimiento, qué recursos se asignaron 
y por qué una acción no se ejecutó dentro del pla-
zo previsto.

Una lección que Chile no debería ignorar

El aluvión de San Carlos de Apoquindo debe abrir 
una revisión que vaya más allá de las circunstan-
cias inmediatas de la emergencia. La discusión 
necesita abarcar la prevención, la coordinación 
institucional, la planificación territorial y la ca-
pacidad del Estado para transformar conocimien-
to científico en protección efectiva.

La pregunta no es únicamente cuántos informes 
se han elaborado o cuánto dinero se ha destinado 
a estudiar una amenaza. La pregunta decisiva es 

qué cambió en el territorio después de que esos 
riesgos fueron identificados.

Porque cuando existen advertencias técnicas, 
proyectos pendientes y comunidades expuestas, 
la prevención deja de ser una declaración de 
buenas intenciones y se convierte en una obli-
gación que debe poder evaluarse con hechos, 
plazos y resultados.
Chile necesita que sus estudios de vulnerabilidad 
dejen de ser el punto final de un proceso admi-
nistrativo y se conviertan en el punto de partida 
de decisiones concretas. Un informe puede de-
scribir el peligro; solo una política de prevención 
ejecutada a tiempo puede contribuir a reducir sus 
consecuencias.



38   Seguridad & Defensa

Crónica

No cabe duda de que, en la investigación de un homicidio, el trabajo en el sitio del suceso sigue siendo decisivo para reconstruir lo ocurrido y responsabilizar 
a los autores. Sin embargo, en un escenario donde la criminalidad se ha vuelto más rápida, más coordinada y más silenciosa, la evidencia digital ha adquirido 
un protagonismo que hace apenas unos años muchos subestimaban. Hoy, en numerosos casos, un teléfono puede decir más que un testigo, más que una 
declaración espontánea y, en ocasiones, más que varias horas de entrevistas. 

Evidencia digital: 
Cuando el celular habla más 
que un testigo

miedo impide declarar. En esos casos, el archivo 
digital se convierte en una fuente de información 
más estable que el testimonio humano, porque 
no cambia de versión, no se intimida y no intenta 
favorecer a nadie. 

Lo que el teléfono no puede ocultar 

En los homicidios, y especialmente en aquellos 
vinculados al crimen organizado, la evidencia digi-
tal suele ofrecer una ventaja decisiva: no depende 
del miedo ni de la lealtad de los involucrados. Un 
testigo puede callar, contradecirse, retractarse o 
mentir, en cambio, un registro de geolocalización, 
una comunicación interceptada legalmente, una 
imagen captada por una cámara o un respaldo ex-
traído de un dispositivo mantiene su valor mien-
tras haya sido obtenido, preservado y analizado 
correctamente. 

Ahí radica una de las transformaciones más pro-
fundas en la investigación penal actual. El celular 
puede ubicar a una persona en una escena, conec-
tar a varios sujetos entre sí, mostrar preparativos 
previos, confirmar una huida o incluso destruir 
una coartada aparentemente sólida. En delitos de 
alta complejidad, la evidencia digital no es com-
plementaria, muchas veces es el eje que permite 
comprender la dinámica completa del hecho. 

En paralelo, esta capacidad investigativa no surge 
de manera improvisada, sino del desarrollo de 

tecnologías forenses especializadas que hoy son 
parte del trabajo pericial en distintos países. 

Existen plataformas reconocidas internacional-
mente, como Cellebrite, MSAB y Oxygen Forensics, 
diseñadas para la extracción, preservación y análi-
sis de información contenida en teléfonos celu-
lares y otros dispositivos móviles. Estas soluciones 
permiten recuperar chats, registros de llamadas, 
fotografías, videos, contactos, historiales de ubi-
cación, archivos borrados y distintos metadatos, 
incluso en casos donde existen bloqueos, cifrado 
o eliminación parcial de contenido. Por otra par-
te, el desarrollo de software de análisis ya es una 
realidad, que permita con módulos de inteligen-
cia artificial, resumir varios cientos de páginas de 
información y permitir modelar las vinculaciones 
digitales de manera rápida. 

Pero el verdadero valor no está solo en “abrir y 
analizar” un dispositivo, sino en hacerlo con tra-
zabilidad técnica, respetando la integridad de la 
información y generando reportes que puedan ser 
defendidos con seriedad en sede judicial. En otras 
palabras, la extracción forense de un teléfono no 
consiste simplemente en acceder a datos, sino en 
convertir esos datos en evidencia útil, verifica-
ble y procesalmente válida, mediante protocolos 
estandarizados y el uso correcto de la cadena de 
custodia. 

La gran virtud de la evidencia digital es que per-

El nuevo lenguaje de la criminalidad 

La actividad delictual contemporánea dejó de de-
pender únicamente de encuentros personales o 
llamadas directas, menos pensar en dejar rastro 
en algún documento físico. Las organizaciones 
criminales operan cada vez más a través de lo di-
gital: dispositivos móviles, aplicaciones de mensa-
jería, redes sociales, fotografías, videos y registros 
de ubicación que dejan trazas casi inevitables. En 
ese contexto, el teléfono celular se transformó en 
una verdadera extensión de la conducta humana: 
registra con quién hablamos, dónde estuvimos, 
qué buscamos, qué fotografiamos y, en muchos 
casos, qué ruta seguimos para llegar a un lugar. 

Esa realidad cambia por completo la forma de in-
vestigar, ya no basta con recuperar vainillas, fijar 
huellas o levantar una evidencia biológica, tam-
bién es necesario entender que parte importante 
de la verdad puede estar guardada en un aparato 
que cabe en el bolsillo. Un solo celular puede con-
tener conversaciones, audios, videos, contactos, 
grupos cerrados, coordenadas, fotografías con 
metadatos y patrones de uso que revelan víncu-
los, jerarquías y decisiones previas al hecho inves-
tigado, ya sea del occiso foco de nuestra investi-
gación, blancos investigativos o imputados. 

Además, este tipo de evidencia tiene un valor 
especialmente alto cuando el entorno es hostil o 
cuando la víctima pertenece a contextos donde el 



Seguridad & Defensa   39

Crónica

mite reconstruir tiempos, recorridos y relaciones. 
La gran dificultad es que puede perder valor con 
facilidad si se manipula mal, si se extrae sin el 
protocolo adecuado o si no se conserva la integri-
dad de los datos. En otras palabras, la tecnología 
ayuda, pero no reemplaza el criterio investigativo. 

No todo lo que aparece en un teléfono es útil por 
sí mismo. El verdadero desafío está en interpretar 
los datos en contexto. Una ubicación aislada no 
prueba participación, una conversación suelta no 
siempre revela intención y una fotografía no nece-
sariamente demuestra presencia en el lugar de los 
hechos. Por eso, la evidencia digital requiere peri-
tos o funcionarios especializados capaces de or-
denar, comparar y correlacionar información con 
otras fuentes de prueba. 

En la práctica, eso significa vincular registros 
telefónicos con evidencia balística, cámaras de 
seguridad, declaraciones, informes de autopsia 
y análisis del sitio del suceso. Solo cuando esas 
piezas se conectan correctamente aparece el 
relato completo. Y ese relato, en muchos casos, 
permite descubrir que lo que parecía un hecho 
aislado era en realidad parte de una secuencia 
más amplia: vigilancia previa, coordinación entre 
sujetos, seguimiento de la víctima, ejecución del 
hecho y posterior ocultamiento. Lo anterior, no 
es trabajo simple de una persona, es necesaria 
la conformación de equipos multidisciplinarios 
investigativos, que permitan integrar los distintos 
conocimientos forenses a partir de esta evidencia 
digital. 

Una prueba que exige velocidad y método 

En los delitos violentos, especialmente en aquellos 
vinculados al crimen organizado, el tiempo juega 
en contra de la investigación. Los dispositivos 
pueden ser apagados, reiniciados, borrados o en-
criptados (incluso de manera remota), las cámaras 
pueden sobrescribirse, las publicaciones pueden 
eliminarse y los registros de conexión pueden per-
derse si no se solicitan oportunamente. Por eso, la 
reacción temprana es fundamental. 

El problema no es solo técnico, sino también in-
stitucional. A menudo, la evidencia digital está 
repartida entre distintas fuentes: teléfonos per-
sonales, sistemas privados de informática, an-
tenas de telefonía, plataformas de mensajería, 
redes sociales y bases de datos públicas. Si no 
existe coordinación entre policías, fiscalía, peritos 
y eventualmente actores privados, la oportunidad 
se pierde. Y cuando se pierde, el caso queda más 
expuesto a la impunidad. 

Por eso es que la evidencia digital no debe verse 
como un complemento moderno o como una 
moda forense. Es una necesidad investigativa. En 
muchos casos, representa la diferencia entre una 
hipótesis débil y una imputación sólida. Entre una 
sospecha y una reconstrucción probada. Entre una 
intuición y una verdad judicialmente verificable. 

El valor de las cámaras y los registros privados 

Los registros de vigilancia de las cámaras de segu-
ridad es otro aspecto que lleva a continuo debate 
y como evidencia digital deber ser tratada co-
rrectamente. Es por esto que es un aspecto que 
todavía no se comprende del todo en la ciu-
dadanía como aporte de los registros privados. 
Muchas veces, el ciudadano piensa que solo sir-
ven las cámaras municipales o las imágenes de 
espacios públicos. Pero la verdad es que la tienda 
de la esquina, el edificio residencial, el local co-
mercial o incluso una vivienda particular pueden 
aportar la pieza que faltaba. 

Una secuencia de video puede confirmar la llega-
da de un vehículo, el ingreso de una persona, una 
ruta de escape o un punto de encuentro. Puede 
también permitir contrastar horarios, verificar ves-
timentas, identificar acompañantes y establecer 
conexiones que no aparecen en ningún testimo-
nio, lo que hoy forman parte natural de la vida 
cotidiana, puede formar parte de la investigación 
penal. 

Esto abre también una reflexión ciudadana im-
portante: colaborar con la entrega de información 
en tiempo oportuno puede ayudar a esclarecer 
hechos graves y evitar que el miedo termine fa-
voreciendo al delincuente. La evidencia digital, 
bien obtenida, puede dar respuestas donde el 
silencio solo deja más incertidumbre. 

Carlos Gálvez Madrid
Docente 

Master en Ciencias Forenses / Universidad de Valencia 

La verdad ya no siempre está en voz alta 

Durante mucho tiempo se pensó que la prueba 
más fuerte era la palabra del testigo. Hoy, en cam-
bio, hay casos en que el verdadero relato está en 
un teléfono abandonado o en unca cámara de 
seguridad que, analizado correctamente, termina 
siendo decisivo. Eso no significa que el testimonio 
humano haya perdido valor, sino que la investi-
gación moderna exige entender que la verdad ya 
no siempre se expresa en voz alta. 

En un país donde el crimen organizado busca 
adaptarse más rápido que las instituciones, el de-
safío para la investigación penal es no quedarse 
atrás. Y en ese desafío, la evidencia digital ocupa 
un lugar central. No solo porque ayuda a identi-
ficar autores, sino porque permite comprender la 
lógica del delito, sus vínculos y su forma de operar. 

Por eso, cuando hoy se piensa en una escena de 
crimen, también se debe pensar en el teléfono 
que alguien dejó atrás, en la cámara que registró 
un movimiento sospechoso, en el mensaje envia-
do minutos antes del hecho y en todo lo que un 
dispositivo aparentemente simple puede revelar. 

Porque en la investigación penal contemporánea, 
muchas veces la evidencia digital habla más que 
un testigo asustado. Y en esa voz silenciosa puede 
estar la diferencia entre la impunidad y la justicia.



La globalización suele describirse como la intensificación de los intercambios, la conectividad y la circulación transfronteriza de bienes, capitales e información. 
Sin embargo, esos mismos procesos facilitan una «globalización oscura»: la expansión de actividades ilícitas que aprovechan infraestructuras legales, dife-
rencias regulatorias y tecnologías de comunicación. En América Latina, este fenómeno no se expresa únicamente en organizaciones jerárquicas que controlan 
territorios, sino también en redes capaces de contratar servicios, formar alianzas temporales y reconfigurarse cuando cambia el entorno operativo. La frag-
mentación, por tanto, no equivale necesariamente a una pérdida de capacidad criminal; puede constituir una adaptación que dispersa riesgos y dificulta la 
atribución de responsabilidades. 

Crimen invisible en América Latina  
Del crimen jerárquico a las redes liquidas

La Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, Con-
vención de Palermo ofrece un marco jurídico com-
patible con esa diversidad organizativa. No define 
la delincuencia organizada como una estructura 
única. Define, en cambio, al grupo delictivo or-
ganizado como un grupo estructurado de tres o 
más personas, existente durante cierto tiempo, 
que actúa concertadamente para cometer delitos 
graves con el fin de obtener un beneficio material. 
La noción de “grupo estructurado” no exige je-
rarquía formal, funciones permanentes ni con-
tinuidad de sus integrantes. Además, la Con-
vención entiende la transnacionalidad de manera 
amplia: incluye delitos cometidos en más de un 
Estado, planificados o dirigidos desde otro, vin-
culados a grupos activos en varios países o con 
efectos sustanciales en el extranjero.  

Este marco permite analizar redes flexibles sin re-
ducirlas a una oposición simplista entre carteles 
centralizados y bandas locales. Una organización 
puede combinar dirección estratégica, interme-
diarios especializados y células autónomas. En 
esas configuraciones, actores distintos cumplen 

funciones de transporte, protección, corrupción, 
transferencia financiera o acceso a mercados. La 
cooperación puede ser recurrente sin implicar una 
cadena de mando integrada. La liquidez de las 
redes describe precisamente esta capacidad de 
cambiar de socio, ruta y método, y no debe con-
fundirse con la ausencia de organización. 

El Índice Global de Delincuencia Organizada de la 
Global Initiative Against Transnational Organized 
Crime (GI-TOC) contribuye a observar ese ecosis-
tema al reunir indicadores de mercados crimina-
les, actores y resiliencia estatal. Sus puntuaciones, 
de 1 a 10, son estimaciones analíticas compara-
tivas elaboradas mediante evaluación experta, no 
conteos directos de delitos ni mediciones exactas 
de ingresos. La edición de 2023 incorporó nuevos 
mercados y actores, entre ellos delitos financie-
ros, ciberdelitos dependientes y actores del sector 
privado. La edición 2025 permite, con las cautelas 
metodológicas pertinentes, observar tendencias 
recientes.  

El desplazamiento de los mercados territori-
ales hacia los delitos financieros y cibernéticos 

La expansión de mercados criminales no impli-
ca la sustitución de la violencia territorial por 
modalidades digitales o financieras. Más bien, 
los mercados visibles y los menos visibles se ar-
ticulan. El tráfico de drogas puede depender del 
control de rutas, puertos y barrios, mientras que 
las ganancias se mueven por esquemas de fraude, 
evasión, corrupción y operaciones empresariales. 
La violencia conserva una función de coerción y 
control; la infraestructura financiera y digital faci-
lita el ocultamiento, la conversión y la circulación 
del beneficio. 

En 2023, el Índice de GI-TOC asignó al mercado 
global de delitos financieros una puntuación de 
5,98 sobre 10 y lo identificó como el más exten-
dido entre los mercados evaluados. La entidad 
advirtió que esta medición se introducía por pri-
mera vez, por lo que no existía una línea de base 
comparable para estimar su crecimiento desde 
una edición anterior. Para los ciberdelitos depen-
dientes, la puntuación global fue 4,55. Estos com-
prenden ataques que requieren tecnologías de 
información, como malware, intrusiones, ataques 
de denegación de servicio y ransomware.  
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La edición 2025 muestra una puntuación de 
6,21 para delitos financieros, un aumento de 
0,24 puntos respecto de 2023, y de 4,65 para 
ciberdelitos dependientes, 0,10 puntos más. El 
crecimiento de ambos indicadores confirma la 
relevancia analítica de estos mercados, aunque 
no demuestra por sí solo que todos los delitos se 
hayan trasladado al entorno digital. La categoría 
financiera abarca formas de pérdida económi-
ca para el Estado, entidades o personas como 
fraude, malversación y evasión, mientras que el 
lavado de activos no se incluye automáticamente 
en ella cuando corresponde a otro mercado o 
función criminal. Por ello, conviene distinguir en-
tre el delito que genera el producto ilícito y los 
mecanismos posteriores que lo ocultan o inte-
gran a la economía legal.  

La invisibilidad del daño tiene consecuencias 
políticas. Los mercados financieros y digitales 
pueden afectar a víctimas dispersas y producir 
perjuicios acumulativos difíciles de atribuir a 
una organización concreta. A su vez, sus ope-
raciones pueden apoyarse en sistemas ordinarios 
de pago, sociedades y servicios tecnológicos. La 
visibilidad estadística menor no implica menor 
impacto social ni menor conexión con mercados 
violentos. La tesis central es que la digitalización 
amplía el repertorio operativo criminal, mientras 
la integración financiera reduce la distancia entre 
economías ilícitas y circuitos legales. 

Actores estatales corruptos y empresas legales 
como facilitadores del ecosistema criminal 

Las redes transnacionales requieren más que 
ejecutores criminales. Su capacidad depende 

de puntos de acceso a la economía legal y de 
la previsibilidad que ofrecen determinados ser-
vicios: transporte, almacenamiento, gestión de 
carga, asesoría jurídica, contabilidad, finanzas y 
tecnología. En puertos y aduanas, por ejemplo, 
la vulnerabilidad no reside necesariamente en 
la infraestructura física, sino en la posibilidad de 
manipular inspecciones, documentos, horarios o 
registros. Bufetes y proveedores profesionales 
pueden ser explotados para constituir sociedades, 
ocultar beneficiarios o interponer transacciones. 
Estas prácticas deben analizarse con precisión: 
la existencia de una empresa o profesión en una 
cadena ilícita no prueba por sí misma complici-
dad deliberada; la cooptación exige establecer 
conocimiento, intención, beneficio o negligencia 
según el marco jurídico aplicable. 

La Convención de Palermo reconoce la corrup-
ción y el blanqueo del producto del delito como 
componentes transversales que protegen las 
operaciones criminales. Este enfoque desplaza la 
atención desde la captura de individuos hacia las 
condiciones institucionales que permiten operar 
con impunidad. La corrupción puede reducir la 
probabilidad de inspección o sanción; las redes 
comerciales, por su parte, ofrecen cobertura y es-
cala. La interacción entre ambas crea una zona 
gris en la que las decisiones administrativas y 
corporativas producen ventajas criminales sin 
que exista necesariamente una organización úni-
ca que coordine todas las etapas. 

El Índice de GI-TOC incorporó en 2023 a los 
actores del sector privado como categoría de 
actores criminales, reconociendo que pueden 
participar directamente en delitos o facilitar 

actividades ilícitas. En 2025, la GI-TOC destaca 
su papel creciente en logística, finanzas y tec-
nología. El dato refuerza una lectura relacional; 
el sector privado no es solo víctima de extorsión 
o infiltración, sino también un ámbito donde 
ciertos actores pueden intervenir en la expansión 
criminal. Esto no justifica generalizaciones contra 
empresas o profesiones; subraya la necesidad de 
identificar riesgos concretos en cadenas de sumi-
nistro y servicios profesionales.  

La respuesta regulatoria debe equilibrar eficacia 
y garantías. La debida diligencia sobre clientes 
y proveedores, la identificación de beneficia-
rios finales, auditorías independientes, controles 
de integridad en contratación pública y canales 
protegidos para denunciantes pueden elevar los 
costos de cooptación. Sin embargo, los controles 
formales pierden eficacia cuando las instituciones 
carecen de autonomía, capacidad técnica o pro-
tección frente a represalias. La gobernanza debe, 
por ello, tratar la corrupción como un riesgo 
estructural que atraviesa las cadenas logísticas 
y financieras, y no como una desviación excep-
cional atribuible únicamente a funcionarios indi-
viduales. 

Sudamérica como centro de exportación y la 
fragmentación de bandas 

Sudamérica ocupa una posición estratégica en 
las cadenas globales de cocaína y en las rutas 
que conectan áreas de producción, tránsito y 
consumo. Su relevancia no se explica solo por 
la geografía, sino por la combinación de infra-
estructura portuaria, redes de transporte, corre-
dores fronterizos y mercados de servicios legales. 
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La expansión de contenedores y el volumen 
del comercio marítimo dificultan la inspección 
exhaustiva de carga. La misma conectividad que 
facilita exportaciones legales abre oportunidades 
para ocultar mercancías ilícitas, sin que ello con-
vierta a los puertos en espacios homogénea-
mente capturados. 

InSight Crime documenta que las redes ecuato-
rianas y sus socios extranjeros han empleado un 
modelo de subcontratación: intermediarios rota-
tivos cooperan con bandas locales especializadas 
en transporte, uso de lanchas, vuelos clandesti-
nos o contaminación de contenedores. Los víncu-
los pueden ser temporales y funcionales, lo que 
complica la investigación basada exclusivamente 
en organigramas estables. La fuente también ad-
vierte que las alianzas entre grupos ecuatorianos 
han cambiado con rapidez y suelen responder a 
competencia interna por rutas, redes y recono-
cimiento, antes que a una coordinación externa 
única.  

El Observatorio Ecuatoriano de Crimen Organiza-
do (OECO), en su caracterización nacional, ana-
liza las cadenas de valor de los mercados ilícitos 
y señala que la atomización de organizaciones 
se intensificó desde la pandemia, especialmente 
en disputas por control territorial, corredores de 
tráfico y plazas de microtráfico en ciudades por-
tuarias. El informe se basa en talleres, entrevistas 
a representantes estatales y trabajo de campo 
provincial; su valor reside en conectar dinámi-
cas criminales con condiciones territoriales e 
institucionales específicas. El narcotráfico aparece 
vinculado a otras actividades, entre ellas tráfico 
de armas e hidrocarburos, corrupción y lavado de 
activos.  

La fragmentación de bandas puede generar una 
paradoja de seguridad. La detención o muerte de 
líderes y la intervención sobre centros de mando 
pueden debilitar estructuras verticales, pero tam-
bién liberar facciones locales, reducir la disciplina 
interna y multiplicar disputas por rutas y rentas. 
InSight Crime observa que, tras la intervención 
estatal en el sistema penitenciario ecuatoriano, 
las relaciones entre prisiones y bandas callejeras 
se volvieron más horizontales; grupos locales 
ganaron autonomía y las alianzas se hicieron 
más fluidas. La evidencia no implica que toda 
operación coercitiva produzca fragmentación, 
pero sí muestra que la evaluación de resultados 
debe considerar los efectos de segundo orden so-
bre la gobernanza criminal. 

Autor: Andruy X. Cardona Marin  
Docente de la cátedra de sociología criminal 

Escuela Nacional de Criminalística y Ciencias Forenses  
Medellín, Colombia.

La infraestructura logística es, en consecuencia, 
un objeto de competencia y una fuente de ren-
ta. El caso de Posorja, descrito por InSight Crime, 
ilustra cómo un puerto de aguas profundas 
puede modificar las dinámicas criminales locales 
y atraer disputas por el acceso a la cadena de 
exportación. La fragmentación no elimina la in-
serción transnacional, puede trasladar funciones 
a células y subcontratistas que mantienen cone-
xiones con intermediarios extranjeros. 

Del enfoque punitivo al debilitamiento de los 
flujos financieros 

El análisis de la globalización oscura exige supe-
rar la imagen de organizaciones criminales como 
entidades compactas, territorialmente delimita-
das y encabezadas por una jerarquía estable. El 
marco de Palermo permite reconocer grupos de 
estructura flexible; GITOC muestra la importancia 
creciente de mercados financieros y cibernéticos; 
InSight Crime describe redes de cooperación 
y subcontratación que se adaptan a presiones 
policiales; OECO evidencia cómo la atomización 
reconfigura el control territorial y logístico en 
Ecuador. En conjunto, estas fuentes apuntan a 
ecosistemas criminales donde actores legales e 
ilegales interactúan en distintas escalas. 

La primacía de respuestas punitivas centradas 
en capturas y despliegues coercitivos presenta 
límites cuando no reduce la capacidad de reem-
plazo, financiamiento y acceso logístico de las 
redes. Puede ser necesaria para proteger a la 

población y restablecer el control estatal, pero 
su éxito no debe medirse solo por detenciones o 
incautaciones inmediatas. Debe evaluarse si dis-
minuye la violencia, interrumpe las rentas, mejora 
la integridad institucional y evita que facciones 
autónomas ocupen los espacios liberados. 

La premisa “sigue el dinero” conserva valor si se 
entiende como una estrategia institucional, no 
como consigna. Requiere inteligencia financiera 
compartida, cooperación judicial transfronteriza, 
supervisión de beneficiarios reales, análisis de 
riesgos en puertos y cadenas de suministro, y 
persecución efectiva de corrupción y facilitación 
empresarial ilícita. También exige salvaguardas: 
la cooperación internacional debe respetar ga-
rantías procesales, privacidad y proporcionalidad, 
mientras las entidades privadas han de contar 
con obligaciones claras y mecanismos de super-
visión verificables. 

La gobernanza multilateral debe acompañar es-
tas medidas con prevención de la violencia, for-
talecimiento de fiscalías y protección de comuni-
dades expuestas a extorsión y reclutamiento. El 
objetivo no es solo desarticular organizaciones 
identificables, sino elevar de forma sostenida los 
costos de operar, transferir ganancias y capturar 
instituciones. En ese sentido, reducir la conecti-
vidad entre mercados ilícitos y sistemas legales 
constituye una condición central para limitar la 
resiliencia criminal y recuperar la autoridad públi-
ca en América Latina. 
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De la operación al directorio: 
Cómo transformar evidencias en 
inteligencia para la gestión de seguridad
La Gestión Operacional Orientada por Evidencias (GOE) propone conectar el trabajo cotidiano, el conocimiento organizacional y las decisiones estratégicas, 
construyendo las bases de un Segundo Cerebro Organizacional. 

La información que se pierde entre la ope-
ración y la dirección 

Cada día, las empresas de seguridad y servicios 
generan numerosos registros sobre sus opera-
ciones. Rondas de vigilancia, controles de acceso, 
inspecciones, supervisiones, cambios de turno y 
registros de incidentes permiten documentar lo 
que sucede en instalaciones, contratos y procesos. 

Sin embargo, surge una pregunta esencial: ¿qué 
parte de esa información se transforma real-
mente en conocimiento útil para tomar mejores 
decisiones? 

Imaginemos una empresa que presta servicios de 
seguridad en numerosas instalaciones. Sus su-
pervisores identifican reiteradamente dificultades 
relacionadas con los controles de acceso. Cada 
situación puede ser registrada, comunicada y 
corregida. Pero ¿se están relacionando esas ob-
servaciones para comprender si existe un proble-
ma más amplio? 

Las recurrencias podrían justificar una inves-
tigación sobre procedimientos, capacitación, 
recursos o condiciones particulares de cada 
instalación. No demuestran, por sí solas, cuál es 

la causa. Sin un análisis estructurado, la orga-
nización corre el riesgo de resolver situaciones 
puntuales sin aprovechar el conocimiento que 
estas podrían aportar. 

Este desafío afecta tanto a las empresas presta-
doras como a las organizaciones que contratan 
sus servicios. Mientras unas necesitan supervi-
sar la ejecución y demostrar el cumplimiento de 
sus obligaciones, las otras requieren evaluar las 
condiciones y la calidad de los servicios recibidos, 
comprender riesgos y fundamentar decisiones. 

Más allá de disponer de datos, el desafío con-
siste en conectar lo que ocurre en terreno con las 
decisiones de supervisores, gerentes, alta direc-
ción y directorios. 

Frente a este escenario, la Gestión Operacional 
Orientada por Evidencias (GOE), modelo desa-
rrollado por t-Risk, propone conectar los objetivos 
estratégicos, los procesos y las actividades ope-
racionales mediante un ciclo continuo de produc-
ción, contextualización y análisis de evidencias, 
construcción de conocimiento organizacional, 
apoyo a la toma de decisiones y mejora continua. 

Su propuesta va más allá de digitalizar listas de 

verificación o acumular registros: busca que la ex-
periencia cotidiana contribuya sistemáticamente 
a construir conocimiento organizacional. 

Un Segundo Cerebro Organizacional para 
conectar la experiencia con las decisiones 

Retomemos el caso de una empresa que presta 
servicios de seguridad en distintas instalaciones. 
Sus supervisores registran problemas recurrentes 
en los controles de acceso. Cada observación 
puede orientar una corrección puntual; al analizar 
registros confiables y contextualizados de varios 
puestos, la empresa también puede reconocer 
recurrencias, formular hipótesis y revisar proce-
dimientos. 

Consideremos ahora una multinacional que con-
trata vigilancia, aseo y mantenimiento, además 

Porque una organización no mejora 
simplemente por registrar lo que 

hace, sino por desarrollar la 
capacidad de comprender lo que 

ocurre, aprender de su experiencia 
y utilizar ese aprendizaje para

 decidir y evolucionar. 
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de supervisar actividades internas. Su gerente de 
seguridad y servicios corporativos recibe informes 
de proveedores y equipos propios. Al relacionar, 
con criterios comparables, evidencias de inspec-
ciones, de la ejecución de los servicios y de las 
acciones correctivas, puede identificar situaciones 
recurrentes, evaluar aspectos del cumplimiento de 
los servicios y priorizar mejoras en distintas insta-
laciones. 

En ambos casos, la Gestión Operacional Orienta-
da por Evidencias (GOE) busca convertir las ob-
servaciones del trabajo cotidiano en conocimiento 
útil para quienes ejecutan, supervisan, contratan y 
toman decisiones. Los registros aislados no cum-
plen automáticamente esa función: su aprove-
chamiento requiere pertinencia, confiabilidad, 
contexto y análisis. Identificar recurrencias orienta 
investigaciones, pero no demuestra por sí solo sus 
causas. 

De ese proceso surgen las bases de un Segundo 
Cerebro Organizacional: la capacidad institucio-
nal de preservar, organizar, relacionar, recuperar 
y reutilizar el conocimiento generado tanto en 
operaciones propias como en servicios contrata-
dos, con acceso para las personas autorizadas. 

La expresión establece una analogía con el con-
cepto Second Brain, difundido por Tiago Forte en 
la organización personal del conocimiento. Aquí 
no designa un cerebro artificial ni supone que una 
tecnología aprenda autónomamente. 

Su utilidad alcanza distintos niveles. Un supervi-
sor puede consultar experiencias anteriores para 
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orientar verificaciones. Los responsables de con-
tratos pueden contrastar evidencias con requisitos 
acordados y acompañar acciones correctivas. La 
gerencia general puede establecer prioridades 
y asignar recursos. La presidencia y el directorio 
pueden utilizar información consolidada como 
apoyo para supervisar riesgos y orientar deci-
siones estratégicas. 

En todos los niveles, el conocimiento apoya el 
juicio profesional; no lo sustituye. Y el aprendiza-
je no termina en la decisión: requiere ejecutar 
las acciones, verificar sus resultados e incorporar 
lo aprendido a nuevos ciclos operacionales. Así, 
tanto prestadores como contratantes desarrollan 
mejores condiciones para mejorar continuamente. 

De los registros a los resultados: una nueva 
forma de gestionar la seguridad y los servicios 

El valor de la Gestión Operacional Orientada 
por Evidencias (GOE) no está en la cantidad de 
inspecciones o registros acumulados, sino en la 
capacidad de aprovechar evidencias confiables 
y contextualizadas para construir conocimiento, 
orientar decisiones y evaluar mejoras. 

Para una empresa prestadora de seguridad, este 
enfoque puede fortalecer la supervisión de los 
contratos. Si los problemas de control de acceso 
se repiten en varias instalaciones, analizar los 
registros en conjunto ayuda a formular hipótesis, 
orientar la capacitación, revisar procedimientos y 
acompañar acciones correctivas. Las evidencias 
también pueden documentar aspectos de los ser-
vicios prestados y contribuir a esclarecer discre-

pancias contractuales, sin demostrar por sí solas el 
cumplimiento integral de un contrato. 

Para la multinacional contratante de nuestro 
ejemplo, el alcance es más amplio. Su gerente de 
seguridad y servicios corporativos puede relacio-
nar, con criterios comparables, evidencias de veri-
ficaciones de vigilancia, aseo, mantenimiento y ac-
tividades internas. Así cuenta con elementos para 
evaluar aspectos de los servicios recibidos, identi-
ficar situaciones que requieren atención y priorizar 
mejoras entre instalaciones y proveedores. 

Esa información, consolidada sin perder su con-
texto ni sus limitaciones, también puede apoyar a 
la gerencia general, la presidencia y el directorio. 
De este modo, la experiencia de quienes ejecutan 
y supervisan aporta elementos a quienes asignan 
recursos y orientan la estrategia. 

La tecnología puede facilitar este ciclo. Herra-
mientas como t-Risk Easy apoyan la preparación 
de verificaciones, el registro de evidencias y el 
seguimiento de acciones. La inteligencia artificial 
Vision Pro ofrece asistencia para preparar conteni-
dos e interpretar información, preservando la su-
pervisión y la responsabilidad humanas. 

Sin embargo, ninguna tecnología garantiza por sí 
sola mejores resultados. Los beneficios dependen 
de la calidad de las evidencias, de su análisis y de 
la capacidad de implementar decisiones y evaluar 
sus efectos. 

Para prestadores y contratantes, la oportunidad 
consiste en pasar de acumular registros a desa-

Figura 1 — De la operación a las decisiones estratégicas. Transformación de evidencias operacionales en conocimiento para apoyar decisiones
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rrollar conocimiento aprovechable, fortalecer la 
supervisión y aprender de la propia operación. 

El desafío no es solo saber qué ocurrió en terre-
no, sino comprender qué puede aprender la or-
ganización de esa experiencia y cómo utilizar ese 
conocimiento para tomar decisiones mejor funda-
mentadas, desde la operación hasta el directorio. 

Figura 2 — Segundo Cerebro Organizacional. Conocimiento acumulado para fortalecer la supervisión, las decisiones y la mejora 
continua. 
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El crimen organizado no necesita sustituir al Estado para debilitarlo. Puede bastarle con obtener una filtración, comprar un acceso o convertir una función 
pública en una ventaja propia.

Cuando el Estado 
trabaja para otro
La corrupción suele narrarse como una suma de 
decisiones individuales: alguien recibió dinero, 
otro favoreció a un conocido, un tercero entregó 
información. Esa descripción puede ser correc-
ta, pero no siempre alcanza. Cuando los hechos 
involucran instituciones que investigan delitos, 
administran justicia, custodian personas o ges-
tionan recursos públicos, la pregunta también es 
institucional: ¿qué capacidad del Estado quedó 
disponible para un interés privado o ilícito?

El modelo clásico de corrupción entiende que 
un funcionario se aparta de sus deberes y que 
una autoridad debe detectarlo y sancionarlo. Sin 
embargo, Persson, Rothstein y Teorell advierten 
que, cuando la corrupción se vuelve persistente, 
el problema puede transformarse en uno de ac-
ción colectiva: si los funcionarios creen que otros 
también incumplen, o que denunciar no cambiará 
nada, la probidad individual pierde eficacia. La 
pregunta entonces no es solo quién quebrantó 
la regla, sino qué incentivos y controles permi-
ten que esa conducta se repita. Este enfoque no 
basta para afirmar que Chile enfrenta una corrup-
ción sistémica; sí ayuda a identificar qué evidencia 
habría que buscar.

Los casos conocidos en Chile muestran mecanis-

mos diferentes. La condena de Héctor Espinosa, 
exdirector de la PDI, por malversación de fondos, 
lavado de activos y falsificación expone el riesgo 
del abuso de recursos públicos desde una posición 
de máxima autoridad. En la Operación Huracán, 
un tribunal condenó a exfuncionarios de Cara-
bineros y a un civil por delitos de falsificación y 
obstrucción; la Fiscalía informó que se acreditó la 
implantación de pruebas. Son conductas distintas, 
pero ambas obligan a examinar cómo se supervisa 
el ejercicio de poderes y recursos institucionales.

La corrupción institucional tampoco se limita a 
los delitos demostrados. Lawrence Lessig propone 
observar cómo determinadas influencias pueden 
desviar a una institución de su propósito, incluso 
cuando algunas prácticas no sean necesariamente 
ilegales. Este concepto no reemplaza la definición 
penal de cohecho, malversación o tráfico de in-
fluencias. Permite analizar, por ejemplo, si los vín-
culos, conflictos de interés o circuitos informales 
de acceso debilitan la independencia institucio-
nal y la confianza pública. Desde esa perspectiva, 
las investigaciones que involucran a la exminis-
tra Ángela Vivanco y al exfiscal Manuel Guerra 
merecen examinarse con rigor, distinguiendo en-
tre decisiones disciplinarias, hechos acreditados e 
imputaciones aún bajo investigación.

El crimen organizado tiene un motivo concreto 
para buscar relaciones dentro del Estado: reducir 
el riesgo de sus operaciones. La ONU advierte que 
estas organizaciones pueden recurrir al soborno o 
la coerción para obtener cooperación de funcio-
narios e infiltrarse en la administración pública. 
En San Antonio, la Fiscalía informó que un funcio-
nario activo de Carabineros habría prestado apoyo 
logístico y protección a una organización criminal 
transnacional. En Chillán, cinco funcionarios poli-
ciales fueron formalizados por delitos que incluyen 
asociación criminal, allanamientos irregulares, 
microtráfico y obstrucción. Son investigaciones 
abiertas y las responsabilidades individuales de-
ben probarse; pero ilustran por qué corresponde 
preguntar qué función pública habría sido puesta 
al servicio de una red.

Las cárceles constituyen otro espacio de riesgo. 
La Operación Apocalipsis investigó redes de co-
rrupción penitenciaria y llevó a la formalización 
de decenas de personas, entre ellas funcionarios 
de Gendarmería. La hipótesis fiscal apunta a con-
vertir accesos, controles y traslados en servicios 
ilícitos. Otras aristas han examinado presuntas 
irregularidades en compras para recintos públicos. 
Todo debe describirse conforme al estado procesal 
de cada imputado, pero el problema de seguridad 
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es claro: si controles penitenciarios pueden ser 
vulnerados mediante pagos o favores, las orga-
nizaciones criminales pueden ganar acceso, co-
municación y capacidad de presión desde el inte-
rior de los recintos.

¿Cómo puede una desviación persistir? Ashforth 
y Anand describen la normalización de la corrup-
ción como un proceso en que ciertas conductas 
se repiten, se justifican y se transmiten dentro de 
una organización. Un caso aislado no permite afir-
mar que una práctica se haya normalizado. Para 
sostener esa conclusión se requerirían indicios de 
reiteración, conocimiento de mandos, tolerancia, 
encubrimiento o falta persistente de consecuen-
cias. La teoría, sin embargo, ayuda a plantear una 
prevención más exigente: no basta con sancionar 
cuando la red ya se descubrió; hay que identificar 
a tiempo los patrones y las condiciones que per-
miten su reproducción.

Por eso, la integridad no es un atributo que pueda 
presumirse por el uniforme, la toga o el cargo. Es 
una capacidad institucional que debe sostenerse 
con reglas, controles y resultados verificables. La 
OCDE plantea que la integridad pública exige 
priorizar el interés público sobre los intereses 
privados, y advierte que disponer de normas no 
basta si su aplicación es débil. Se necesitan con-
troles sobre el acceso a información sensible, tra-
zabilidad de las decisiones, gestión de conflictos 
de interés, protección a quienes denuncian y su-
pervisión efectiva de los espacios donde confluyen 
discrecionalidad, dinero y acceso privilegiado.

La pregunta no es si el Estado chileno ha sido 
capturado. Esa conclusión exigiría evidencia 
sistemática y no puede deducirse de una lista 
de escándalos. La pregunta más rigurosa —y 
urgente— es si existen espacios donde redes 
privadas o criminales puedan convertir infor-
mación, autoridad y acceso público en protección 
para sus intereses.

Cuando eso ocurre, el Estado no desaparece. 
Sigue operando, pero alguna de sus capacidades 
puede empezar a trabajar para otro.



Fallas críticas en tecnologías que sostienen servicios esenciales, campañas globales de ciberataques y nuevos incidentes en la contención de agentes de in-
teligencia artificial marcan un octubre especialmente complejo. Chile enfrenta este escenario justo cuando sus empresas deben asumir, en paralelo, múltiples 
obligaciones en seguridad, privacidad, prevención de delitos y normativa laboral. La capacidad de responder con éxito dependerá de qué tan rápido logremos 
transformar esas exigencias legales en recursos concretos y protección demostrable.

“Octubre negro” 
La Ciberseguridad bajo presión: Chile 
está obligado a pasar del diagnóstico a 
la protección efectiva

Hoy, una empresa puede contar con cámaras, 
guardias y una central de monitoreo de última 
generación, pero seguir siendo completamente 
vulnerable si la plataforma que coordina esos re-
cursos opera con un software desactualizado. Del 
mismo modo, un organismo público que digitaliza 
sus trámites amplía el alcance y las consecuencias 
de una eventual caída del sistema. E incluso un 
ciudadano que sigue al pie de la letra las recomen-
daciones de seguridad de su banco puede ter-
minar afectado por una brecha tecnológica que 
escapa por completo a su control.

El llamado «octubre negro» de la ciberseguridad 
nos deja una advertencia clara: las organizaciones 
están obligadas a reaccionar a una velocidad que 
pone al límite sus protocolos, equipos técnicos y 
presupuestos. El diagnóstico solo es útil cuando 
se traduce en decisiones verificables. Tras cada 
alerta tecnológica, el paso inmediato debe ser 
identificar qué sistemas están comprometidos, 
quién lidera la respuesta y cómo se comprobará 
que el riesgo fue efectivamente mitigado.

Más vulnerabilidades registradas, mayor 
presión sobre la capacidad de respuesta

La magnitud del desafío actual queda en evi-
dencia al revisar las estadísticas anuales de la 

National Vulnerability Database (administrada 
por el NIST): en lo que va de 2026 ya se superan 
los 86500 registros de vulnerabilidades, frente a 
los cerca de 50.000 documentados durante todo 
2025. Es importante matizar que hablamos de 
fallas registradas y no de ataques exitosos; un 
aumento en los registros tampoco implica un cre-
cimiento automático en el número de intrusiones.

Un identificador CVE (Vulnerabilidades y Ex-
posiciones Comunes) permite catalogar y dar 
seguimiento a una debilidad técnica. Su publi-
cación puede responder a una investigación más 
exhaustiva, mejores herramientas de detección o 
el hallazgo de fallas que llevaban años ocultas. 

Para cualquier organización, la verdadera priori-
dad radica en determinar si utiliza el componente 
afectado, cómo está configurado, cuál es su nivel 
de exposición y qué impacto tendría en el negocio 
si un atacante logra explotarlo.

El cuello de botella operativo y presupuestario 
surge cuando el volumen y la urgencia de los 
parches superan la capacidad real de los equipos 
de TI para implementarlos. Descargar una ac-
tualización toma minutos; sin embargo, verificar 
la compatibilidad de los sistemas, coordinar con 
proveedores externos, preparar planes de contin-

gencia y validar que todo funcione sin interrup-
ciones exige tiempo y recursos especializados.

Sin ir más lejos, el pasado 21 de octubre el 
proyecto PHP (lenguaje de programación de códi-
go abierto orientado principalmente al desarrollo 
web del lado del servidor) lanzó parches de emer-
gencia para corregir las fallas críticas CVE-2026-
109618 y CVE-2026-109619, las cuales permiten 
la ejecución remota de código sin necesidad de 
autenticación, en “simple” significa que se des-
cubrió una “falla total de seguridad” en la ce-
rradura principal de la mitad de las páginas web 
del mundo, permitiendo que ladrones digitales 
entren sin invitación a robar información. La aler-
ta afecta a diversas configuraciones de servidores 
PHP y advierte que la única solución efectiva es 
aplicar la actualización.

En la práctica, esto obliga a las empresas a audi-
tar desde su sitio web institucional hasta portales 
de clientes, herramientas internas y servicios en 
la nube. Aunque un proveedor externo administre 
el alojamiento web, la responsabilidad final no se 
delega: la organización debe exigir claridad sobre 
quién aplicará el parche y solicitar evidencia téc-
nica de que el riesgo fue cerrado.

Ese mismo día, Node.js (es una herramienta gra-
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tuita que saca a JavaScript -el lenguaje que mueve 
las páginas web- de tu pantalla y lo lleva a las 
computadoras centrales de internet para hacer 
el trabajo pesado, usando el motor ultra rápido 
de Google Chrome) publicó correcciones de se-
guridad que incluyeron la vulnerabilidad de alta 
gravedad CVE-2026-111497 en su decodificador 
Brotli. Según reportó el proyecto, el procesamien-
to de archivos comprimidos manipulados podría 
provocar corrupción de memoria y derivar tam-
bién en la ejecución remota de código. Significa 
que un hacker podría enviarle un archivo ZIP o 
RAR “trucado” (manipulado) a tu servidor de 
Node.js para romper su memoria interna y tomar 
el control total de tu computadora a la distancia.

En otra capa de la infraestructura, el CSIRT de 
Eslovaquia alertó el 23 de octubre sobre la divul-
gación pública de vulnerabilidades en entornos Li-
nux (computadoras que usan el sistema operativo 
Linux -el “cerebro” detrás de la gran mayoría de la 
tecnología del mundo- en lugar de usar Windows 
o Mac) antes de que existieran parches oficiales 
para corregirlas. Entre ellas destacan los reportes 
ZDI-CAN-33549 y ZDI-CAN-33774, vinculados a 
componentes de intercambio de archivos y cali-
ficados con una severidad crítica de 9,0 (aún sin 
identificador CVE asignado al momento del aviso). 
Aquí, el nivel de riesgo depende directamente de 
la arquitectura y configuración de cada servidor.

Esta seguidilla de alertas demuestra que las 
amenazas golpean simultáneamente distintas 
capas tecnológicas. Para dimensionar el riesgo 
propio, ya no basta con mirar hacia adentro: es 
indispensable contar con un inventario claro de 

qué software sostiene cada servicio y qué depen-
dencias de terceros incorpora nuestra operación.

Una presión internacional que golpea de lleno 
a Latinoamérica

El reporte de septiembre de Check Point Research, 
dado a conocer el 8 de octubre, posiciona a Lati-
noamérica como la región con el mayor volumen 
de ciberataques a nivel global según sus registros: 
un promedio de 3.813 ataques semanales por or-
ganización, lo que representa un salto del 35 % 
respecto al año anterior.

El mismo estudio revela otro dato inquietante: 
en la región, uno de cada 25 prompts o instruc-
ciones ingresadas a herramientas corporativas de 
IA generativa (el 4 %) presenta un alto riesgo de 
exponer información confidencial. Si bien este in-
dicador mide el riesgo detectado en el universo 
monitoreado por la firma -y no implica necesa-
riamente una filtración consumada en cada caso-, 
refleja una brecha evidente en los hábitos de uso 
seguro.

La escala global del problema también quedó 
plasmada en el balance operativo de octubre de 
Microsoft: solo desde enero de este año, diversas 
infraestructuras utilizadas por cibercriminales fa-
cilitaron el envío de más de mil millones de men-
sajes maliciosos dirigidos a usuarios y empresas 
en más de 150 países. Aunque la cifra refleja el 
alcance masivo de las campañas y cada intrusión 
efectiva debe evaluarse caso a caso, el volumen de 
fuego es innegable.

En el terreno de las brechas confirmadas, Crowd-
Strike reportó el 7 de octubre una operación dirigi-
da contra entidades financieras en Corea del Sur 
entre fines de septiembre y principios de octubre. 
El ataque logró extraer datos combinando tácticas 
ofensivas tradicionales con el uso de herramientas 
de inteligencia artificial.

Por su parte, en Francia, una sesión ante el Sena-
do durante la semana del 19 de octubre detalló 
cómo la explotación de una vulnerabilidad en la 
herramienta Metabase, ocurrida en agosto, com-
prometió a cerca de una decena de organismos 
públicos. En el caso de la propia agencia francesa 
de ciberseguridad (ANSSI), el incidente afectó un 
entorno de desarrollo externalizado y terminó con 
la filtración de correos electrónicos de funciona-
rios y colaboradores externos.

Aunque se trata de episodios ocurridos en distin-
tas latitudes y contextos, su lectura conjunta deja 
una lección urgente para Chile: debemos auditar a 
fondo los puntos de conexión entre el Estado, los 
proveedores tecnológicos y el sector privado. Una 
sola vulnerabilidad en un proveedor compartido 
puede provocar un efecto dominó sobre decenas 
de instituciones.

Agentes de IA que eluden la contención: un 
riesgo concreto que exige supervisión

Cuando hablamos de «agentes de IA que se es-
capan», es necesario aterrizar el concepto sin caer 
en la ciencia ficción. Nos referimos a sistemas 
autónomos que, durante sus fases de entrena-
miento o evaluación, logran sortear las barreras 
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técnicas que les fueron impuestas por sus propios 
desarrolladores.

En un informe publicado el 23 de octubre, Open 
AI (Los creadores de Chat GPT) abordaron abi-
ertamente estos nuevos desafíos de contención. 
Además de hacer referencia a un incidente previo 
ocurrido en julio con la plataforma Hugging Face, 
la compañía reveló que el pasado 20 de septiem-
bre uno de sus modelos internos aprovechó un 
error de configuración en un servidor DNS para 
obtener acceso limitado a internet en pleno pro-
ceso de entrenamiento. Aunque OpenAI aseguró 
que el evento fue contenido a tiempo y dio pie a 
un refuerzo en sus protocolos, la señal de alerta 
es inequívoca.

Este antecedente obliga a cualquier empresa a 
replantearse los permisos que otorga a los agen-
tes de IA que integra en sus flujos de trabajo. 
Toda herramienta automatizada con capacidad 
para consultar bases de datos, ejecutar código 
o conectarse con servicios externos debe oper-
ar bajo el principio de mínimo privilegio, contar 
con registros de auditoría inalterables y tener un 
“botón de apagado” inmediato.

En una empresa de seguridad privada, un agente 
mal configurado podría comprometer antece-
dentes de clientes, reportes de incidentes, regis-
tros de cámaras o planos de instalaciones críticas. 
En el aparato estatal, el riesgo escala hacia datos 
sensibles de los ciudadanos y trámites administra-
tivos. Para las personas de a pie, las consecuen-
cias van desde el robo de identidad, estafas y la 
exposición de datos privados hasta el verse perju-
dicadas por decisiones automatizadas basadas en 
información errónea o vulnerada.

La adopción de la inteligencia artificial no puede 
medirse solo por las eficiencias que promete, sino 
por la robustez de los controles que implementa-
mos para gobernarla.

Cuando el daño traspasa la pantalla

En el sector de la seguridad privada, una caída 
informática no es un problema abstracto: signifi-
ca perder la capacidad de verificar una alarma en 
tiempo real, quedarse sin acceso a las cámaras de 
vigilancia o paralizar la coordinación de patrulla-
je en terreno. Por eso es vital realizar simulacros 
operativos que pongan a prueba cómo respon-
derá el servicio si la plataforma central se apaga y 
cómo se resguardará la cadena de custodia de la 
evidencia digital.

El impacto en el mundo físico también golpea a 
las personas a través de la cadena de suminis-
tro. Un caso ilustrativo de este 2026 fue el ciber-
ataque sufrido el 11 de marzo por Stryker, gigante 
de la tecnología médica, que paralizó su entorno 

corporativo a nivel global. En sus reportes posteri-
ores, la compañía reconoció problemas en el pro-
cesamiento de pedidos y despachos, lo que obligó 
incluso a reprogramar procedimientos médicos 
por retrasos en la entrega de insumos, aun cuan-
do los dispositivos en sí mismos seguían siendo 
seguros para su uso clínico.

En el plano local, el Banco Central de Chile ad-
virtió en su “Informe de Sistemas de Pago 2026” 
un alza en la tasa de fraudes durante el primer 
semestre en comparación con el año anterior, ha-
ciendo un llamado directo a los proveedores del 
ecosistema financiero a redoblar sus medidas de 
resguardo.

Para el ciudadano común, la ciberseguridad se 
traduce en certezas cotidianas: que sus ahorros 
estén a salvo, que el banco bloquee a tiempo una 
transacción fraudulenta, recibir una respuesta 
rápida ante una emergencia y poder utilizar sus 
servicios sin interrupciones. Los seguros y co-
berturas financieras ayudan a amortiguar las pér-
didas una vez consumado el hecho, pero solo la 
prevención efectiva reduce la probabilidad y el 
impacto del golpe.

La encrucijada presupuestaria: protegerse con 
recursos limitados

La tesis central de esta columna apunta a una 
realidad incómoda: la acumulación simultánea 
de nuevas exigencias tributarias, laborales, tec-
nológicas y sectoriales amenaza con asfixiar la 
capacidad de muchas empresas chilenas -espe-
cialmente aquellas que operan con márgenes 
estrechos- para actualizar sus presupuestos de 
ciberseguridad con la urgencia y profundidad que 
el escenario actual demanda. El impacto real, por 
supuesto, variará según el tamaño, rubro y espal-
da financiera de cada organización.

En este contexto, conviene analizar con precisión 
el alcance de la reciente rebaja al impuesto cor-
porativo. La Ley 21.850, de Reconstrucción Nacio-
nal, establece una reducción gradual del impuesto 
de primera categoría para el régimen general: 27 
% para las rentas del año comercial 2026; 25,5 
% en 2027; 24 % en 2028, llegando finalmente 
al 23 % a partir de 2029 (sin perjuicio de las 
particularidades y excepciones de cada régimen 
tributario).

Esto significa que, durante 2026, el alivio tri-
butario recién inicia su marcha gradual con una 
tasa del 27 %, mientras que una vulnerabilidad 
informática crítica exige desembolsos e interven-
ciones hoy mismo. Más aún: una menor carga im-
positiva sobre las utilidades anuales no garantiza 
por sí sola liquidez inmediata en la caja mensual, 
ni asegura que esos recursos vayan a destinarse 
automáticamente a fortalecer la seguridad digital.

Sobre esta estrechez financiera se apila una ver-
dadera avalancha regulatoria. La Ley N° 21.663 
(Ley Marco de Ciberseguridad) impone estrictos 
deberes de reporte y gestión de riesgos a las enti-
dades calificadas como esenciales o importantes. 
La Ley N° 21.719 exige reestructurar por comple-
to el tratamiento de datos personales de cara a 
su entrada en vigencia. Y, en el ámbito sectorial, 
la Ley N° 21.659 sobre Seguridad Privada eleva 
los estándares en materia de autorizaciones, es-
tudios de seguridad, certificación de personal y 
capacitación.

A esto se suma el frente laboral y penal corpora-
tivo. La Ley Karin (N° 21.643) obliga a mantener 
protocolos activos de prevención e investigación 
frente al acoso y la violencia en el trabajo. La Ley 
N° 21.561, que redujo la jornada laboral a 42 
horas semanales desde el pasado 26 de abril de 
2026, ha forzado a rediseñar esquemas de turnos 
y coberturas operativas. 

Por su parte, la Ley N° 21.595 de Delitos Econó-
micos amplió drásticamente el catálogo de ilícitos 
atribuibles a las empresas -exigiendo actualizar 
los modelos de prevención del delito-, todo ello 
en paralelo a la implementación del Decreto Su-
premo 44 sobre gestión preventiva de riesgos 
laborales, vigente desde febrero de 2025. Y para 
coronar, La Ley de Reforma Previsional de Chile 
(Ley N° 21.735) que establece un aumento gra-
dual del 8,5% en las cotizaciones con cargo ex-
clusivo al empleador, lo que elevará la tasa to-
tal de aporte previsional del 10% actual hasta 
el 18,5% en un plazo de 9 años. Comenzó en 
agosto de 2025 con un 1% inicial y en agosto de 
2026 subió al 3,5% de la renta imponible. El plan 
es seguir subiendo año a año hasta completar el 
8,5% extra en el año 2033.

Nadie discute que cada una de estas leyes per-
sigue fines legítimos y necesarios para el país. 
El problema práctico es que cumplirlas exige 
horas de dedicación de equipos internos y di-
rectorios, contratación de consultores, capacita-
ciones continuas, compra de software, auditorías 
permanentes, retenciones directas y todo ello es 
finalmente menos margen y desvío del foco cor-
porativo. 

Por otro lado, la presión financiera y operativa se 
multiplica cuando las empresas abordan cada ley 
como un compartimento estanco, creando proyec-
tos paralelos que duplican los gastos, esfuerzos y 
levantamiento de evidencias.

El verdadero peligro presupuestario ocurre cuan-
do una organización, intentando cumplir con todo 
en el papel a través de recursos fragmentados, 
termina postergando la inversión en controles 
técnicos urgentes que evitan que su operación 
sea hackeada mañana. Superar esta trampa exige 
mayor músculo de visión estratégica por parte de 
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los directorios y una política pública que tome en 
cuenta la capacidad real de absorción normativa 
de nuestro tejido empresarial.

Optimizar recursos e integrar el cumplimiento

Desde la vereda de la política pública, una 
respuesta sensata pasa por armonizar las exi-
gencias que se superponen entre distintos re-
guladores, estandarizar la entrega de eviden-
cias para evitar la burocracia duplicada y ofrecer 
acompañamiento técnico real a las Pymes. Asimis-
mo, vale la pena discutir incentivos o apoyos di-
rectos para aquellas inversiones comprobables en 
ciberseguridad, capacitación técnica y resiliencia 
operativa.

Puertas adentro de las empresas, la clave para so-
brevivir a esta ola regulatoria sin quebrar el presu-
puesto está en unificar la gobernanza y la gestión 
de riesgos. Un control robusto de accesos in-
formáticos, el resguardo seguro de expedientes de 
trabajadores, la auditoría rigurosa a proveedores 
y un sistema centralizado de trazabilidad sirven 
simultáneamente para cumplir con la Ley de 
Ciberseguridad, la Ley de Datos Personales, la 
Ley de Delitos Económicos y la normativa laboral. 
Pero lograr esa sinergia requiere romper los silos 
internos y sentar en la misma mesa a las áreas de 
TI, legal, recursos humanos y operaciones.

El debate actual en torno a la nueva Ley de Pro-
tección de Datos Personales ilustra muy bien por 
qué es vital planificar con rigor jurídico y no ba-
sarse en rumores. Si bien el Senado informó el 
pasado 20 de octubre que una comisión aprobó 
en general la iniciativa para postergar la entrada 
en vigencia de la norma hasta diciembre de 2027, 
dicho avance legislativo aún no constituye una 
ley promulgada ni publicada. Hoy, en términos 

estrictamente legales, la fecha límite sigue siendo 
el 1 de diciembre de 2026.

Con todo, incluso si esa prórroga llegara a con-
cretarse, el tiempo extra no debe verse como una 
excusa para congelar los proyectos, sino como 
una oportunidad valiosa para ordenar las bases 
de datos, renegociar cláusulas con proveedores 
y revocar permisos de acceso innecesarios. Los 
ciberdelincuentes y las brechas de seguridad no 
esperan los tiempos del Congreso.

El verdadero indicador de éxito será la protec-
ción comprobable

La experiencia internacional demuestra que 
es posible medir los avances con indicadores 
concretos. El pasado 12 de octubre, un informe 
presentado ante el Parlamento del Reino Unido 
detalló los resultados de dos programas piloto 
gubernamentales que utilizaron inteligencia arti-
ficial para auditar código fuente: la iniciativa per-
mitió detectar y corregir 1.352 vulnerabilidades 
distribuidas en 548 repositorios pertenecientes a 
18 ministerios y departamentos. Aunque esto no 
garantiza inmunidad total para la infraestructura 
británica, representa un ejercicio transparente de 
reducción de riesgo medible.

En Chile, la Agencia Nacional de Ciberseguridad 
(ANCI) contabilizó 324 reportes de incidentes con 
impacto significativo solo durante el primer se-
mestre del año, y ya ha convocado para este 
29 de octubre al primer Ejercicio Nacional de 
Ciberseguridad. Son pasos institucionales en la 
dirección correcta, pero su efectividad dependerá 
de que cada organización haga su propio trabajo 
puertas adentro.

La hoja de ruta inmediata para cualquier empre-
sa o institución pública es clara: mapear sus ac-
tivos y servicios críticos, evaluar su nivel real de 
exposición y asignar presupuesto prioritario para 
parchar las vulnerabilidades que hoy están sien-
do explotadas. A la par, es indispensable poner a 
prueba los planes de respaldo y recuperación de 
desastres, restringir los privilegios de las herra-
mientas de IA y realizar simulacros de manejo de 
crisis que involucren tanto a los equipos técnicos 
como a la alta dirección.

Para ordenar este esfuerzo, estándares actualiza-
dos como la norma ISO/IEC 27701:2025 ofrecen 
un marco de trabajo sólido que permite integrar 
la gestión de la privacidad con los controles de 
seguridad de la información y el cumplimiento 
normativo. Su valor, eso sí, no radica en colgar un 
certificado en la pared, sino en definir responsa-
bilidades claras, aplicar controles efectivos y ge-
nerar evidencia auditable de mejora continua.

Chile necesita que el creciente rigor regulato-
rio vaya de la mano con una capacidad real de 
ejecución técnica y financiera. El saldo de este 
«octubre negro» no debería ser la parálisis ni el 
agotamiento de los equipos, sino presupuestos 
mejor enfocados, sistemas críticos debidamente 
parchados y organizaciones entrenadas para re-
cuperarse ante un golpe. Esa será la única eviden-
cia tangible de madurez que podrán valorar las 
empresas, el Estado y, sobre todo, los ciudadanos 
que confían en ellos.

Para compliance, auditorías de gobernanza, 
integración de IA segura y adecuación a la 
ISO 27701, contácteme y comencemos a 

proteger su futuro hoy.
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En Chile, el año 2026 marca un punto de inflexión crítico en seguridad minera, consolidando un escenario donde el crimen organizado y la alta tecnología 
miden fuerzas directamente. La sostenida demanda global y el alto precio internacional del metal rojo han transformado la seguridad minera. Lo que antes 
eran hurtos menores, hoy se maneja bajo la dinámica de asociaciones criminales complejas y mafias corporativas.

Chile enfrenta una creciente preocupación por los 
delitos vinculados al robo de cobre. Lo que du-
rante años pudo parecer un problema circunscrito 
a la sustracción de cables eléctricos y materiales 
metálicos se ha convertido en una amenaza de 
mayor complejidad, con organizaciones criminales 
capaces de intervenir instalaciones industriales, 
atacar trenes de carga y desarrollar circuitos para 
almacenar, transportar y comercializar el material 
sustraído.

El incentivo económico resulta evidente: el cobre 
es uno de los principales recursos estratégicos 
de la economía chilena y su cotización interna-
cional puede convertir una carga robada en una 
mercancía de considerable valor. Sin embargo, el 
problema no termina con la sustracción. Para que 
el delito resulte rentable a gran escala, también 
deben existir mecanismos para recibir, procesar y 
comercializar el metal, eventualmente ocultando 
su procedencia ilícita.

Las cifras conocidas durante 2026 muestran que 
la situación requiere una respuesta coordinada 
entre las policías, el Ministerio Público, las em-
presas afectadas y los organismos encargados 
de fiscalizar la comercialización y exportación de 
metales.

Un récord de robos que afecta al suministro eléc-
trico

Uno de los indicadores más preocupantes 
proviene de la Compañía General de Electricidad 
(CGE). Según información publicada por la em-
presa en febrero de 2026, durante 2025 se re-
gistraron 1.426 episodios de robo de cables en 
sus instalaciones de distribución y transmisión, 
con un total de 420 kilómetros de conductores 
sustraídos.

La cifra representa un deterioro significativo 
respecto de 2024, cuando se contabilizaron 774 
episodios y 225 kilómetros de cables robados. En 
términos interanuales, los eventos aumentaron 
aproximadamente un 84%, mientras que la longi-
tud del material sustraído creció cerca de un 87%.
El impacto económico informado superó los 
$5.500 millones, considerando los daños y las 
reparaciones asociados a estos delitos. Además, 
los hechos afectaron a 265.487 clientes a lo largo 
de la zona de concesión de la compañía.
 

El Nuevo Ciclo Político y Regulatorio

En el ámbito institucional, la seguridad minera ha 
tomado un rol prioritario debido al cambio de ciclo 
político con la llegada del gobierno del presidente 
José Antonio Kast. 

Dado que el cobre y el litio están declarados min-
erales estratégicos bajo los nuevos planes de de-

sarrollo geopolítico y cadenas de suministro (en 
cooperación con potencias globales), la seguri-
dad en las rutas del norte y el centro del país ha 
pasado de ser un problema corporativo privado a 
un asunto de seguridad nacional para el Estado 
chileno.

El incremento de los robos de cables eléctricos, 
los asaltos a trenes que transportan cátodos y la 
sustracción de cobre desde instalaciones mineras 
evidencian un fenómeno que trasciende la delin-
cuencia común. Detrás de estos hechos se confi-
gura un mercado ilícito que aprovecha el eleva-
do valor internacional del metal y las dificultades 
para rastrear su origen, con consecuencias para la 
seguridad pública, la continuidad de los servicios 
y la actividad económica nacional.

Estos antecedentes permiten dimensionar una 
de las principales consecuencias del fenómeno: 
el robo de cobre no perjudica únicamente a la 
empresa propietaria del material, sino también a 
las personas que dependen de la infraestructura 
intervenida.

La sustracción de cables puede provocar interrup-
ciones del suministro eléctrico, daños en postes 
y transformadores, gastos extraordinarios de re-
paración y movilización de personal técnico. En 
determinadas circunstancias, también puede com-
prometer servicios esenciales y afectar la actividad 
comercial e industrial.
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Durante el quinquenio 2022–2026, el fenómeno del robo de cobre en Chile ha sufrido una severa transformación estructural, evolucionando 
desde hurtos de oportunidad en redes domiciliarias y de telecomunicaciones hacia esquemas de crimen organizado complejo orientados al 
sabotaje y extracción masiva en alta tensión y faenas mineras de alta escala.
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Seguridad & Defensa  53



Durante el primer semestre de 2025, CGE ya había 
reportado 705 episodios de robo de cables y 209 
kilómetros de conductores sustraídos, casi cuatro 
veces los 190 episodios registrados durante el 
mismo período de 2024. La evolución posterior 
confirmó que no se trataba de un problema menor 
ni de una serie aislada de incidentes.

El cobre: un recurso estratégico convertido en 
objetivo criminal

La paradoja resulta especialmente significativa 
para Chile. El país es uno de los principales pro-
ductores mundiales de cobre y depende de esta 
industria para una parte relevante de sus exporta-
ciones y de su actividad económica.

Precisamente, el valor comercial del metal con-
tribuye a explicar su atractivo para las orga-
nizaciones delictivas. A diferencia de otros bienes 
robados, el cobre puede incorporarse a diferentes 
circuitos comerciales una vez procesado, mezcla-
do con otros materiales o presentado bajo una 
descripción que dificulte establecer su proceden-
cia.

El Informe de Crimen Organizado en Chile 2025, 
elaborado por el Ministerio Público, identifica fac-
tores que favorecen el mercado ilícito del cobre: 
su elevado valor internacional, las dificultades 
para establecer la trazabilidad y la propiedad del 
material, las vulnerabilidades en determinados 
controles y las condiciones de aislamiento geográ-
fico de algunas zonas de extracción y transporte. 
También describe mecanismos de inserción en los 
mercados formales mediante intermediarios, em-
presas de fachada y exportaciones fraudulentas.
En consecuencia, el robo de cobre debe analizarse 
como una cadena delictiva y no solamente como 
el acto de cortar un cable o sustraer una carga.

En uno de sus extremos están quienes ejecutan 
materialmente el robo. En el otro pueden encon-
trarse los receptores, intermediarios y operadores 
comerciales que permiten convertir el metal en 
dinero.

Combatir únicamente al autor material de la sus-
tracción resulta insuficiente si permanece intacta 
la estructura que compra, recibe y comercializa el 
producto robado.

El precio internacional como incentivo

La cotización del cobre constituye una variable re-
levante para comprender la evolución de estos 
delitos, aunque no es el único factor que los ex-
plica.

Cuando el metal alcanza precios elevados, au-
menta el valor potencial de los cargamentos 
y puede mejorar la rentabilidad que los delin-
cuentes esperan obtener. Esto puede incentivar 
nuevos ataques, especialmente cuando las pro-
babilidades de detección se perciben como bajas y 
existen compradores dispuestos a recibir material 
de origen dudoso.

No obstante, para establecer cuánto del aumen-
to delictivo responde específicamente a las fluc-
tuaciones de la cotización internacional sería 
necesario contrastar las series de precios con las 
estadísticas policiales, los volúmenes sustraídos y 
las investigaciones sobre los circuitos de comer-
cialización.

Lo que sí muestran los antecedentes disponibles 
es que el elevado valor del cobre constituye uno 

54  Seguridad & Defensa

Seguridad Minera



de los factores estructurales que favorecen este 
mercado ilícito.

El norte de Chile: asaltos a trenes y ataques a 
instalaciones mineras

La problemática adquiere una dimensión particu-
larmente delicada en las regiones mineras del 
norte, donde el transporte de grandes volúmenes 
de cobre constituye una pieza esencial de la cade-
na productiva.

En septiembre de 2026, antecedentes publicados 
por Emol sobre los ataques a trenes que trans-
portan el metal en el desierto de Atacama die-
ron cuenta de una preocupante evolución de los 
métodos empleados por las bandas.

De acuerdo con información atribuida a la indus-
tria minera y antecedentes conocidos por Reuters, 
durante 2025 se registraron 86 robos a trenes 
vinculados al transporte de cobre, frente a 39 
asaltos reportados para 2022. Más inquietante 
aún, entre enero y abril de 2026 se contabilizaron 
34 ataques, durante los cuales se sustrajeron 169 
toneladas métricas de cobre, equivalentes al 71% 
del volumen robado durante todo 2025, según los 
antecedentes citados.

Estos hechos reflejan un escenario en el que las 
organizaciones delictivas parecen actuar con ma-
yor coordinación y disposición a asumir riesgos.

Los ataques a los trenes no solo representan pér-
didas materiales. También exponen a trabajadores 
y personal de seguridad a situaciones de violencia, 

comprometen la continuidad de las operaciones 
y obligan a reforzar los sistemas de vigilancia y 
protección de la carga.

En este contexto, la seguridad de la cadena 
logística minera deja de ser exclusivamente una 
responsabilidad operacional de las compañías y 
adquiere una dimensión de seguridad pública y 
protección de infraestructura estratégica.

Organizaciones capaces de operar durante 
años

La complejidad del fenómeno también se observa 
en las investigaciones desarrolladas por el Minis-
terio Público.

En noviembre de 2025, la Fiscalía Regional de 
Antofagasta informó sobre la detención de inte-
grantes de una organización investigada por al 
menos nueve robos de cátodos de cobre desde 
faenas mineras, trenes y camiones, cometidos en-
tre diciembre de 2024 y julio de 2025. El valor de 
los paquetes de mineral sustraídos se estimó en 
cerca de $500 millones.

Posteriormente, el 5 de octubre de 2026, la Fis-
calía informó sobre nuevas detenciones vincula-
das a una organización que habría operado en-
tre Mejillones y Calama, afectando instalaciones 
mineras y al Ferrocarril de Antofagasta a Bolivia 
(FCAB).

Entre los hechos investigados figuraban asaltos 
en los que se habría sustraído cobre avaluado en 
decenas de millones de pesos, además de un ep-

isodio en que los delincuentes habrían intimida-
do con armas de fuego al personal de seguridad. 
La investigación vinculó a los imputados con al 
menos diez delitos y estimó en aproximadamente 
$500 millones el valor de los metales sustraídos 
en los hechos considerados.

Estos antecedentes muestran que el problema 
puede involucrar estructuras con capacidad para 
planificar operaciones, seleccionar objetivos y 
mantener redes de comercialización.

La existencia de estos grupos obliga a revisar los 
protocolos de seguridad en las instalaciones mi-
neras, los patios de almacenamiento, las rutas de 
transporte y los terminales logísticos.

De la sustracción a la exportación: seguir la 
ruta del cobre

Una de las dificultades centrales para enfrentar 
este delito consiste en determinar qué ocurre con 
el metal después de su robo. La investigación de 
los eslabones posteriores resulta fundamental 
porque permite identificar a quienes financian, 
reciben o comercializan el material y establecer si 
existen redes de mayor alcance.

En el mercado ilícito pueden intervenir compra-
dores que mezclan material de procedencia legal 
e ilegal, establecimientos que no verifican ade-
cuadamente su origen y operadores que utilizan 
documentación irregular para dificultar la fisca-
lización.

El informe del Ministerio Público sobre crimen 

Seguridad Minera

Seguridad & Defensa  55



56  Seguridad & Defensa

Seguridad Minera

organizado identifica precisamente la comercia-
lización mediante intermediarios y las exporta-
ciones fraudulentas entre los mecanismos utiliza-
dos para introducir cobre ilícito en circuitos co-
merciales.

La dimensión internacional agrega otro de-
safío. El cobre es una mercancía comercializada 
globalmente, por lo que la investigación no siem-
pre termina en el lugar donde se cometió el robo. 
Puede ser necesario reconstruir operaciones de 
compra, movimientos de carga, documentación 
tributaria y aduanera y relaciones entre distintas 
empresas. Por ello, la trazabilidad debe ocupar un 
lugar central en la estrategia de prevención.

Registrar las transacciones, verificar la identidad 
de los proveedores, documentar el origen del ma-
terial y fiscalizar las operaciones de mayor riesgo 
son medidas que pueden contribuir a reducir las 
oportunidades de introducir cobre robado en el 
mercado formal.

Seguridad privada y protección de infraestruc-
tura crítica

La evolución de estos delitos también plantea de-
safíos para la industria de la seguridad privada y 
para los responsables de proteger instalaciones 
industriales, mineras y logísticas.

Las medidas tradicionales de vigilancia pueden 
resultar insuficientes cuando los delincuentes 
actúan de manera coordinada, conocen las ca-
racterísticas de las instalaciones y aprovechan ex-
tensas áreas geográficas o sectores con limitada 
presencia de personal.

La prevención requiere combinar análisis de ries-
gos, vigilancia física, tecnologías de detección, 
control de accesos, monitoreo de perímetros, 
gestión de incidentes y coordinación con las au-
toridades.

En el ámbito minero, la protección debe extender-
se más allá del recinto productivo. Los cargamen-
tos también pueden quedar expuestos durante su 
almacenamiento, transferencia y transporte por 
carretera o ferrocarril.

En las redes eléctricas, por su parte, la extensión 
de los tendidos y la distribución territorial de los 
activos hacen necesario priorizar los sectores de 
mayor riesgo y mejorar la capacidad de detectar 
intervenciones no autorizadas.

La tecnología puede contribuir a identificar even-
tos sospechosos y reducir los tiempos de respues-
ta, pero su efectividad depende de que exista una 
estrategia operacional que permita transformar 
las alertas en acciones concretas.

Asimismo, la colaboración entre empresas, 
policías, fiscalías y autoridades sectoriales resul-
ta fundamental para compartir información sobre 
patrones delictivos, puntos críticos y modalidades 
de operación.

Una respuesta que debe alcanzar a toda la ca-
dena criminal

El aumento de los robos de cobre obliga a avan-
zar hacia una política de seguridad que combine 
prevención, investigación penal y fiscalización 
comercial.

En primer lugar, es necesario fortalecer la perse-
cución de las organizaciones que coordinan los ro-
bos y de los actores que permiten comercializar el 
material sustraído. Esto exige investigaciones pa-
trimoniales y financieras capaces de identificar los 
beneficios económicos del delito y las relaciones 
entre sus participantes.

En segundo término, deben reforzarse los con-
troles sobre la compra y venta de cobre usado, 
especialmente cuando existen inconsistencias 
documentales, volúmenes difíciles de justificar o 
proveedores cuya actividad no permite explicar el 
origen del material.

En tercer lugar, resulta indispensable mejorar la 
coordinación entre las compañías afectadas y las 
instituciones públicas, con mecanismos de denun-
cia, intercambio de información y seguimiento de 
los casos.
Finalmente, la protección de la infraestructura 
debe considerar el costo total de estos hechos: 
no solamente el valor del cobre robado, sino tam-
bién las reparaciones, las interrupciones de servi-
cios, los riesgos para las personas y las pérdidas 
derivadas de la paralización de operaciones.

Conclusión: el verdadero negocio está en la 
cadena ilícita

Las cifras disponibles permiten establecer que el 
robo de cobre en Chile ha alcanzado una dimen-
sión preocupante. Los 420 kilómetros de cables 
sustraídos desde instalaciones de CGE durante 
2025 y los antecedentes sobre los ataques a 
trenes y faenas mineras durante 2026 evidencian 
que se trata de un problema con múltiples expre-
siones y consecuencias.

El alto precio internacional del metal constituye un 
incentivo importante, pero no explica por sí solo 
la persistencia del fenómeno. Para que el robo se 
transforme en un negocio criminal rentable, tam-
bién deben existir oportunidades para ejecutar 
las sustracciones, trasladar el material y encontrar 
compradores capaces de incorporarlo a circuitos 
comerciales.

La respuesta, por tanto, no puede limitarse a in-
crementar la vigilancia en los puntos donde ocu-
rren los robos. Debe alcanzar a quienes organizan 
las operaciones, reciben los cargamentos y obtie-
nen beneficios de su comercialización.

Para Chile, proteger el cobre significa mucho 
más que resguardar un producto de exporta-
ción. Implica defender la continuidad del suminis-
tro eléctrico, la seguridad de los trabajadores, el 
funcionamiento de la minería y la integridad de 
una infraestructura estratégica para el desarrollo 
nacional.
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SIWA - https://fundacionkent.org/siwa/ - , el registro público que abrió la Fundación Sherman Kent sobre los treinta y tres Estados de América Latina y el Caribe, 
permite mirar el homicidio en dos ejes a la vez: cuánto y hacia dónde. Leídos por separado cuentan historias opuestas. La herramienta vale menos por las cifras 
que publica que por las que se niega a publicar cuando la serie no las sostiene.

Datos abiertos, los 33 países 
de la región medidos 
El nivel más bajo y el aumento más 
rápido pueden estar en el mismo país

La tasa de homicidios es el indicador más citado 
de la seguridad regional y también el más mal-
tratado. Casi siempre se publica como una cifra 
sola —un número por país, un ordenamiento, 
un titular— cuando en realidad son dos datos: 
el nivel y la pendiente. El registro publica los dos, 
y basta ponerlos uno al lado del otro para que el 
mapa deje de leerse como se lo suele leer.

La mediana de los treinta y tres Estados es 17,75 
homicidios por cada 100.000 habitantes, con dato 
de 2023. Arriba están San Cristóbal y Nieves con 
64,16, San Vicente y las Granadinas con 51,32, 
Jamaica con 49,44, Ecuador con 45,72, Haití con 
41,15 y Trinidad y Tobago con 40,44. Abajo, Boli-
via con 4,42, Cuba con 4,46, Argentina con 4,49, 
Chile con 6,35, Surinam con 6,52 y Paraguay con 
6,78. Es la fotografía conocida.

La segunda cifra cambia el cuadro

Ahora la pendiente, sobre la ventana móvil de 
diez años que emplea el registro. Entre los seis 
países con la tasa más alta, tres se movieron 
poco: San Cristóbal y Nieves subió 0,7 %, Jamaica 
2,6 % y Trinidad y Tobago 25,5 %. Otros dos se 

dispararon: Ecuador creció 686,9 % y Haití, 327,2 
%. Entre los seis con la tasa más baja, cinco ba-
jaron —Paraguay 36,7 %, la Argentina 24,9 %, 
Bolivia 23,1 %, Cuba 12,1 %, Surinam 6,5 %— y 
uno subió: Chile, 87 %. 

Diecisiete series que el registro se niega a 
proyectar

El registro prolonga cada serie a uno, dos y cuatro 
años con una recta de mínimos cuadrados, y pu-
blica junto a cada proyección su pendiente, su co-
eficiente de determinación y su margen. Muestra 
los tres horizontes a la vez, porque la diferencia 
entre ellos es en sí misma la información: en un 
país el horizonte corto puede decir que el año fue 
malo y el largo, que el país cambió de categoría.

Lo que hace confiable a ese mecanismo no es la 
proyección sino el resguardo. Cuando el coefi-
ciente de determinación cae por debajo de 0,5 
—cuando la serie sencillamente no describe una 
recta—, la proyección no se publica: el país se 
pinta aparte y la ficha dice que prolongar esa se-
rie daría una cifra sin sustento.

En el gráfico (pag. siguiente) , además, lo 
observado y lo prolongado nunca se dibu-
jan igual: la serie histórica va en línea llena 
y el tramo proyectado en línea de puntos. Y la 
proyección no incorpora ningún hecho pos-
terior al último dato —ni una elección, ni 
una ley, ni una crisis—. Prolonga una recta, 
y las series se quiebran. El pronóstico con esos 
elementos adentro es análisis, y sale por otro 
lado.

El caso de Chile, mirado de cerca

Chile pasó de 3,39 homicidios por cada 100.000 
habitantes en 2016 a 6,35 en 2023. Sigue estan-
do muy por debajo de la mediana regional —su 
tasa equivale a poco más de un tercio de ella— y 
solo tres Estados del padrón registran menos. 

En homicidios, de los treinta y tres Estados 
solo dieciséis tienen serie proyectable. 
Diecisiete no. Publicar una proyección 

para los treinta y tres habría sido inventar 
diecisiete cifras con apariencia de método.

https://fundacionkent.org/siwa/
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Las dos afirmaciones que suelen enfrentarse en 
el debate público chileno, la de que el país sigue 
siendo de los más seguros de la región y la de 
que la situación se deterioró de manera acelerada, 
son ambas correctas y describen el mismo par de 
cifras.

El patrón se repite en gobernanza. Chile ocupa el 
primer lugar de los treinta y tres en calidad re-
gulatoria, el tercero en estado de derecho, el ter-
cero en voz y rendición de cuentas y el cuarto en 
control de la corrupción: posiciones de cabeza re-
gional sin discusión. Sus series, en cambio, bajan. 
Entre 2016 y 2024 la calidad regulatoria pasó de 
1,28 a 0,78; el estado de derecho, de 0,99 a 0,69; 
la estabilidad política, de 0,59 a 0,12. El control 
de la corrupción es el único que se mantuvo, prác-
ticamente sin variación en ocho años.

Una precisión técnica que evita un error frecuente 
cuando estas series llegan a la prensa: estos indi-
cadores no admiten variaciones porcentuales. Se 
expresan en una escala de −2,5 a 2,5 que cruza el 
cero, y un porcentaje calculado sobre una escala 
con signo produce números espectaculares y sin 
sentido. Por eso las cifras de arriba van en puntos 
de la escala. El registro advierte, además, que son 
estimaciones construidas agregando encuestas y 
evaluaciones de expertos: no cuentan hechos y no 
pueden presentarse como recuentos.

La advertencia que el propio registro publica

Antes de que cualquiera de estas comparaciones 
se use para ordenar países, conviene leer algo que 
el registro declara en el mismo archivo del que 
salen las cifras, entre sus vacíos reconocidos. Es 
una advertencia incómoda y está publicada de 
todas formas.

La consecuencia es concreta. Comparar la tasa de 
un Estado con capacidad estadística consolidada 
contra la de otro cuya capacidad es sensiblemente 
menor no compara dos niveles de violencia: com-

para un nivel de violencia con una mezcla de 
violencia y capacidad de registro. La comparación 
sigue siendo útil, porque es la mejor disponible, 
pero deja de ser inocente.

El homicidio es recuento de hechos, pero de-
pende de la capacidad de registro de cada Es-
tado: uno que registra peor aparece con menos 
homicidios. La cifra baja puede indicar buena se-

guridad o mal registro.

Cinco compromisos que se pueden auditar

Un registro vale lo que valen sus reglas, y estas es-
tán publicadas para que cualquiera las contraste 
con el comportamiento del sitio.

·  No se simulan datos. Si una fuente falla, el sitio 
muestra el error. Nunca un valor de ejemplo.

·  Las discrepancias no se promedian. Si el dato 
oficial de un Estado y el del organismo multilateral 
difieren, se publican los dos con su fuente. Prome-
diar es fabricar.

·  Lo que falta se declara, con nombre y motivo. 
La serie de terrorismo termina en 2021 y el re-
gistro lo dice en la propia sección, e identifica cuál 
sería el reemplazo posible y por qué todavía no 
está en servicio. Publicar la tarea pendiente es una 
forma poco común de transparencia.

·  Hay una medición propia de opacidad, que la 
Oficina construye Estado por Estado revisando si 
cada uno publica su serie nacional de solicitudes 
de acceso a la información. Los que aún no se re-
visaron no figuran como opacos: figuran como no 
revisados, que es distinto.

·  El archivo queda versionado. Cada corri-
da se guarda con dirección fija, de modo que si 
una fuente corrige una cifra hacia atrás queda 
constancia de qué decía antes y desde cuándo.

Lo que no puede decir, y lo dice

Para quien trabaja en seguridad municipal, la li-
mitación más relevante del registro es también 
la más honestamente declarada: no hay desglose 
subnacional. Ninguna de las fuentes en uso pu-
blica desglose provincial, y donde no lo hay el país 
queda en gris en el mapa «en vez de pintarse con 
una cifra que no le corresponde».

Dicho de otro modo: una tasa nacional no 
describe a ninguna comuna, municipio ni dele-
gación en particular, y usarla para caracterizar un 
territorio concreto es un abuso de la cifra. Un re-
gistro regional comparable y un dato local accio-
nable son dos productos distintos, y el primero no 
puede sustituir al segundo. Lo que sí puede hacer 
es dar el marco: cuánto de lo que ocurre en un 
territorio se explica por una tendencia que atra-
viesa a todo el país o a toda la región, y cuánto es 
específico de ese lugar. Esa pregunta los equipos 
locales pueden responderla mejor que nadie, y sin 
una línea de base regional ni siquiera se puede 
formular.

Cómo se navega, en cuatro movimientos

El registro está pensado para consultarse, no para 
leerse de corrido. Cuatro pasos alcanzan para lle-
gar a cualquier cifra de este artículo, y para llegar 
a las que este artículo no usó.

·  Elija el ámbito. Un país, una zona —Andina, 
Caribe hispano, Caribe oriental, Cono Sur, Gua-
yanas, México y Centroamérica— o la región en-
tera. Lo que se elige manda sobre todo el resto.

·  Elija el nivel de lectura. Ciudadano abre tres 
secciones; Periodista, dieciséis; Analista, cuarenta 
y seis. Ninguno esconde nada de los otros: cambia 
cuánto se muestra a la vez.

Entre los seis países con menos homicidios de la región, cinco están bajando 
y uno está subiendo. Ese país es Chile, y su aumento es el cuarto más grande de los treinta y tres.
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·  Elija el tema y pinte el mapa. Son 59 temas 
agrupados en cuatro ejes, y se pueden cruzar dos 
o más para ver si se mueven juntos.

·  Llévelo. En el nivel Periodista, cada tema ofrece 
la cita lista para copiar, la planilla de datos en CSV 
y el informe del ámbito elegido en PDF. Todo abi-
erto, sin credenciales.

Hay además una capa que se recolecta cada hora: 
una ventana de 48 horas con lo que se está pu-
blicando ahora sobre el ámbito elegido. El registro 
advierte que esa capa no actualiza las cifras y que 
más notas de prensa no significan más hechos: 
pueden significar más atención. Es una adverten-
cia que a esta revista y a sus lectores les resulta 
familiar.

Percepción y medición no son lo mismo, y las 
dos informan

Las encuestas de percepción de inseguridad y las 
series de homicidios miden cosas distintas y nin-
guna reemplaza a la otra. La percepción responde 
a la experiencia, a la cobertura mediática y al en-
torno inmediato; la tasa cuenta hechos, con las 
limitaciones de registro ya señaladas. Cuando las 
dos se mueven en la misma dirección, el hallazgo 
se refuerza. Cuando divergen, la divergencia es 
en sí misma información y merece explicación, no 
descarte.

El registro no mide percepción, y lo dice: publica lo 
que puede medirse con series comparables entre 
Estados. Quien necesite la otra mitad del cuadro 
tiene que buscarla en otra parte, sabiendo que 
está sumando dos naturalezas distintas de dato.
Dónde termina el dato y empieza el análisis

El registro publica hechos calificados y no emite 
juicios. No lleva confianza analítica, no emplea 
el léxico de probabilidad y no va firmado. Los in-
formes de la Fundación sí: firmados, con probabil-
idad y confianza declaradas, y después de disenso 
formal.

La máquina recolecta y ordena. La máquina 
nunca concluye.

Todas las cifras de este artículo se leyeron el 7 de 
septiembre de 2026 y cualquiera puede reprodu-
cirlas hoy, sin credenciales y sin pedir permiso, y 
llegar a una lectura distinta de la de este texto. 
La invitación es a entrar y discutir con la tabla a 
la vista.

Qué es SIWA y como se ingresa

Es el registro público de situación de Améri-
ca Latina y el Caribe de la Fundación Sherman 
Kent. Reúne, sobre los treinta y tres Estados de la 
región, aquello que puede medirse en cuatro ejes: 

seguridad, defensa, gobernanza y desarrollo. Al 
7 de septiembre de 2026 estaban en servicio 69 
indicadores sobre 40 fuentes, y el número crece a 
medida que entran en servicio sus colectores.

Acceso libre y completo. No hay cuenta que 
crear, no hay muro de pago y no hay dato re-
servado dentro del registro. La planilla de datos y 
el informe del ámbito elegido se descargan igual 
de abiertos.

Registro: siwa.fundacionkent.org  ·  Presentación: 
fundacionkent.org/siwa  ·  Se cita como «SIWA, 
Fundación Sherman Kent».

Una invitación abierta a las instituciones de la 
región

Las fuentes en servicio son el punto de partida 
del registro y no su techo. La Fundación invita a 
universidades, oficinas de estadística, organismos 
públicos, observatorios y organizaciones de la so-
ciedad civil de cualquier país de la región a pro-
poner series sobre los treinta y tres Estados.

Tres condiciones: licencia que permita publicar-
la abierta, cobertura comparable entre Estados, y 
procedencia y fecha declaradas. Quien aporta una 
serie queda acreditado en cada cifra que de ella se 
derive, en los tres niveles de lectura.

Propuestas: info@fundacionkent.org

Por Edgardo Glavinich
Director Ejecutivo de la Fundación Sherman Kent · 

Oficina de Generación de Inteligencia

Datos abiertos (Open Data)
fundacionkent.org/siwahttp://
https://fundacionkent.org/siwa/


¿Cuáles son las áreas principales donde la inteli-
gencia artificial y los datos están abriendo nuevas 
posibilidades para prevenir delitos y mejorar la 
respuesta frente a las emergencias?
 
Vemos oportunidades en tres áreas principales: 
prevención, detección y respuesta. En prevención, 
el análisis de datos permite identificar patrones 
territoriales y horarios para orientar mejor las 
intervenciones. En detección, la videoanalítica 
puede apoyar el reconocimiento de vehículos con 
encargo por robo y generar alertas sobre situa-
ciones que requieren revisión de un operador. Y, 
en respuesta, integrar información de distintas 
instituciones permite coordinar mejor los equipos 
y priorizar la atención.
 

Como Fundación País Digital hemos evidenciado 
que los municipios y gobiernos regionales recono-
cen el valor de estas oportunidades porque les 
aportan conocimiento del territorio y capacidad 
de monitoreo. El desafío es conectar esas capaci-
dades mediante información compartida de for-
ma segura, protocolos claros y equipos prepara-

dos. Así, una alerta validada puede traducirse en 
una acción oportuna que proteja a las personas.
En Chile ya contamos con iniciativas nacionales 
como Fiscal HeredIA, de la Fiscalía Nacional, que 
incorpora inteligencia artificial para apoyar el 
análisis de información en la persecución penal, y 
SITIA, orientado a integrar tecnologías de telepro-
tección para fortalecer la seguridad. Junto con lo 
anterior, se han desarrollado startups como VSaaS 
o Deliryum IA que han aprovechado las oportuni-
dades de la videoanalítica y hemos encontrado 
a integradores tradicionales que han querido 
adentrarse a usar la IA para la inspección de indu-
mentaria de seguridad. El valor está en conectar 
estas capacidades para que una señal de riesgo 
se transforme oportunamente en una acción que 
proteja a las personas.

¿Por qué se vuelve fundamental el uso de la IA 
considerando la disponibilidad de los recursos 
policiales y los programas de seguridad?
 
Los recursos policiales y municipales son limita-
dos, por lo que se necesita utilizarlos con la mayor 
efectividad posible. La inteligencia artificial per-

mite procesar volúmenes de información que ex-
ceden la capacidad de revisión manual y apoyar 
decisiones sobre dónde concentrar esfuerzos, en 
qué horarios y frente a qué riesgos.
Un ejemplo concreto aparece en la Guía Integral 
de Sistemas de Teleprotección Inteligente, desa-
rrollada por Fundación País Digital y Fundación 
Paz Ciudadana. Con analítica avanzada, un ope-
rador puede supervisar hasta 300 cámaras en si-
multáneo, frente a aproximadamente 40 sin estas 
herramientas. Esta capacidad se apoya en alertas 
que permiten concentrar la atención en eventos 
relevantes y priorizar su revisión. Su rendimiento 
depende de la configuración del sistema, la capa-
citación y las condiciones de operación.
 
A esto se suma la interoperabilidad, que los sis-
temas de seguridad de los municipios, policías y 
organizaciones de emergencia puedan conectarse 
y compartir información de manera segura y opor-
tuna. Esto permite aprovechar la infraestructura 
existente, reducir tareas duplicadas y facilitar que 
una alerta llegue a quienes deben coordinar la 
respuesta, con imágenes, ubicación y antecedentes 
relevantes. Además, utilizar estándares abiertos fa-

Summit Seguridad 
Ciudadana y Emergencias
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Potenciar las respuestas ante 
emergencias mediante la  tecnología y la IA
La incorporación de la inteligencia artificial (IA) en la gestión de emergencias y seguridad es el factor clave para evolucionar desde un modelo de seguridad 
reactivo a un modelo preventivo y predictivo en tiempo real. La IA actúa como un multiplicador de fuerza que procesa volúmenes masivos de datos para an-
ticipar amenazas, acelerar la toma de decisiones y coordinar respuestas institucionales de manera ultra-eficiente. Estos fueron algunos de los temas abordados 
en el reciente Summit Seguridad Ciudadana y Emergencias, evento coorganizado por Fundación País Digital y Fundación Paz Ciudadana.  Para conocer los 
principales alcances y conclusiones de este encuentro, conversamos con Marco Terán, director de Desarrollo Digital de Fundación País Digital.



cilita integrar equipos de distintos proveedores y 
ampliar los sistemas a medida que cambian las 
necesidades.
 
La combinación de IA e interoperabilidad permite 
aprovechar mejor cada inversión y fortalecer la 
coordinación, siempre con protocolos claros, pro-
tección de datos y equipos preparados para ac-
tuar.
 
¿Cómo ayuda la inteligencia artificial a enfrentar 
un fenómeno dinámico y en constante evolución 
como la delincuencia?
 
La delincuencia cambia sus modalidades, hora-
rios y lugares de operación. La IA permite pro-
cesar grandes volúmenes de datos actualizados y 
reconocer relaciones entre hechos, personas, ve-
hículos o lugares que sería difícil identificar opor-
tunamente mediante una revisión manual. Esa 
capacidad ayuda a detectar cambios y adaptar las 
estrategias de seguridad.

Por ejemplo, Fiscal HeredIA apoya la revisión de 
antecedentes y la identificación de vínculos en in-
vestigaciones complejas, generando conocimiento 
que antes resultaba difícil de obtener, aunque los 
datos ya existieran. En teleprotección, el análisis 
de los eventos registrados también puede orientar 
ajustes en el monitoreo, el patrullaje y las inter-
venciones territoriales.

Para que este apoyo sea útil, debemos eval-
uar y actualizar los modelos, contrastar sus 
resultados con lo que ocurre en terreno y re-
visar la calidad de los datos y los posibles 
sesgos. Las alertas requieren validación hu-
mana y la responsabilidad de decidir perma-
nece en las instituciones y sus equipos.
 
¿Por qué el Summit Seguridad Ciudadana y 
Emergencias planteó una discusión que va “más 
allá de la incorporación de nuevas tecnologías”?
 
La seguridad exige fortalecer el cómo trabajan 
y colaboran las instituciones. Una cámara apor-
ta cuando un incidente se detecta, un operador 
valida la alerta y existe un procedimiento para 
coordinar la respuesta. Del mismo modo, los datos 
deben ser confiables y llegar oportunamente a las 
personas autorizadas.

Por eso, el Summit País Digital abordó una jorna-
da especial sobre seguridad y emergencias para 
reflexionar sobre la gobernanza de los datos, la 
coordinación institucional y las capacidades hu-
manas, junto con la privacidad, el mantenimiento 
y la continuidad operacional. La efectividad debe 
medirse en resultados para la ciudadanía, como 
mejores tiempos de respuesta y sistemas disponi-
bles cuando se necesitan.

Es importante destacar que Chile ya cuenta con 
infraestructura, tecnología y experiencia acumu-
lada. Municipios, gobiernos regionales, policías 
y otras instituciones han construido capacidades 
relevantes que debemos aprovechar, consideran-
do las distintas necesidades de cada territorio.

El siguiente paso es integrar mejor lo existente, 
mantenerlo operativo y actualizarlo donde co-
rresponda. Esto requiere conectar plataformas, 
acordar protocolos de intercambio de información, 
financiar el mantenimiento y la reposición, y ca-
pacitar a los equipos. Las nuevas inversiones de-
ben cubrir brechas concretas y complementar lo 
disponible. Así podemos convertir esfuerzos que 
hoy funcionan por separado en una respuesta más 
coordinada, sostenible y útil para las personas.
 
Considerando las recientes emergencias por los 
temporales, ¿qué podemos mencionar respec-
to de la IA como una herramienta efectiva para 
responder mejor ante emergencias?
 
Los eventos climáticos inusuales refuerzan la 
importancia de anticiparnos y contar con infor-
mación oportuna para actuar. La inteligencia 
artificial puede ayudar a integrar pronósticos 
meteorológicos, sensores hidrológicos, imágenes 
satelitales y cámaras para estimar cómo po-
dría evolucionar una emergencia y orientar el 
despliegue preventivo de recursos.
 
Precisamente, durante el Summit, Vicente Huer-
tas, de Indra Group, presentó IndraMind y abordó 
cómo la integración de información proveniente 
de distintas fuentes permite simular escenarios 
de riesgo y apoyar decisiones. Su planteamiento 
destaca un desafío fundamental: lograr que los 
datos disponibles en distintos sistemas puedan 
analizarse de manera conjunta.

Frente a lluvias intensas, estas capacidades po-
drían ayudar a identificar sectores expuestos 

62  Seguridad & Defensa

Crónica

Marco Terán, director de Desarrollo Digital de Fundación País Digital.

a inundaciones, priorizar zonas vulnerables y 
preparar la respuesta con mayor anticipación. 
Su efectividad requiere datos confiables, coordi-
nación institucional y comunicaciones y respaldo 
energético que permitan seguir operando durante 
la emergencia. Las decisiones siguen siendo hu-
manas y la IA aporta antecedentes para tomarlas 
con mayor oportunidad y fundamento.
 
¿Cuál es el compromiso de Fundación País Digi-
tal en cuanto a proponer soluciones tecnológicas 
que deriven en mayores niveles de eficiencia en 
materia de seguridad y emergencias?
 
Nuestro compromiso es articular la colaboración 
entre el sector público, las empresas, la academia 
y la sociedad civil para convertir las capacidades 
digitales en soluciones útiles para las personas. 
Eso supone compartir conocimiento, acercar 
experiencias y aportar criterios que ayuden a 
las instituciones a diseñar mejores proyectos y 
aprovechar sus recursos.
 
Una expresión concreta es la Guía Integral de Sis-
temas de Teleprotección Inteligente, desarrollada 
por Fundación País Digital y Fundación Paz Ciu-
dadana, donde participaron más de 40 personas 
de municipios, gobiernos regionales, fuerzas del 
orden y seguridad, fabricantes de hardware y soft-
ware, representantes del sector público y expertos 
en seguridad, avanzando juntos hacia un modelo 
más estandarizado, sostenible e inteligente. La 
guía aborda tecnología, capacidades humanas, 
coordinación, mantenimiento y sostenibilidad. 
Buscamos contribuir a que las inversiones se 
traduzcan en sistemas que funcionen de mane-
ra integrada, puedan sostenerse en el tiempo y 
permitan evaluar su aporte a la prevención y la 
respuesta ante emergencias.



Ley 21.659 elevó los estándares de la seguridad privada y exigió al sector profesionalizarse y adaptarse a un nuevo modelo. Pero su implementación dejó 
al descubierto una pregunta menos cómoda. ¿Estaba el Estado igualmente preparado para autorizar, fiscalizar y coordinar aquello que comenzaba a exigir?

Cuando el regulador se 
convierte en el cuello de botella
La nueva Ley de Seguridad Privada significó uno 
de los cambios regulatorios más importantes que 
ha experimentado el sector en décadas. Había ra-
zones suficientes para actualizar un modelo que 
llevaba años mostrando signos de agotamiento, 
elevar los estándares profesionales y ordenar una 
actividad que hoy tiene una presencia relevante 
en la protección de personas, bienes e instala-
ciones.

La necesidad de avanzar en esa dirección era 
evidente. Las dificultades comenzaron cuando el 
nuevo estándar tuvo que llevarse a la práctica.

La transición mostró problemas bastante rápido. 
Se acumularon solicitudes, algunos procedimien-
tos todavía estaban siendo definidos, cambió la 
distribución de competencias y la plataforma in-
formática fue entrando en operación por etapas. 
Para empresas, trabajadores, capacitadores y or-
ganismos técnicos de capacitación, buena parte 
de esa incertidumbre tenía efectos muy concretos. 
Condicionaba su posibilidad de trabajar, contratar 
personal, impartir cursos o simplemente cumplir 
con las nuevas exigencias.

Los antecedentes conocidos durante la tramita-
ción de la denominada ley corta ayudan a dimen-
sionar lo ocurrido. Al 7 de mayo de 2026 existían 
más de 35 mil personas cuyas autorizaciones 
debían renovarse y 27.826 continuaban pen-
dientes de revisión. A ello se sumaban 3.663 estu-
dios y planes de seguridad pendientes.

La respuesta terminó requiriendo una modifi-
cación legal. La Ley N.º 21.825 amplió de seis a 
dieciocho meses determinados plazos transitorios 
y estableció un plazo especial de noventa días 
hábiles para que la Subsecretaría se pronunciara 
sobre ciertos estudios de seguridad. La medida 
permitió evitar que una cantidad importante de 
autorizaciones venciera mientras el sistema to-
davía trataba de absorber la nueva carga admi-
nistrativa.

La prórroga era necesaria. También confirmó que 
la implementación había encontrado problemas 
bastante más profundos que los ajustes habi-
tuales de cualquier cambio normativo.

Profesionalizar también exige capacidad 
institucional

La Ley 21.659 elevó considerablemente las obli-
gaciones del sector. Para que ese cambio funcio-
nara, la institucionalidad encargada de aplicarlo 
también debía estar preparada para recibir so-
licitudes, revisar antecedentes, resolver autoriza-
ciones, administrar sistemas informáticos, fijar 
criterios y coordinarse con otros organismos.

Era esperable que los primeros meses trajeran di-
ficultades. Lo que cuesta justificar es que algunas 
se hayan prolongado durante buena parte del 
año.

Cuando una autorización necesaria para tra-
bajar permanece pendiente durante meses, la 
demora deja de ser un asunto interno de la Ad-
ministración. Sus efectos los soporta alguien 
afuera. Hay profesionales que no pueden ejercer, 
instituciones que no pueden incorporarlos a sus 
procesos y empresas que deben reorganizar su 
operación mientras esperan una decisión que de-
pende exclusivamente del Estado.

Los capacitadores muestran bien ese problema. La 
nueva regulación exige que quienes desempeñan 
esa función sean autorizados por la Subsecretaría 
de Prevención del Delito. Sin embargo, existen so-
licitudes ingresadas a fines de 2025 y comienzos 
de 2026 que, avanzado octubre, todavía esperan 
una resolución definitiva.

No sabemos si esos casos representan el prome-
dio de tramitación del sistema y no sería correcto 
afirmarlo sin datos oficiales. Pero diez u once me-
ses de espera para una autorización indispensable 
para ejercer merecen una explicación más convin-
cente que las dificultades propias de una puesta 
en marcha.

Además, los capacitadores no quedaron compren-
didos en la extensión extraordinaria de dieciocho 
meses que la Ley 21.825 concedió a determina-
das categorías del personal de seguridad privada. 
Para ellos, la autorización anterior mantiene vi-
gencia hasta su vencimiento y luego se requiere 
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una nueva autorización bajo el régimen actual-
mente vigente.

El artículo 27 de la Ley N.º 19.880 establece, 
como regla general, que un procedimiento admi-
nistrativo no debiera exceder de seis meses desde 
su inicio hasta la decisión final, salvo caso for-
tuito o fuerza mayor. Superar ese plazo no permite 
concluir automáticamente que exista responsabi-
lidad del Estado. Sí permite preguntarse cuánto 
tiempo debe soportar una persona una demora 
administrativa cuando esa resolución condiciona 
directamente su posibilidad de trabajar.

Hay además un elemento que conviene conside-
rar. La Ley 21.659 fue promulgada en marzo de 
2024 y comenzó a regir el 28 de noviembre de 
2025. La propia ley otorgó hasta un año desde 
su entrada en vigencia para que la plataforma in-
formática estuviera operativa, es decir, hasta el 28 
de noviembre de 2026. Mientras ello no ocurriera, 
contempló un régimen transitorio para determina-
das actuaciones.

A mi juicio, parte de la incertidumbre se produjo 
porque el nuevo modelo comenzó a desplegarse 
mientras varios de sus componentes todavía es-
taban tomando forma. Avanzar antes del venci-
miento de ese plazo podía tener sentido. Hacerlo 
con procedimientos aún en ajuste, capacidades 
administrativas exigidas al límite y una plataforma 
que seguía incorporando funcionalidades tuvo 
costos que terminaron absorbiendo los propios 
regulados.

Capacitar bajo incertidumbre

La capacitación probablemente sea uno de los 
ámbitos donde estas dificultades se hicieron más 
visibles.

La nueva ley pretende elevar el nivel formativo de 
guardias, vigilantes y demás componentes de la 
seguridad privada. Para conseguirlo se necesitan 
instituciones de capacitación funcionando, pro-
gramas aprobados, capacitadores autorizados y 
reglas suficientemente claras para organizar los 
cursos.

Durante varios meses, las OTEC debieron 
adaptarse mientras el nuevo sistema todavía 
buscaba estabilidad. Hubo dudas respecto de 
procedimientos, autorizaciones, examinaciones, 
programas, uso de la plataforma y distribución 
de competencias entre la Subsecretaría y Carabi-
neros. Parte de esas dificultades llegó incluso a 
reuniones formales con la autoridad.

El problema de los capacitadores repercute di-
rectamente en esa cadena. Una OTEC puede 
necesitar incorporar a un profesional para im-
partir determinada materia, pero ese profesional 
depende previamente de que la autoridad revise y 

apruebe sus antecedentes. Si la resolución demora 
meses, la consecuencia no termina en la carpeta 
del solicitante. Afecta también a la institución que 
necesita contratarlo y a las personas que deben 
capacitarse.

Y aquí aparece uno de los problemas más 
evidentes de la implementación. La ley exige más 
capacitación, pero algunos de quienes deben im-
partirla siguen esperando durante meses la auto-
rización necesaria para hacerlo.

La propia Subsecretaría ha ido corrigiendo 
algunos problemas. En septiembre dictó la  
Resolución Exenta N.º 3.493 y precisó diversas 
exigencias del reglamento. Entre otras materias, 
estableció que una institución de capacitación 
que solicita su primera autorización no tiene 
que acompañar previamente una nómina de ca-
pacitadores si todavía no los ha contratado. La 
resolución reconoce que exigir anticipadamente 
determinados medios humanos podía dificultar el 
cumplimiento y resultar desproporcionado.

La corrección parece sensata. También demuestra 
que varias de las dificultades que el sector venía 
advirtiendo tenían fundamento.

Las OTEC no son un actor secundario en este pro-
ceso. Buena parte de la profesionalización que 
la nueva ley pretende alcanzar depende de que 
puedan funcionar con reglas conocidas, respues-
tas oportunas y acceso suficiente a capacitado-
res autorizados. Haberlas incorporado con mayor 
fuerza desde el inicio probablemente habría evi-
tado parte de la incertidumbre que enfrentaron 
durante los primeros meses.

Pedir paciencia no basta

Este escenario estuvo muy presente en 
SeguridadExpo 2026, realizada en septiembre 
en Metropolitan Santiago. La propia feria incluyó 
dentro de sus actividades un conversatorio dedi-
cado a los desafíos de implementación de la Ley 
21.659.

Asistí a varias charlas y conversatorios en los que 
participó Rodrigo Rojas, jefe de la División de Se-
guridad Privada de la Subsecretaría de Prevención 
del Delito. En distintas intervenciones escuché 
explicaciones similares sobre las dificultades que 
estaba enfrentando la implementación, la capaci-
dad disponible de la División y la necesidad de 
que el sector tuviera paciencia mientras el sistema 
terminaba de ajustarse.

También escuché las preguntas del público. Re-
presentantes vinculados a organismos de capa-
citación plantearon directamente problemas que 
arrastraban desde hacía meses y reclamaron por 
falta de respuestas, demoras y procedimientos 
que todavía no parecían suficientemente claros.

Es comprensible que una autoridad reconozca 
las dificultades internas de una reforma de esta 
magnitud. Lo que cuesta aceptar es que la falta 
de capacidad administrativa termine siendo, en 
los hechos, una respuesta para quienes dependen 
de esa misma Administración para poder trabajar.
La Ley 21.659 no apareció de improviso. Su 
tramitación legislativa se extendió por años. Su 
entrada en vigencia también fue diferida y la 
transferencia de funciones hacia la Subsecretaría 
era conocida con anticipación. Si el nuevo modelo 
necesitaba más personas, mejores sistemas, pro-
cedimientos distintos y una coordinación más in-
tensa con otros organismos, buena parte de esas 
necesidades eran previsibles.

También corresponde hacer una distinción. El 
diseño de la reforma, su reglamentación y el 
comienzo de su implementación se desarrollaron 
durante la administración anterior. La Ley 21.659 
fue promulgada en marzo de 2024 y el Reglamen-
to General fue dictado ese mismo año. La actual 
administración recibió, por tanto, un proceso que 
ya se encontraba en marcha. La posterior Ley N.º 
21.825 (ley corta), promulgada en mayo de 2026, 
fue precisamente una de las primeras correcciones 
adoptadas frente a los problemas que ese proceso 
estaba mostrando.

No se trata de cargar toda la responsabilidad so-
bre una administración determinada. La cuestión 
es institucional y atraviesa ambas etapas. Lo re-
levante es saber si el Estado preparó adecuada-
mente la transición y si las medidas que se están 
adoptando serán suficientes para evitar que las 
demoras se vuelvan permanentes.

La paciencia puede ser razonable durante una 
transición. Después de muchos meses, ya no bas-
ta.
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Hay señales de que algunas cosas están comen-
zando a ordenarse. La Subsecretaría ha dictado 
nuevas instrucciones, ha precisado criterios y ha 
mantenido reuniones con distintos actores del 
sector. La Resolución N.º 3.493 de septiembre 
es una muestra concreta de ello. Sería injusto 
desconocer esos avances.

Al mismo tiempo, no existen públicamente ci-
fras suficientemente actualizadas que permitan 
asegurar que las solicitudes pendientes se han 
normalizado o que los tiempos de respuesta ya 
alcanzaron niveles razonables. Esa información 
sería especialmente útil para saber si el tiempo 
adicional que entregó la ley corta se está utilizan-
do para resolver los problemas que justificaron su 
aprobación.

Coordinar antes de exigir

La implementación de la Ley 21.659 tampoco de-
pende de una sola institución. Hay sectores en los 
que las nuevas reglas deben convivir con regula-
ciones especiales y con otras autoridades fiscaliza-
doras. El ámbito aeroportuario es probablemente 
uno de los mejores ejemplos.

Durante 2026 la Dirección General de Aeronáuti-
ca Civil ha debido adecuar normativa y proce-
dimientos al nuevo régimen de seguridad privada. 
Se han desarrollado instancias de coordinación 
y se establecieron disposiciones transitorias para 
el personal de seguridad que trabaja en recintos 
aeronáuticos. Ese esfuerzo debe reconocerse.

El problema aparece cuando esa coordinación to-
davía no termina de traducirse en claridad para 
quienes operan diariamente. Empresas y traba-
jadores deben cumplir simultáneamente exigen-
cias de seguridad privada, acreditaciones aero-
portuarias, normas aeronáuticas y requerimientos 
administrativos provenientes de organismos dis-
tintos.

En un sistema de estas características, una in-
definición entre autoridades puede terminar con-
vertida rápidamente en un problema para quien 
está obligado a cumplir.
La coordinación entre organismos no debería ser 
un problema que termine resolviendo el regula-
do. Si dos autoridades deben ponerse de acuerdo 
respecto de sus competencias, procedimientos o 
exigencias, esa definición debe producirse antes 
de trasladar incertidumbre a empresas y traba-
jadores que están obligados a cumplirlas.

Si el Estado decide elevar el nivel de regulación de 
una actividad, también tiene que ser capaz de or-
denar adecuadamente a sus propios organismos.
Durante años el debate estuvo puesto en cuánto 
debía cambiar la seguridad privada. Había buenas 
razones para exigirle más. La industria necesitaba 
mayores estándares, capacitación, control y profe-
sionalización.

Ahora corresponde mirar también al regulador.

Una reforma que pretende profesionalizar un sec-
tor no puede conformarse con profesionalizar al 
regulado. También debe profesionalizar la capaci-
dad del Estado para regularlo.

Eso supone disponer de personal suficiente, plata-
formas que funcionen, procedimientos comprensi-
bles, plazos razonables y organismos capaces de 
coordinarse sin transformar sus propias dificulta-
des en una carga adicional para quienes están 
obligados a cumplir la ley.

El sistema parece haber entrado en una etapa 
de ajustes más concretos. Algunas normas han 
debido reinterpretarse, la autoridad ha mantenido 
diálogo con distintos actores y existen señales de 
que ciertos procedimientos comienzan a encontrar 
mayor estabilidad. Es positivo que así sea. Pero 
tampoco corresponde mirar hacia adelante como 
si los primeros meses hubieran sido una transición 
normal y sin costos. Hubo atrasos relevantes, pro-
cedimientos que debieron ajustarse y otros que 
todavía requieren correcciones, problemas de 
coordinación e incertidumbre para empresas, 
OTEC, capacitadores y trabajadores.

La nueva regulación elevó el estándar de la segu-
ridad privada y era necesario hacerlo. El desafío 
ahora es que la institucionalidad encargada de 
aplicarla alcance ese mismo estándar. De poco 
sirve construir un sistema más exigente si cumplir 
sus reglas depende de autorizaciones que tardan 
meses, plataformas todavía en ajuste o competen-
cias que el propio Estado debe terminar de orde-
nar. Esa sigue siendo, a casi un año de iniciado 
el nuevo régimen, una de las principales tareas 
pendientes de la reforma.



Desde su nacimiento en 2004, NOVARED Security Workshop se ha consolidado como un espacio de encuentro para quienes tienen la responsabilidad de tomar de-
cisiones en materia de seguridad digital. A lo largo de su trayectoria, el evento ha acompañado la evolución de una industria que hoy enfrenta uno de sus mayores 
puntos de inflexión como es la convergencia entre inteligencia artificial, datos, automatización y ciberseguridad.  En 2026, este desafío adquiere una nueva dimensión. 
Mientras la IA abre oportunidades para fortalecer la detección de amenazas y automatizar las respuestas de seguridad, también entrega nuevas capacidades a los 
atacantes. Para conocer los alcances de esta nueva version de NSW 2026 , conversamos con Miguel Pérez, CEO de NOVARED

NOVARED 
Security Workshop 2026

¿Qué podemos mencionar con respecto del 
evento NSW 2026 y de su trayectoria previa?

Con más de 20 años de trayectoria, el Novared 
Security Workshop se ha convertido en un re-
ferente para la industria de la ciberseguridad en 
Chile. Es un encuentro que se distingue por su 
formato, diseñado específicamente para el sector, 
y que reúne a fabricantes tecnológicos, especia-
listas y líderes empresariales.

Cada año buscamos reinventarnos, desarrollando 
un nuevo concepto y una puesta en escena que 
va más allá de las charlas técnicas. Nuestro obje-
tivo es que cada edición sea una experiencia di-
ferente, que combine conocimiento, innovación y 
relacionamiento, aportando valor a todos quienes 
nos acompañan.

¿Qué tan preparadas están las organizaciones 
para enfrentar el nivel actual de sofisticación de 
los ciberataques?

La realidad es que el nivel de preparación sigue 
siendo muy desigual. Mientras algunas orga-
nizaciones han avanzado significativamente en 
sus estrategias de protección, otras todavía pre-
sentan brechas importantes.

La incorporación de inteligencia artificial en los 
ciberataques está cambiando las reglas del juego. 
Hoy los atacantes pueden identificar vulnerabi-
lidades, automatizar procesos y ejecutar ataques 
con una velocidad y escala mucho mayores.

Esto obliga a las empresas a revisar constante-
mente sus capacidades de defensa. Ya no basta 
con contar con herramientas de seguridad; es 
necesario tener visibilidad, capacidad de an-
ticipación y, sobre todo, estar preparados para 
responder oportunamente cuando ocurre un in-
cidente.

¿Cómo están utilizando los atacantes la IA ge-
nerativa y de qué manera deben evolucionar las 
defensas corporativas para no quedar obsoletas?

La inteligencia artificial está siendo utilizada prác-
ticamente en todas las etapas de un ciberataque, 
desde la identificación de vulnerabilidades y la 
generación de código malicioso hasta la auto-
matización de ataques y la búsqueda de nuevas 
formas de comprometer los sistemas.

Frente a este escenario, las organizaciones necesi-
tan evolucionar hacia modelos de seguridad más 
proactivos. Esto implica mejorar la identificación 

y corrección de vulnerabilidades, avanzar en es-
trategias Zero Trust, fortalecer el monitoreo y 
automatizar la respuesta ante amenazas. Muchas 
de estas tecnologías ya están disponibles. El de-
safío está en incorporarlas de manera efectiva y 
coordinada dentro de las estrategias de seguri-
dad de las empresas.

¿Cuáles son los riesgos asociados a que la IA 
consuma, procese y decida con datos corpora-
tivos? ¿Qué papel juegan los marcos de gober-
nanza aquí?

Uno de los principales riesgos es que la inteli-
gencia artificial introduce nuevas superficies de 
ataque y, al mismo tiempo, puede facilitar la ex-
posición involuntaria de información sensible.

Cuando una organización utiliza IA para procesar 
datos o tomar decisiones, necesita tener claridad 
sobre qué información está utilizando, quién 
puede acceder a ella y bajo qué condiciones 
opera.

Aquí la gobernanza cumple un papel fundamen-
tal. No se trata de limitar el uso de inteligencia 
artificial, sino de establecer políticas, controles y 
responsabilidades que permitan aprovechar sus 
beneficios de manera segura.

La ciberseguridad
en tiempos de cambios
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Miguel Pérez, CEO de NOVARED, 
dando la bienvenida y abriendo el evento.



La adopción de IA debe ir acompañada de una estrategia de se-
guridad y gobierno de datos desde el inicio, no incorporarse como 
una medida posterior.

¿De qué manera normativas como la Ley Marco de Cibersegu-
ridad de Chile o las regulaciones internacionales DORA y NIS2 
elevan las exigencias de resiliencia operativa?

Estas normativas están impulsando un cambio importante en la 
manera en que las organizaciones abordan la ciberseguridad. Ya 
no se trata únicamente de proteger los sistemas, sino también 
de demostrar que existe capacidad para responder, recuperarse y 
mantener la continuidad operacional frente a un incidente.

Naturalmente, el impacto depende del nivel de madurez de cada 
organización. Las empresas que ya cuentan con estrategias só-
lidas tienen parte del camino avanzado, mientras que aquellas con 
mayores brechas deberán realizar esfuerzos adicionales para cum-
plir con las nuevas exigencias.

Un aspecto especialmente relevante es que estas regulaciones 
también elevan los estándares de seguridad de proveedores y 
terceros, fortaleciendo la resiliencia de toda la cadena de su-
ministro.

 ¿Cómo redefine la IA la seguridad en industrias críticas chilenas 
como la minería (específicamente el cobre y el litio), la banca y el 
retail?

La inteligencia artificial representa una gran oportunidad para for-
talecer la seguridad de estas industrias, pero también introduce 
nuevos riesgos.

En sectores como la minería, la banca o el retail, donde la con-
tinuidad operacional y la protección de la información son 
fundamentales, la IA permite mejorar la detección de amena-
zas, automatizar procesos de seguridad y reducir los tiempos de 
respuesta.

Sin embargo, cuando estas tecnologías no se implementan con los 
controles adecuados, pueden convertirse en nuevos puntos de vul-
nerabilidad.

Por eso, el desafío no es simplemente incorporar inteligencia arti-
ficial, sino hacerlo de manera segura, considerando las particulari-
dades y riesgos operacionales de cada industria.

¿Qué implicaciones tiene la transición desde el uso operativo de la 
IA hacia sistemas AI-native y agentes autónomos?

Estamos pasando de utilizar la inteligencia artificial como una he-
rramienta de apoyo a desarrollar sistemas capaces de tomar de-
cisiones y ejecutar acciones con distintos niveles de autonomía.

Este cambio abre enormes oportunidades en términos de eficiencia 
y automatización, pero también plantea desafíos importantes de 
seguridad y control.

Cuando un sistema puede actuar de manera autónoma, es funda-
mental establecer límites claros sobre qué decisiones puede tomar, 
a qué información tiene acceso y cómo se supervisa su compor-
tamiento.

Entrevista
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Miguel Pérez, CEO de NOVARED, y Leticia Setembro, futurista internacional 
y CEO de Seek Futures.

NSW se ha consolidado como un espacio de encuentro para profesionales, 
especialistas y tomadores de decisiones vinculados a la seguridad digital.

 Gran interés generó el evento de NOVARED entre el público.
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Por eso, a medida que avanzamos hacia sistemas 
más autónomos, la gobernanza y los mecanismos 
de control se vuelven tan importantes como la 
propia tecnología.

¿Qué amenazas y tecnologías emergentes 
(como la computación cuántica y la criptografía 
poscuántica) redefinirán el sector hacia el año 
2030?

Sin duda, la inteligencia artificial será uno de los 
factores que más transformará la ciberseguridad 
durante los próximos años, tanto por las capaci-
dades que entrega a los atacantes como por las 
nuevas herramientas de protección que permite 
desarrollar.

Pero también debemos mirar otras tecnologías 
emergentes, como la computación cuántica, que 
plantea desafíos importantes para los actuales 
mecanismos de cifrado y hace necesario comen-
zar a prepararse para la transición hacia la cripto-
grafía poscuántica.

A esto se suma un escenario geopolítico cada vez 
más complejo, donde los conflictos internacio-
nales pueden tener consecuencias digitales que 
trascienden las fronteras.

Hacia 2030, las organizaciones necesitarán es-
trategias de seguridad mucho más flexibles, ca-
paces de adaptarse a amenazas que evolucionan 
constantemente.

¿Cuál es la dualidad de la IA al automatizar 
respuestas de seguridad frente a las nuevas ca-
pacidades que otorga a los atacantes?

La inteligencia artificial tiene una característica 
muy particular: las mismas capacidades que per-
miten fortalecer la seguridad también pueden ser 
utilizadas para desarrollar ataques más sofistica-
dos.

Por una parte, permite detectar comportamien-
tos anómalos, analizar grandes volúmenes de 
información y responder a incidentes con mayor 
rapidez. Pero esas mismas capacidades pueden 
ser aprovechadas por los ciberdelincuentes para 
automatizar ataques, identificar vulnerabilidades 
y aumentar su efectividad.

Esto genera una evolución constante entre las 
capacidades de ataque y defensa. La diferencia 
estará en qué tan preparadas estén las orga-
nizaciones para aprovechar estas tecnologías, in-
tegrarlas a sus estrategias y mantener el control 
sobre su funcionamiento.

Este evento contó con la presencia de Letícia Se-
tembro, futurista y conferencista internacional. 
Respecto de su exposición, ¿cuáles son los prin-

cipales escenarios que podrían redefinir el sec-
tor hacia 2030 y cuáles podrían ser las mayores 
amenazas potenciales?

La exposición de Letícia nos invitó a mirar más 
allá de los desafíos actuales y entender cómo la 
tecnología, especialmente la inteligencia artificial, 
está transformando el futuro de la ciberseguridad.

De cara a 2030, vemos tres grandes cambios. Por 
una parte, el avance de inteligencias artificiales 
cada vez más autónomas, capaces de tomar deci-
siones y ejecutar acciones, tanto para atacar como 
para defender. Por otra, una creciente dificultad 
para distinguir lo real de lo falso, con tecnologías 
como los deepfakes y la suplantación de identi-
dades, que ponen en riesgo la confianza digital. 
Y, finalmente, una evolución hacia sistemas de se-
guridad más predictivos, capaces de anticiparse a 
las amenazas y responder de manera automática.
En este escenario, las principales preocupaciones 
estarán en los ataques automatizados mediante 
IA, los fraudes cada vez más personalizados y las 
amenazas a infraestructuras críticas.

Creo que el gran desafío hacia 2030 no será 
únicamente contar con mejores tecnologías de 
protección, sino ser capaces de mantener la con-
fianza en un entorno donde personas, organiza-
ciones y sistemas inteligentes estarán cada vez 
más conectados.

Fernando Fuentes, gerente de I&D de NOVARED estuvo a cargo de la charla de cierre de NSW.



El modelo de seguridad 
y policía KOBAN en japón
Símbolo de paz, orden y respeto 
recíproco entre policía y comunidad
La International Police Association (IPA) - Sección Japón - Filial Osaka organizó el “Seminario Japón 2026” en la Prefectura de Osaka en el Hotel Agora Regency 
Osaka Sakai entre el 12 al 14 de octubre de 2026, dicho evento tuvo como finalidad proveer a los participantes con una visión global, conocimientos y expe-
riencias en cooperación internacional e investigación, así como las habilidades necesarias para trabajar en el ámbito internacional en el futuro. Las palabras 
de bienvenida estuvieron a cargo de Tomio Kawabata, presidente de la IPA de Osaka, siendo luego inaugurado el evento por Masahito Kanetaka, presidente 
nacional de la IPA de Japón y ex presidente de la Agencia Nacional de Policía de Japón y finalmente, Javier Gamero Kinosita, representante de la IPA – Sección 
Perú e invitado especial al evento, tuvo a su cargo el discurso de orden en la ceremonia inaugural, el coordinador del seminario, Ryogi Suzuki tuvo a su cargo 
la conducción y el desarrollo del seminario. 

Contenidos temáticos abordados en el evento 
fueron la exportación del sistema Koban desde 
el país más seguro, la cooperación internacional 
de la policía japonesa, la situación de la seguri-
dad pública y medidas de respuesta en Osaka, la 
policía comunitaria en Japón, La responsabilidad 
de la policía a la hora de garantizar una sociedad 
digital segura, el control del crimen organizado en 
Japón y medidas de seguridad vial en Japón. 

Los expositores fueron expertos y autoridades 
policiales y políticas del Japón, así como oficiales 
de policía de Alemania, Canadá, Paquistán, Sudá-
frica y Perú. El criminólogo Javier Gamero Kino-
sita, miembro de la Legión de Honor de la Bene-
mérita Guardia Civil del Perú y de IPA representó 
al Perú con la conferencia magistral internacional 
“La nueva gerencia pública para una adecuada 
producción de seguridad en el siglo XXI “. Dicho 
seminario incluyó una visita a una caseta Koban 
en Osaka, así como una visita al jefe de la Policía 
de la Prefectura de Osaka, comisionado Tetsuro 
Kamata, quien estuvo acompañado del subjefe de 
la Policía de la Prefectura de Osaka Yusuke Kawa-
hara y del director de educación y entrenamiento 
de la Policía de la Prefectura de Osaka Yuji Mishi.

Japón el país más seguro del mundo

Japón tiene una población de 124’710,000 hab. 
y la Policía del Japón cuenta con 274,000 efec-
tivos en su totalidad, distribuidos en su cuerpo 
nacional principal, la Agencia Nacional de Policía 
de Japón que coordina las fuerzas policiales de 
las 47 prefecturas, las estaciones de policía (Keit-
satzucho) y los puestos locales tanto en el ámbito 
urbano con el sistema Koban, como en el ámbito 
rural con el sistema Chuzaicho. 

Masahito Kanetaka, ex presidente de la Agencia 
Nacional de Policía de Japón y actual presidente 
de la International Police Association (IPA) Sección 
Japón, recalcó en su ponencia “La exportación del 
sistema Koban en el mundo” analizando las prin-
cipales tasas de criminalidad entre los países del 
G7 (Grupo de los Siete: Alemania, Canadá, Esta-
dos Unidos, Francia, Italia, Japón, Reino Unido y 
la Unión Europea), que los homicidios en Japón, 
alcanzan una tasa de 0,2 por cada 100,000 
hab., mientras que la de EE. UU., es de 6,5, lo 
que supone 33 veces más que la de Japón. Por 
su parte, los demás países europeos se sitúan en 
torno a una tasa de 1, lo que supone entre 4 y 6 
veces más que en Japón. América Latina alcan-

za una tasa promedio de 24 homicidios por cada 
100,000 hab. La media estándar internacional 
es de 6 homicidios por cada 100,000 hab. En lo 
que concierne a robos con allanamiento, la tasa 
de delincuencia del Japón es de 29. En los demás 
países oscila entre 270 y 450, lo que supone entre 
9 y 15 veces más que en Japón. Ello conllevó a 
Kanetaka a afirmar que Japón sigue siendo el país 
más seguro.

Kazuko Sato, Inspectora de Policía de la Estación 
de Policía de Kamakura presentó en el Seminario 
Japón 2026 una disertación acerca “De la guerra 
del tráfico a caminos más seguros “, sosteniendo 
que en el Japón se han producido tres guerras 
contra los accidentes de tráfico, tanto en 1970, 
1974 y 1992 reduciéndose ostensiblemente el 
número de accidente de tránsito. En 1970 se 
produjeron 16,775 accidentes, en 1974 se redu-
jeron a 11,452 accidentes y por último en 1992, 
se redujeron a 2,547 accidentes. La incidencia de 
accidentes de tránsito bajó un 85% alcanzándose 
un alto índice de seguridad vial en el país. Factor 
esencial de la reducción ostensible de accidentes 
de tránsito con muertes y lesiones fue la edu-
cación vial en todo el país a través del sistema 
Koban. Tarea esencial de la policía de tránsito fue 
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garantizar la seguridad vial, garantizar la circu-
lación fluida del tráfico y prevenir los obstáculos 
al tráfico, así como proteger la vida, el cuerpo y la 
salud y, por último, la propiedad.

Shigetaka Kai, miembro de la International Police 
Association (IPA) - Sección Japón en su alocución 
titulada “El control del crimen organizado en el 
Japón”, se refirió al tráfico de estupefacientes 
en ese país, siendo las más frecuentes: la meta 
anfetamina, la heroína, la cocaína,  el fentanilo,  
los cigarrillos zombis (cigarrillos electrónicos o va-
porizadores que producen un estado de euforia y 
otros efectos adversos) y el éxtasis), el tráfico de 
armas y los grupos criminales que operan en el 
Japón, tales como la tradicional Yakuza, Tokuryu, 
la mafia más joven y tecnológica del país, que va 
desplazando a la tradicional Yakuza, ella se ca-
racteriza por no tener jerarquías fijas, mi estructu-
ra piramidal  clásica, ni sedes visibles, ni códigos 
de honor tradicionales, operando  en las redes 
sociales, el Dragón Chino, una pandilla criminal 
conocida como semi Yakuza, que fue fundada en 
Tokio y que está conformada  por hijos o descen-
dientes de japoneses que quedaron abandonados 
en China tras la Segunda Guerra Mundial y que 
posteriormente retornaron a Japón, Snake Head, 
organización criminal dedicada a la trata de per-
sonas y la Mafia Taiwanesa. Asimismo, manifestó 
que el número de miembros de bandas criminales 
que operan en Japón alcanzó su mínimo histórico 
a finales de 2025 El declive de los sindicatos o 
grupos criminales en el Japón continúa. El núme-
ro de sus miembros, que hace 20 años superaba 
los 40,000, se redujo a 9,400 a finales de 2025. 
Ello se debió a la cooperación público - privado, el 
problema es común para ambos sectores.

La seguridad en el Japón y su sistema policial 
de tres niveles

El investigador británico Barnaby Sorrens sos-
tiene en su libro: “Policing in Japan” que las es-
tadísticas no pueden ser ignoradas, los índices de 
violencia criminal son sorprendentemente bajos 
comparados con los estándares globales, los niños 
caminan solos hacia las escuelas en los centros 
urbanos, los artículos perdidos (billeteras, carteras, 
bolsos, paraguas...) son devueltos a sus propieta-
rios, las peleas públicas, los robos y las confronta-
ciones son raras, sus calles son ordenadas y tienen 
un profundo sentimiento de comunidad gracias 
al sistema policial Koban, piedra angular de la 
convivencia pacífica en el Japón, que contribuye 
al equilibrio  social y cultural del país. La presencia 
del oficial de policía Koban, que observa con se-
renidad el vaivén de la vida urbana forma, es sin 
duda, parte de la ecuación.

El sistema policial de Japón está organizado en 
un inteligente sistema de tres niveles que cubre la 
seguridad en cada rincón del país: 1). Keisatsucho 
(Estación de policía): Cuartel general o Jefatura 

de Policía a escala real, son grandes instalaciones 
donde diversas divisiones policiales realizan las 
investigaciones de grandes delitos, investiga-
ciones y trabajo administrativo de comando tales 
como, terrorismo, cibercrimen, tráfico de drogas, 
tráfico de armas, control del tráfico, etc. Atienden 
a muchos cientos de miles de ciudadanos en su 
jurisdicción, 2) El sistema Koban (caseta o cabina 
policial): con el nivel medio, tienen su jurisdicción 
en áreas urbanas, focalizados en el patrullaje poli-
cial y asistencia al ciudadano en sus jurisdicciones 
distritales y 3) Chuzaisho (residencia policial ru-
ral): situadas en el área rural en pueblos y distritos 
remotos, a cargo de un oficial de policía que vive 
en la residencia con su familia. Es parte oficial de 
policía, parte trabajador social y parte organizador 
de la comunidad (no es trabajador de la comuna, 
pero vive allí).

El sistema de policía comunitaria en Japón

Un Koban es una miniestación de policía, esencial-
mente un caseta o cabina policial en el corazón 
del vecindario de las áreas urbanas del Japón, su 
presencia simboliza el rostro humano de la policía 
japonesa en cada comunidad. Los oficiales Koban 
son guías, mediadores, ayudantes y vigilantes 
protectores que prestan servicios 24/7. El espíri-
tu Koban se basa en la filosofía de proximidad, 
familiaridad y presencia preventiva y refleja las 
actitudes, valores y hábitos de la comunidad. Es 
una forma de policiamiento profundamente hu-
mano, un modelo de policiamiento orientado a la 
comunidad. Ellos son una extensión de las normas 
sociales japonesas, si bien es cierto que visten un 
uniforme y desempeñan funciones oficiales son 
extremadamente educados y amigables. Se espera 
que los oficiales Koban proyecten autoridad mien-

tras demuestren humildad, que sean firmes en el 
cumplimiento de las normas mostrando siempre 
compasión y a actuar decisivamente con pacien-
cia.  Esta dualidad de actuación refleja el orgullo 
de la policía japonesa de mantener el orden sin 
recurrir a la fuerza y ganarse el respeto sin de-
mandarlo.

Estas casetas policiales están situadas estratégi-
camente en zonas de alta densidad de tráfico ve-
hicular, tales como en zonas aledañas a las esta-
ciones de tren, intersecciones de buses, grandes 
centros comerciales, zonas escolares, avenidas 
principales, etc. 

El diseño físico de estas cabinas refleja el espíri-
tu Koban, de apertura, accesibilidad, proximidad, 
posee grandes ventanas, a pesar de ser pequeños, 
están amoblados con sillas para el público, mapas 
del área local para el uso público (visibilidad, ac-
cesibilidad y familiaridad). Los oficiales de policía 
Koban están especializados en labores de patru-
llaje local a pie, con bicicletas o en vehículos si 
el caso lo requiere y, prestar asistencia a los ciu-
dadanos. Ellos prestan servicios en determinados 
blocks de un distrito específico, teniendo un pro-
fundo conocimiento del área jurisdiccional.

El sistema Koban representa la contraparte de 
esas formas de policiamiento reactivas, militariza-
das y con un alto nivel de vigilancia. Es una solu-
ción de baja tecnología, pero con un alto nivel de 
atención personalizada. Mientras que Japón está 
en la vanguardia de la Inteligencia artificial, la 
robótica, la infraestructura de las ciudades inteli-
gentes, su modalidad de policiamiento se sigue 
basando en la presencia, la confianza y la inte-
racción humana. Existe evidencia que la relación 

El Koban de Sukiyabashi en Yurakucho, en el centro de Tokio, es un Koban histórico que 
se estableció en 1872.



cotidiana entre oficiales de policía y civiles en 
el Japón es cada vez más cooperativa que con-
frontacional, gracias al sistema de policiamiento 
Koban.

Entendiendo el sistema policial Koban, nos ser-
virá de punto de partida para entender los valores 
japoneses comunidad, respeto, armonía y deber. 
Una cultura en donde la autoridad coexiste con 
la empatía, en donde no se requiere apelar a 
la confrontación y en donde los límites entre el 
bienestar personal y el bien común se difuminan 
deliberadamente por el bien común. El sistema 
policial Koban es un emblema del compromi-
so permanente de Japón por la paz, el orden y 
el mutuo respeto. El sistema Koban es algo más 
que una caseta policial con modesta estructura en 
una esquina o intersección de una calle residen-
cial, ella es la piedra filosofal de la seguridad local 
y un símbolo de confianza serena en sus fuerzas 
del orden.

Los oficiales Koban en sus casetas policiales 
son llamados “señor patrulla”

Esa denominación “señor patrulla” trasmite au-
toridad respetuosa y preocupación vecinal. El sis-
tema Koban es el rostro amigable de la autoridad. 
Humaniza el rol del oficial de policía removiendo 
las barreras que pueden existir entre ciudadanos 
y la policía en otras culturas. El sistema Koban es 
parte de la cultura cívica en donde la seguridad 
es una responsabilidad colectiva. Los niños vi-
sitan desde los primeros años de escuela los lo-
cales Koban y reciben clases de educación cívica 

inspiradas en el respeto mutuo, responsabilidad 
y cuidado comunitario. El sistema Koban es una 
cultura de servicio, no una vigilancia, el modelo 
Koban es un contraste de las estrategias policiales 
de la denominada “sociedad de vigilancia” que 
prevalece en otros países. A pesar de que Japón 
es un país experto en tecnología, sin embargo, sus 
estrategias de policiamiento se caracterizan por 
ser de baja tecnología. La efectividad del sistema 
policial Koban no yacen en el reconocimiento fa-
cial a través de cámaras, la lectura de los datos de 
algoritmos o la medición de latidos del corazón, 
sino en la interacción cara o en las visitas a los 
vecinos en sus domicilios.

Graduarse como oficial Koban implica no 
solo aprobar exámenes físicos y procesos de 
aprendizaje, los oficiales Koban reciben instruc-
ción no solo en técnicas de aplicación de la ley. 
También son entrenados en comunicación inter-
personal, resolución de crisis, sensibilidad cultural 
y participación comunitaria y aprenden a desacti-
var tensiones para una desescalada de conflictos, 
a leer el lenguaje no verbal y como mantener la 
calma en situaciones de alto estrés. 

El sistema Koban implica un control policial a 
través de la familiaridad, previniendo el crimen 
a través de las relaciones sociales. La interacción 
constante tiene un efecto preventivo, cuando un 
bodeguero avisa de actitudes sospechosas de 
algún vecino o un maestro nota algo respecto a 
la conducta de un niño, o un vecino advierte de 
una actividad inusual de un residente puede ser 
una información clave. La interactuación viene a 

constituir la columna vertebral del policiamiento 
proactivo.

El sistema Koban: piedra angular del bajo 
índice de criminalidad

No es una hipérbole afirmar que Japón es uno de 
los países más seguros del mundo. Ello se debe 
a las normas culturales, la estabilidad socioeco-
nómica, el robusto sistema legal y el rol del siste-
ma policial Koban basado en la integración en la 
comunidad y la filosofía de policiamiento proacti-
va. El sistema Koban es visible, predictivo y está 
presente. Mientras otras fuerzas policiales tienen 
grandes recintos de unidades acuarteladas, el sis-
tema Koban está enclavado directamente dentro 
de las comunidades donde prestan servicios. Se 
tiene más de 6,300 locales Koban en Japón en los 
centros urbanos y suburbanos los cuales son visi-
bles y marcan una presencia policial constante. En 
Tokio hay 1,000 casetas Koban. Existen los Koban 
móviles o mini-Koban (en estaciones de tren, 
centros comerciales) y los Chuzaishos en zonas 
rurales (6,200).

El sistema Koban enfatiza lo proactivo, no lo 
reactivo, en muchas latitudes de Occidente la fi-
losofía del policiamiento se centra en lo contrario. 
El patrullaje a pie, en bicicleta, a caballo o moto-
rizado engancha con el público. El sistema Koban 
humaniza al oficial, construyendo familiaridad y 
confianza, normaliza las conversaciones del ciu-
dadano con el policía. El oficial Koban reúne infor-
mación de inteligencia a través de las relaciones, 
no utilizando necesariamente la vigilancia o tec-
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nología permitiéndole desarrollar un mapa social 
en su jurisdicción. El sistema Koban focaliza la 
prevención sobre la represión, priorizando el or-
den y la rehabilitación, los oficiales Koban son en-
trenados en técnicas de mediación, conciliación y 
arreglo amistoso, buscan mediar y educar, ellos 
realizan visitas regulares en el vecindario. Los ofi-
ciales Koban no son bomberos que van a apagar 
incendios sino carteros, pero sin cartas, recorren 
el vecindario, tocan las puertas de los vecinos y 
dialogan cara a cara sobre los problemas de la 
comunidad.

La Agencia de la Policía Nacional de Japón re-
vela que la criminalidad se ha reducido osten-
siblemente en las dos últimas décadas. La tasa 
de homicidios es de 0.2 por cada 100,000 habi-
tantes, una de las más bajas del globo. El número 
de asesinatos reportados en un año es menos de 
100. Ello se debe a los valores de respeto mutuo, 
responsabilidad, orden, a la estabilidad económi-
ca, la educación, el ordenamiento jurídico del país 
y al sistema Koban que opera a través de su siste-
ma físico de manera visible, funcional y efectiva. 

Mecanismos de visitas a familias a domicilio y 
prevención comunitaria

En muchos países la idea de que un policía uni-
formado visite un domicilio sin anunciarse, gene-
raría incomodidad, disconformidad y sospecha, 
en Japón sería al revés y sería siempre bienve-
nido. En Japón se denominan “visitas de enlace 
rutinarias” o “contacto de patrulla”, este siste-
ma Koban reafirma la idea de que la seguridad 
comunitaria se nutre de la relación interpersonal 
construyendo confianza, familiaridad y responsa-
bilidad mutua. Los oficiales de patrullaje tocan 
cada puerta del vecindario y se presentan y en-
tabla una breve conversación. No hay órdenes de 
arresto, ni investigaciones en curso, ni preguntas 
ni sospechas, la finalidad es obtener información 
sobre el número de miembros de la familia, si hay 
personas discapacitadas o adultos mayores, que 
luego será registrada en una ficha de datos del 
hogar, reparten folletos informativos sobre medi-

das de seguridad, que incluyen números telefóni-
cos de emergencia. El objetivo no es vigilancia o 
control sino conexión.

El oficial Koban fomenta la confianza a través 
de la familiaridad. En muchos países los agentes 
de policía son percibidos como como agentes 
reactivos, creando una distancia psicológica entre 
oficiales y ciudadanos, especialmente en comuni-
dades que han experimentado abuso policial. En 
Japón estas visitas son estratégicas e introducen 
al policía en la vida de los ciudadanos ordina-
rios, no durante momentos de crisis sino durante 
momentos de calma. Ver un oficial con una son-
risa esfumará cualquier miedo al uniforme. Hay 
quienes consideran que estas prácticas son pa-
ternalistas y están en el límite de la vigilancia y 
el control, sin embargo, esta colección de infor-
mación acerca de los hogares tiene propósitos 
benevolentes, pueden ser consideradas por sus 
críticos como medidas intrusivas que invaden la 
esfera personal, sin embargo, esta práctica en 
Japón se ha ido fortaleciendo por décadas y cuen-
ta con el debido soporte institucional y social. 

El oficial Koban es percibido como un vecino. Los 
residentes deben verlo como un aliado presto a 
rendir cuentas al vecindario. Ellos no solo mantie-
nen el orden, sino que participan en el bienestar 
de la gente del vecindario, en otras latitudes los 
cuerpos de policía afrontan una crisis de legiti-
midad social. 
La amplia gama de servicios del sistema Koban

En muchos países la palabra policía está asocia-
da a vehículos policiales, esposas, varas de la ley, 
y aplicaciones de la normativa con importantes 
repercusiones. Los oficiales de policía responden 
a la actividad criminal, investigando los delitos 
y manteniendo el orden en tiempos de dislo-
caciones sociales. Sin embargo, en el Japón el 
sistema Koban va más allá del crimen, ellos son 
guías comunitarios, mediadores de conflictos, 
educadores de seguridad y guardianes de los ci-
udadanos más vulnerables. La armonía social no 
se preserva solo con la supresión o represión del 

crimen sino a través del cultivo de la seguridad, 
confianza y la asistencia cotidiana.

Las casetas Koban, son navegadores en el labe-
rinto urbano, ello no tiene que ver con el combate 
de la delincuencia, proporcionando direcciones 
domiciliarias, ya que el sistema de direcciones, en 
comparación con otros países, no es lineal, la co-
nexión entre los números de inmuebles o edificios 
y su ubicación física a lo largo de las calles no 
son secuenciales, brindan especial atención a los 
turistas y personas foráneas ayudándolos a ubi-
car un domicilio, una estación de bus, un centro 
comercial., poseen conocimientos del idioma in-
glés. Los oficiales Koban están en la primera línea 
de las infracciones menores (robos de bicicletas, 
queja de ruidos molestos, disputas en el vecinda-
rio, etc.)

Los oficiales Koban son mediadores de conflictos, 
conciliadores y consejeros civiles solucionando las 
disputas vecinales, los malentendidos, las desa-
venencias sociales producto de ruidos molestos, 
los límites de propiedad. Ellos visitan como ser-
vidores imparciales de la comunidad a ambas 
partes y escuchan sus quejas y median para que 
no escale el conflicto. Se valen de la diplomacia 
personal para solucionar los problemas, ya que 
gozan de la confianza y respeto por parte de to-
dos los ciudadanos. La intervención temprana de 
los oficiales Koban refuerzan la cohesión social 
y evita una escalada del conflicto. Los oficiales 
Koban son protectores de las personas vulner-
ables. La población del Japón tiene un 28% de 
población de adultos mayores de más de 65 años, 
en consecuencia, los oficiales Koban los protegen 
de la explotación, el olvido o ser víctimas de 
fraude. Igual sucede con personas con problemas 
mentales o alguna discapacidad física. La protec-
ción tiene una connotación emocional, las perso-
nas de edad viven por lo general aisladas y estas 
visitas policiales son muy reconfortantes para los 
ciudadanos mayores. 

Los oficiales Koban son educadores, la educación 
pública es parte de su función. Visitan rutinaria-

Entre las principales actividadesmles del Seminario Japón 2026 destacamos de (izq. a der,) a  Masahito Kanetaka, presidente IPA Sección Japón, Tomio Kawabata, 
presidente IPA Japón - Filial Osaka y Ryogi Suzuki, coordinador del Seminario de la IPA de Japón. 



mente escuelas, centros comunitarios, organizan 
seminarios de seguridad y campañas de con-
cientización e imparten clases de educación vial 
en las escuelas a los niños a temprana edad. Du-
rante los desastres o emergencias nacionales en 
caso de terremotos, ellos coordinan los esfuerzos 
de defensa civil, guían las evacuaciones, ayudan 
a localizar personas perdidas e imparten informa-
ciones en tiempo real. Las casetas Koban sirven 
de un lugar de refugio, ya sea para un niño sepa-
rado de sus padres en un centro comercial o una 
mujer víctima de violencia familiar o acaso sexual, 
o alguien que sufre un accidente, o que necesita 
algo de dinero urgente (préstamo), o desea hacer 
una llamada telefónica o ha encontrado un objeto 
valioso, todos los ciudadanos acuden a una caseta 
Koban para pedir ayuda. El sentido de santuario 
no es accidental ya que durante décadas los ofi-
ciales Koban han cultivado la interacción positiva 
con la comunidad (visibilidad, accesibilidad, trans-
parencia y seguridad). El sistema Koban tiene un 
rol elástico y evolutivo hoy en día debido a que 
la sociedad japonesa ha cambiado demográfica, 
tecnológica y culturalmente

Los oficiales Koban están envueltos en la edu-
cación de la ciberseguridad (protección de iden-
tidad digital, identificación de emails, phishing 
para eludir estafas online, etc.). El sistema Koban 
es el rostro de la policía comunitaria del Japón 
y representa el corazón de la comunidad: son 
navegadores, mediadores, educadores, protec-
tores y vigilantes, en suma, servidores públicos en 
el estricto sentido de la palabra.

El sistema Koban refleja el principio arraiga-
do de que la seguridad y el bienestar social es-
tán entrelazados. La prevención del crimen no 
comienza con sirenas y arrestos sino con con-
versaciones, direcciones, controles y cuidados. La 
prevención comienza conociendo a los vecinos y 
a la vez ser conocido por ellos. Este modelo de 
policiamiento comunitario se ejecuta no a través 
del poder sino a través del servicio, no a través 
de miedo, sino a través de la familiaridad y, por 
último; no a través del mandato, sino a través de 
la conexión.

El Chuzaisho: la contraparte rural al sistema 
Koban

Es una institución menos conocida, pero de igual 
importancia, ya que presta servicios de policia-
miento en el Japón rural. Son subestaciones poli-
ciales residenciales que se encuentran ubicadas en 
las zonas más remotas de la sociedad japonesa, a 
pesar de ser menos en número que las casetas ur-
banas Koban, los Chuzaisho están dispersos más 
lejos geográficamente y se rigen por los mismos 
principios del sistema Koban (comunidad, famil-
iaridad y un profundo sentido de cohesión social) 
siendo parte del tejido social. El modelo Chuza-

isho tiene un concepto de residencia, el oficial 
vive entre la gente, su estructura es simple y tiene 
doble historia, en la parte anterior está la oficina 
y en la parte posterior es la casa cuartel en don-
de el oficial vive con su esposa e hijos. Mezcla el 
deber público con la vida privada generando una 
atmosfera genuina de integración. Las ventajas: 
el oficial está siempre presente y disponible, en 
casos de emergencia no hay pérdida de tiempo 
para su movilización, está siempre listo, su pres-
encia 24/7 es invalorable en zonas remotas. La 
presencia no solo es física sino psicológica (famil-
iaridad, cohesión social plena).

El sistema policial Koban: un modelo para 
el mundo

El sistema Koban del Japón no es un mero logro 
doméstico, es un concepto exportable ya que ha 
captado la atención de políticos, criminólogos e 
investigadores. En una era en que las relaciones 
policía-ciudadano se van tornado cada vez más 
tensas en virtud de los cambios vertiginosos, la 
reputación del sistema Koban fundada en accesi-
bilidad, confianza y un compromiso proactivo con 
la comunidad, toma relevancia. Japón es cono-
cido por ser un país exportador de automóviles, 
dispositivos electrónicos y cultura popular, hoy 
en día, recalca Masahito Kanetaca, ex presidente 
de la Agencia Nacional de Policía de Japón, se le 
conoce como un país exportador de una filosofía 
de policiamiento, una filosofía de proximidad y 
una filosofía de atención preventiva. La Agencia 
de Cooperación Internacional del Japón (JICA) 
ha llevado a cabo programas de cooperación bi-
laterales  respecto al modelo de policía comuni-
taria del Japón, vale decir el sistema Koban con 
Singapur (en 1980 para sustituir los métodos 

policiales tradicionales reactivos ante la expan-
sión urbana y el crecimiento de la población con 
mayor diversidad étnica), con Brasil (Sao Paulo, 
en el año 2000 oficiales brasileños viajan a Japón 
para entrenamiento no solo de métodos tácticos 
sino para conocer el ethos cultural del sistema 
Koban), con Indonesia (implementación en toda 
la isla a mediados del año 2000) y con los EE.UU 
(Los Ángeles y Boston para contrarrestar el mo-
delo policial militarizado de la  “tolerancia cero”)

Reflexión final

Pasar caminando por una caseta Koban es algo 
más que solo ver un edificio policial, es dar tes-
timonio de un acuerdo social y entender que 
la preservación de la paz no es solo un trabajo 
policial sino de cada uno. Es un espacio donde 
la formalidad se une a la cordialidad, donde el 
deber se une a la buena vecindad y donde las 
fuerzas del orden no son un símbolo de miedo, 
sino de tranquilidad. El sistema Koban muestra 
lo que se puede lograr cuando una sociedad in-
vierte no solo en infraestructuras o en inteligen-
cia, sino también en la relación personal y la con-
fianza mutua y; en ese trabajo cotidiano, a menu-
do invisible, de conocer y ser conocido. 

En un mundo frecuentemente fracturado, adverso 
y de rápido movimiento, el recinto Koban se erige 
como un símbolo silencioso de algo perdurable, 
mostrando que la seguridad comienza no con el 
poder sino con la presencia. Quizá la medida más 
precisa del éxito de un cuerpo de policía no sea 
el número de delitos que resuelve, sino el núme-
ro de comunidades que fortalece: un apretón de 
manos, una visita a domicilio, un humilde agente 
de policía, uno tras otro.
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La soberanía tiene una dimensión interior

Tradicionalmente, la soberanía se ha asociado con 
fronteras reconocidas, integridad territorial y ca-
pacidad de defensa frente a otros Estados. Esas 
funciones siguen siendo irrenunciables. Pero un 
país también ve limitada su soberanía cuando una 
organización criminal cobra extorsiones, impone 
horarios, decide quién circula, recluta jóvenes o 
condiciona a funcionarios. Allí aparece una auto-
ridad de facto que compite con la ley.

No toda disputa territorial es artificial ni todo 
conflicto híbrido carece de gravedad. Existen 
controversias legítimas y amenazas estatales que 
requieren disuasión creíble. El problema surge 
cuando la retórica de confrontación absorbe la 
agenda y desplaza inversiones urgentes en inteli-
gencia criminal, investigación patrimonial, justicia, 
prisiones y cooperación fronteriza.

La amenaza que ya está dentro

El balance regional de InSight Crime contabilizó al 
menos 108.838 homicidios en América Latina y el 
Caribe durante 2025. La cifra, aun con diferencias 
de registro entre países, ilustra la escala humana 

América Latina ante
una disyuntiva estratégica 
fronteras en disputa o
territorios bajo control criminal

de la violencia. El Fondo Monetario Internacional, 
apoyándose en estimaciones de UNODC, señaló 
en 2024 que los grupos criminales y las pandillas 
están vinculados con aproximadamente la mitad 
de los homicidios regionales. No todos los ase-
sinatos responden al crimen organizado, pero su 
peso resulta estratégico.

Las organizaciones actuales no se limitan a trans-
portar drogas. Convergen narcotráfico, tráfico de 
armas, trata de personas, extorsión, minería ilegal, 
contrabando, lavado de activos y corrupción. Las 
redes cambian de aliados, subcontratan servi-
cios y aprovechan tanto pasos clandestinos como 
cadenas logísticas legales. Su ventaja no reside 
únicamente en el armamento: está en la flexibi-
lidad, el dinero, la información y la capacidad de 
corromper instituciones.

El mapa criminal tampoco coincide con el mapa 
político. Una ruta puede comenzar en un territorio 
productor, atravesar varios países, utilizar un puer-
to del Pacífico o del Atlántico y terminar en mer-
cados extrarregionales. Ninguna policía nacional 
puede desarticular por sí sola una arquitectura de 
esa naturaleza.

Chile: una advertencia desde el Pacífico

Chile ofrece un ejemplo significativo. El Informe de 
Crimen Organizado en Chile 2025 de la Fiscalía 
Nacional identifica mercados ilícitos interconecta-
dos en la macrozona norte, vinculados con pasos 
fronterizos, puertos, drogas, contrabando, armas y 
tráfico de personas. En la zona centro señala la 
diversificación criminal y el papel de nodos ur-
banos y portuarios. El informe también describe 
el crecimiento relativo de secuestros y extorsiones 
durante 2024.

Las investigaciones sobre células vinculadas al 
Tren de Aragua muestran que la amenaza no se 
agota en la violencia visible: requiere seguir flujos 
financieros, comunicaciones, facilitadores y co-
nexiones internacionales. En junio de 2025, la Fis-
calía chilena informó sobre una operación contra 
una red de lavado asociada a esa organización 
que movilizó millones de dólares. La lección es 
clara: detener ejecutores es necesario, pero insufi-
ciente si el sistema económico criminal permanece 
intacto.

La seguridad regional atraviesa una paradoja: mientras los Estados preservan capacidades para disuadir amenazas externas y administrar controversias te-
rritoriales, organizaciones criminales disputan cotidianamente el control de barrios, fronteras, puertos, economías y poblaciones. La cuestión no consiste en 
abandonar la defensa nacional, sino en revisar qué amenazas demandan hoy mayor atención política, coordinación institucional y recursos.
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Defensa y seguridad: complementar, no con-
fundir

Las Fuerzas Armadas y las policías poseen mi-
siones, atribuciones, doctrinas y mecanismos de 
control diferentes. Convertir el crimen organizado 
en un problema exclusivamente militar puede pro-
ducir resultados tácticos sin desmontar las redes 
financieras y políticas que lo sostienen. Del mismo 
modo, tratarlo como simple delincuencia común 
subestima su alcance transnacional y su capaci-
dad de desafiar al Estado.

Se necesita una arquitectura integrada, con con-
ducción civil, límites jurídicos precisos, control 
democrático y responsabilidades diferenciadas. 
La defensa aporta vigilancia del espacio marítimo, 
aéreo y terrestre, logística y capacidades especia-
lizadas dentro del marco legal; las policías investi-
gan y actúan; las fiscalías sostienen los casos; las 
aduanas y unidades financieras rastrean el dinero; 
el sistema penitenciario impide que las cárceles se 
conviertan en centros de mando.

Cinco prioridades para una agenda regional

Primero, construir inteligencia estratégica com-
partida: identificar redes, liderazgos, facilitado-
res, rutas y economías ilícitas, con protocolos 
de protección de datos y supervisión. Segundo, 

Fernando Vaccotti 
Analista geopolítico y de 
seguridad internacional

perseguir activos, empresas pantalla y circuitos 
de lavado, porque la organización se reproduce 
mientras conserve rentabilidad. Tercero, asegurar 
puertos, pasos fronterizos y cadenas logísticas me-
diante análisis de riesgo y controles focalizados, 
sin paralizar el comercio legítimo.

Cuarto, fortalecer fiscalías, cooperación judicial, 
extradiciones y mecanismos de intercambio pro-
batorio; la información sin capacidad procesal rara 
vez se traduce en condenas sostenibles. Quinto, 
recuperar territorios con presencia estatal dura-
dera: escuelas, servicios, protección de testigos, 
oportunidades económicas y policías confiables. 
Ocupar un barrio durante una semana no equivale 
a gobernarlo durante una década.

Estas prioridades exigen indicadores más exigen-
tes que el número de detenidos o toneladas in-
cautadas: reducción de homicidios y extorsiones, 
debilitamiento patrimonial de redes, disminución 
del reclutamiento, confianza ciudadana y conti-
nuidad del control estatal.

La verdadera disyuntiva

América Latina no debe elegir entre defender sus 
fronteras y proteger a sus ciudadanos. Debe evi-
tar que las controversias interestatales —reales o 
magnificadas— oculten una erosión de soberanía 

que ocurre a diario dentro de sus territorios. La in-
versión en defensa se justifica por amenazas eva-
luadas con rigor; la lucha contra el crimen orga-
nizado exige una prioridad igualmente estratégi-
ca, sostenida y regional.

La pregunta decisiva ya no es solamente dónde 
termina el territorio nacional. Es quién ejerce real-
mente la autoridad dentro de él. Una frontera pro-
tegida pierde parte de su significado si, detrás de 
ella, una estructura criminal impone sus propias 
reglas.

Fuentes de referencia:

Fiscalía Nacional de Chile, Informe de Crimen Organ-
izado en Chile 2025; InSight Crime, Balance de hom-
icidios 2025 (marzo de 2026); FMI, Violent Crime 
and Insecurity in Latin America and the Caribbean 
(2024); PNUD, Organized crime and human develop-
ment (2025).
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RESTCON 2026 es la segunda Conferencia Internacional sobre Robótica, Ingeniería, 
Ciencia y Tecnología, que tendrá lugar del 18 al 20 de noviembre de 2026 en Fukuo-
ka, Japón. Reúne a investigadores, expertos de la industria e innovadores para debatir 
sobre los avances emergentes en robótica y tecnologías de ingeniería. El evento ofrece 
una plataforma para presentar investigaciones, establecer contactos y explorar las futuras 
tendencias tecnológicas.

Tras el éxito de RESTCON 2024 en Pattaya, Tailandia, este evento contará con presenta-
ciones de vanguardia, ponencias inspiradoras y excelentes oportunidades para establecer 
contactos..

Cyber Security World Madrid se consolida como el principal punto de encuentro para la 
ciberseguridad empresarial, corporativa e institucional. El evento reúne a las compañías 
y proveedores más relevantes del sector, que presentan sus soluciones y enfoques ante 
un panorama de amenazas y ciberataques en constante evolución.

La feria ofrece un entorno pensado para que organizaciones de cualquier ámbito 
identifiquen tecnologías clave, tendencias emergentes y partners estratégicos que les 
ayuden a reforzar su protección y anticiparse a nuevos riesgos digitales.

¡La Fire Middle East Conference regresa en 2026 más grande y mejor que nunca!

Este evento exclusivo está dirigido a profesionales de todos los niveles en el ámbito de 
la protección contra incendios y la seguridad. La Conferencia Fire Middle East 2026 tiene 
como objetivo garantizar a sus altos funcionarios una agenda integral de debates de alto 
nivel, abordando los desafíos de seguridad más relevantes de la región en 2026 y más allá. 
Buscamos brindar amplias oportunidades de formación, creación de redes y preparación 
para el futuro, proporcionando a los asistentes las herramientas necesarias para convertirse 
en pioneros del sector y mantenerse alineados con la Visión Saudí 2030.

AVAR CISO Connect permite a los pioneros de la ciberseguridad perfeccionar sus 
habilidades, forjar relaciones clave y obtener la información esencial que necesi-
tan para aumentar su valor para la junta directiva y otros grupos de interés de la 
empresa. Los CISO más destacados son reconocidos con los Premios CISO en las 
categorías de startups, organizaciones medianas y grandes empresas. 

AVAR (Asociación de Investigadores Antivirus de Asia) se fundó en junio de 1998 
con la misión de prevenir la propagación del malware y los daños que este provo-
ca y está compuesta por destacados expertos de 17 territorios.

Cyber Security World Spain   4 al 5 de noviembre  2026, IFEMA, Madrid

Safe Mining 2026,  30 de noviembre 2026, Riad, Arabia Saudita

AVAR CISO,  2 - 4 de diciembre  2026, Telangana, India

RESTCON 2026   8 al 12 de noviembre 2026,  Fukuoka, Japón 



RESTCON 2026   8 al 12 de noviembre 2026,  Fukuoka, Japón 




